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Resumen
La eutanasia es actualmente un tema de preocupación mundial y de interés académico en distintas 
áreas del conocimiento humano. Desde el derecho, la eutanasia legalizada otorga el poder al 
personal médico o de los servicios de salud, de poner fin directamente a la vida de las personas en 
condiciones especialmente dependientes. El presente artículo expone los resultados de un estudio 
que tuvo por objetivo analizar a la eutanasia y la necesidad de su regulación jurídica en México. La 
metodología utilizada fue documental, basada en la revisión bibliográfica y legisgráfica, seguida de 
un análisis detallado de la información concentrada. Dentro de los principales resultados se expone 
un análisis comparativo de la eutanasia y los sistemas normativos de países como Holanda, Suiza, 
Australia, Estados Unidos y México. Así también, un análisis detallado de la regulación federal de la 
voluntad anticipada homologada.
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Abstract
Euthanasia is currently a topic of global concern and academic interest in different areas of human 
knowledge. From the law, legalized euthanasia grants the power to medical personnel or health 
services, to directly end the life of people in especially dependent conditions. This article presents 
the results of a study that aimed to analyze euthanasia and the need for its legal regulation in 
Mexico. The methodology used was documentary, based on the bibliographic and legislative 
review, followed by a detailed analysis of the concentrated information. Among the main results, a 
comparative analysis of euthanasia and the regulatory systems of countries such as the Netherlands, 
Switzerland, Australia, the United States and Mexico is presented. Also, a detailed analysis of the 
federal regulation of approved advance directives.
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Introducción
Son varios los países que, desde el siglo pasa-
do, intentaron legalizar la eutanasia, con moti-
vos humanitarios, es decir, para ayudar a morir 
a personas que tuviesen un padecimiento que 
mermara de forma importante su calidad de vi-
da desde el punto vista orgánico, y que haya si-
do su voluntad tener una muerte digna. No obs-
tante, el recorrido ha sido altamente complejo 
y se ha requerido de consensar varias áreas 
de la vida humana para ir lográndolo. En espe-
cífico, los profesionales de la salud se mues-
tran involucrados en este entramado ético y se 
encuentra entre lo profesionalmente correcto, 
lo legalmente permitido y lo moralmente con-
denado, en lo que se puede citar a Rodríguez 
Luño (1991, P. 303) cuando afirma que “la coo-
peración formal al mal nunca es moralmente 
lícita”.

Dentro de los países más desarrollados se cuen-
ta con una regulación normativa para la legali-
zación de la eutanasia, con resultados impor-
tantes, puesto que solo acceden a ella, perso-
nas que tienen una enfermedad en etapa ter-
minal y debidamente confirmado por el diag-
nostico de médicos capacitados en su ejerci-
cio y toma de decisiones bioéticas. 

Etimológicamente la palabra eutanasia, provie-
ne de los vocablos griegos “eu” que significa 
“bien o buena”, y “thanatos”, que es “muerte”; 
mismas que expresan las palabras una muer-
te dulce o buena (Guerra, 2013). La concep-
tualización se diversifica y se identifican ele-
mentos en común que resultan en el actuar pa-
ra una muerte digna y la necesidad de evitar 
el sufrimiento; y como elementos secundarios 
están el consentimiento del paciente, la situa-
ción grave de salud; evitar el dolor en la muer-
te y la atención en salud que se proporciona 
para este fin (Requena, 2009). 
Por las definiciones anteriores, se distingue que 
la eutanasia es una actuación premeditada con 
la finalidad de causar la muerte, cuya diferen-
cia en la asistencia al suicidio y al suicidio en 
sí, recae en las causas del sujeto quien posee 
la voluntad de morir, en el caso de la eutana-
sia es debido a poseer una enfermedad incura-

ble, intratable, en fase terminal y que cause in-
minentemente la muerte.
En este documento y para fines del estudio de 
la eutanasia, considérese enfermedad terminal, 
aquella que se encuentra en una etapa avanza-
da y se diagnostica como incurable. Esta con-
dición que carece de tratamiento y que presen-
ta sintomatología cambiante, genera un estado 
de inestabilidad en el paciente y representa un 
impacto emocional, tanto en el paciente, como 
en la familia y el equipo de salud tratante (Blan-
co, 1997).
Por lo anteriormente descrito, es de importancia 
realizar investigación para la comprensión de la 
complejidad de la realidad desde el punto de 
vista jurídico respecto a la eutanasia y las im-
plicaciones de orden moral, religioso y cultural 
para las poblaciones humanas. El presente do-
cumento, muestra los resultados de un estudio 
realizado con el objetivo de analizar a la euta-
nasia y la necesidad de su regulación jurídica 
en México. La metodología utilizada fue docu-
mental, conformada por revisión bibliográfica y 
legisgráfica, seguida de un análisis de la infor-
mación concentrada. Dentro de los principales 
resultados se expone el análisis comparativo 
de la eutanasia y los sistemas normativos de 
países como Holanda, Suiza, Australia, Estados 
Unidos y México.

Material y métodos
El presente estudio se realizó en el período com-
prendido entre 2018-2020. Se utilizó la meto-
dología documental, basada en la revisión bi-
bliográfica y legisgráfica, seguida de un análi-
sis detallado de la información concentrada.

Dentro del procesamiento de la información, se 
realizó un análisis comparativo de la eutanasia 
y los sistemas normativos de países como: Ho-
landa, Suiza, Australia, Estados Unidos y Méxi-
co. Posteriormente un análisis detallado de la 
regulación federal de la voluntad anticipada ho-
mologada en México.

Resultados y discusión
Análisis comparativo de la eutanasia y los sis-
temas normativos de, Holanda, Suiza, Australia, 
Estados Unidos y México.
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Holanda
Es considerado el país pionero en la legalización 
de la eutanasia. Son los tribunales quienes sien-
tan las bases por medio de sentencias, para una 
justificación clara ante un homicidio consentido 
y comportamientos de ayuda al suicidio. Poste-
riormente, tras numerosos debates, se legaliza 
la cuestión mediante la aprobación de una re-
forma del código penal, que introduce los su-
puestos de justificación previamente esbozados 
por la jurisprudencia (Juanatey, 2004).

Respecto a la evolución de la regulación jurídi-
ca sobre la eutanasia y de ayuda de suicidio, 
ha sido larga y compleja, debido al gran debate 
social y político que tuvo lugar en ese país en 
los años setenta. En adelante, se describirá el 
proceso seguido para lograrse esta regulación, 
citando información del Parlamento de Holan-
da (2002) y al Código Penal Holandés (Adruet, 
2001).

El inicio de la larga travesía jurídica que ha cul-
minado finalmente con la aprobación de la ac-
tual regulación permisiva, que se sitúa en una 
comisión estatal para el estudio de la eutana-
sia. Esta comisión elaboró un informe publicado 
en 1985, en el que se proponía la reforma del 
Código Penal holandés, mediante la introduc-
ción de una causa de justificación expresa, pa-
ra determinados supuestos de homicidio con-
sentido y de asistencia al suicidio.

Posteriormente, se presentaron sucesivos pro-
yectos como los del grupo minoritario de oposi-
ción, Demócratas 66 del año 1985 y del Gobier-
no de enero de 1986, algo más restrictivo que 
el anterior. Fue en diciembre de 1987, cuando 
el Gobierno presentó un nuevo Proyecto que 
consistió en sistematizar las formas de cuidado 
en la práctica medica para el proceso de euta-
nasia activa, y dejaba en manos de los tribu-
nales la valoración del cumplimiento de dichas 
reglas de cuidado. Todo ello sin modificar el Có-
digo Penal (Angell, 1996).

Es el 1 de junio de 1994, cuando se presenta 
el Decreto del 17 de diciembre de 1993 que 
desarrolló el artículo 10, apartado I, de la Ley 

de Inhumaciones, es en este texto que se esta-
blecen las formas legales para la notificación de 
casos de eutanasia voluntaria y no voluntaria, 
dirigida a profesionistas de la medicina (Jochem-
sen, 1999).

En el año 2000, se aprueba la propuesta de ley 
“reguladora de la verificación de la terminación 
de la vida a petición del sujeto y del auxilio al 
suicidio (ley de verificación)”, y finalmente se 
aprobó en abril de 2001, por la Cámara Alta, 
por 46 votos a favor y 28 en contra; la ley en-
tró en vigor en abril de 2002. 

En el Código penal, la “Ley de verificación” regu-
la el homicidio consentido y el auxilio al suici-
dio con la misma redacción (artículo 293 y 294 
del Código penal): 
El artículo 293.1 castiga “al que matare a otro, 
ante la solicitud expresa y serie de éste, con la 
pena de prisión de hasta doce años o multa”; 
y el artículo 294, párrafo segundo, castiga al 
que, intencionalmente, prestare auxilio a otro 
para que se suicide o le facilite los medios ne-
cesarios para tal fin, siempre que el suicidio se 
produzca, con la pena de prisión de hasta tres 
años o multa”.
 
Es necesario aclarar que, las conductas anterio-
res no serán punibles cuando hayan sido reali-
zadas por un médico que haya observado las 
normas de cuidado, expresamente recogidas en 
la ley de verificación y se lo haya comunicado 
al médico forense municipal, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 7, párrafo segundo, de 
la Ley de Inhumaciones. Por último, por lo que 
respecta a las normas de cuidado, que deben 
ser observadas para la aplicación de las cau-
sas de exención expresamente reconocidas en 
el Código penal, se establecen en el artículo 2 
de la ley de verificación y van dirigidas expre-
samente al médico. Este precepto dispone que:

El médico:
1.   Ha de estar seguro de que la solicitud del pa-
ciente es voluntaria y seria.
2.   Ha de llegar al convencimiento de que el su-
frimiento es insoportable y no existen perspec-
tivas de mejora.
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3.   Ha de informar al paciente de la situación en 
que se encuentra y de sus perspectivas de fu-
turo.
4.   Ha de llegar a la conclusión, junto con el pa-
ciente, de que no existe ninguna otra solución 
razonable para la situación en la que se en-
cuentra.
5.   Ha de consultar, al menos, con médico indepen-
diente que ha de ver personalmente al pacien-
te y emitir un informe por escrito sobre el cum-
plimiento de las normas de cuidado menciona-
das en los dos números anteriores. 
6.  Ha de poner fin a la vida o ayudar al suicidio 
observando el máximo cuidado y esmero profe-
sional posibles.
7.   Podrá atender la solicitud de un paciente ma-
yor de dieciséis años (…).

Suiza
En Suiza, la eutanasia continúa penalizada. Es 
el auxilio al suicidio el que está regulado aún 
cuando éste no sea con asistencia médica. Este 
tipo de asistencia se requiere solamente en ca-
sos de asistir al control de la prescripción. En 
todo caso, un requisito ineludible del auxilio al 
suicidio en Suiza es que no haya motivación per-
sonal o económica de quien acompaña y en ca-
so de que la hubiera y se acreditara formal-
mente, entonces sería caso de seguimiento pe-
nal de acuerdo con el artículo 115 del Código 
Penal (Bremer, 2004).

Respecto al acompañamiento, en Suiza, existen 
organizaciones voluntarias para brindar apoyo a 
las personas que solicitan la ayuda al suicidio. 
Una de ellas es, EXIT dedicada a la ayuda en 
población de origen alemán e italiano. Otra de 
ellas es la organización AMD, que atiende a po-
blación francesa; y por último la organización 
DIGNITAS, para personas extranjeras que bus-
can en Suiza esta posibilidad (Sánchez, 2006).

La eutanasia en Australia
Con referencia al proceso legislativo internacio-
nal, Australia, es un país con mayores avances 
respecto a la atención de la eutanasia como una 
necesidad vigente en las sociedades actuales.  
Fue desde finales del siglo XX, en 1995, que 
Australia realizó los procesos requeridos para le-

galizar la eutanasia voluntaria. Sin duda, Austra-
lia es uno de los países pioneros en el análisis 
y legislación respecto a la eutanasia, fue el se-
gundo país del mundo que legisló a favor de la 
eutanasia activa. No obstante, lo complejo del 
tema en lo ético, social, cultural, generó incon-
formidades y se presentaron impugnaciones en 
el área judicial, mismas que no lograron avan-
zar (Parreiras, 2016).

Ahora bien, en 1996, a través de la Ley sobre 
Eutanasia, se decidió que las entidades que ha-
bían legislado en la materia perdían esa facul-
tad normativa. Todo ello con fundamento en el 
artículo 109 constitucional, según el cual cuan-
do una ley local es contraria a una ley federal, 
prevalece esta. Así también, se dictó el artículo 
122 constitucional dando las facultades al Par-
lamento australiano para dictar leyes para los 
territorios, o modificar las aprobadas por los te-
rritorios, esto basado en el concepto de autogo-
bierno (Kirchhoffer, 2021). 

Lo anterior tuvo poca vigencia, ya que, esta ley 
fue declarada ilegal en el Senado Australiano 
algunos meses mas tarde. No obstante, duran-
te su vigencia, murieron cuatro personas a quie-
nes les asistió la ley y tuvieron cuidados técni-
cos en salud al aplicar inyección subcutánea le-
tal a través de mecanismos electrónicos de cóm-
puto (Bertolín-Guillén, 2021).

Aunque la ley no estuvo vigente durante mucho 
tiempo en Australia, este asunto en particular, 
resulta ser un claro ejemplo de lo que está su-
cediendo en México, mismo que se retomará en 
capítulos posteriores, sin embargo, existe una 
invasión de facultades entre nuestro país y las 
entidades federativas respecto a esta materia 
en particular. 

Estados Unidos de Norteamérica
Para el país de Estados Unidos de Norteamé-
rica, la realidad no es distinta, existen distin-
tas posturas con relación al suicido asistido y 
la eutanasia. Históricamente se han registrado 
desde 1994 casos a favor y en contra, oscilan-
do entre la penalización y la despenalización de 
estas prácticas. En 1995 y posteriormente en 
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1997, fue aprobada la ley ODDA (Oregon De-
ath with Dignity Act) que específicamente no ha-
bla de suicidio asistido, sino de contar con una 
muerte digna. Es así como esta ley, ODDA, per-
mite la asistencia médica al suicidio bajo los 
siguientes requisitos (Sánchez, 2006): 

1. Ser un paciente terminal (esperanza de vida 
menor a seis meses).
2. Paciente mayor de 18 años (con facultades 
de pensamiento plenas y sin estado depresivo).
3. Que solicite asistencia al suicido, por escrito, 
con dos testigos y por lo menos uno de ellos sin 
relación de parentesco o afectivo con el pacien-
te.
4. Debe contar con la información de dos mé-
dicos, por escrito, que signen las condiciones de 
salud del paciente, la esperanza de vida y la au-
sencia de estado depresivo.
5. Para el caso de los derechos de los médi-
cos, ellos pueden prescribir, pero no administrar 
medicamentos que con dosis indicadas resul-
ten letales y generen una muerte sin dolor. Los 
médicos no están obligados a presenciar el ac-
to de suicido y debe presentar un informe del 
caso.

En México
Para el caso de México, el debate y la opinión 
pública, se hace presente y se inclina hacia la 
regulación de la eutanasia. El debate de la eu-
tanasia tiene profundas raíces en México (Ríos 
y Fuente del Campo, 2016). Históricamente, la 
carta de Jaime Torres Bodet, es un precedente 
que genera conmoción y necesidad de análisis, 
ya que se muestra como una experiencia suici-
da, escrita por un poeta y educador que puso fin 
a su vida, ante el sufrimiento de enfermedad 
incurable y en etapa terminal (Alonso Salas, 
2010). 

En este país, se ha mostrado interesante el apor-
te que distintos científicos y eticistas han hecho 
respecto a problemas bioéticos, como es el ca-
so de la eutanasia. Existe una tendencia favora-
ble para la aceptación de la eutanasia. Una de 
las obras mas importantes al respecto es el Dic-
cionario incompleto de bioética (Sarmiento et al, 
2012). 

Legislación federal
La siguiente información se cita respecto al Con-
greso de la Unión, Ley General de Salud, Méxi-
co (2009). En mayo de 2005, se presentó una 
iniciativa que no tuvo éxito en ser aceptada; pe-
ro se tomó como modelo para necesidades de 
reforma legislativa penal con relación a la euta-
nasia. Específicamente la iniciativa consistió en 
sumar un párrafo al artículo 312 del Código Pe-
nal Federal, donde se exponía a la eutanasia 
activa, y consistía en quitar la responsabilidad 
penal a la persona que participara en apoyo a 
una muerte digna, mediante asistencia médica. 
Sumado a lo anterior, se proponía establecer la 
figura del Testamento de vida en el Código Pe-
nal, e incluir una Ley General para los Derechos 
de las Personas Enfermas en Estado Terminal. 
Esta propuesta no logró convertirse en reforma, 
pero si llegó a ser precursora del apoyo que tu-
vo la iniciativa en el Distrito Federal, aunque en 
materia federal aún sigue pendiente.

En abril de 2007, se generó una nueva propues-
ta para crear la Ley General de Suspensión de 
Tratamiento Curativo, así como reformar el artí-
culo 312 del Código Penal Federal, quedando 
de la siguiente manera: Artículo 312. El que 
prestare auxilio o indujere a otro para que se 
suicide, será castigado con la pena de uno a 
cinco años de prisión; si se lo prestare hasta el 
punto de ejecutar él mismo la muerte, la pri-
sión será de cuatro a doce años. “No se aplica-
rá pena alguna para el profesional de la salud 
que actué de conformidad con lo dispuesto en 
la Ley General de Suspensión de Tratamiento 
Curativo”.
Con esta propuesta, se pretendía lograr que los 
enfermos en estado terminal pudieran ejercer el 
derecho a suspender el tratamiento médico de 
su padecimiento, mediante pleno uso de su vo-
luntad. En cuanto a los derechos del paciente, 
era amplia, puesto que predominaban derechos 
como trato digno y respetuoso, recibir atención 
médica adecuada, contar con información clara 
y suficiente sobre el estado de salud, entre otros 
muchos más.

Una tercera propuesta en este tema se realizó 
en noviembre de 2007 y consistió en generar 
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una Ley de Voluntad Anticipada, así como refor-
mas al Código Penal Federal y a la Ley General 
de Salud. La propuesta en general consistía en 
favorecer la voluntad anticipada de personas 
con enfermedades incurables y con nula proba-
bilidad de sobrevivencia y eximir de responsa-
bilidad al personal médico que los asistiera 
(GPPAN, 2007).
En esta propuesta de ley de voluntad anticipa-
da, también se consideraba la inclusión de nue-
vos preceptos que involucran a la donación y 
trasplante de órganos, así como el manejo de 
cadáveres. En esta propuesta se expusieron los 
conceptos de ortotanasia y eutanasia pasiva y 
su diferencia por primera vez en México. 

Las propuestas vistas fueron aprobadas, refor-
mando tanto al Código Penal como a la Ley Ge-
neral de Salud, haciéndose vigentes a partir del 
año 2009. Como resultado de este ejercicio, se 
tienen claras las condiciones para la hacer va-
ler la voluntad anticipada, que incluye la sus-
pensión de tratamiento como parte de esta. A 
través de estas reformas, se impone al Estado 
la obligación de proporcionar servicios espiri-
tuales a los pacientes que los soliciten; pero, 
una obligación de este tipo no es afín a la ca-
racterística laica del Estado y valdría la pena 
estudiar el caso.
 
Leyes de voluntad anticipada en México
Se puede definir la voluntad anticipada como el 
documento mediante el cual una persona decla-
ra, por escrito, sus deseos respecto a ciertas in-
tervenciones médicas, dirigido al personal sani-
tario y a otras personas significativas siendo es-
to lo realiza una persona llamada otorgante, ca-
pacitada para tomar decisiones sobre los cuida-
dos de su salud (Olivares, 2016). 

Sin embargo, es importante sostener que, la ley 
de voluntad anticipada no está regulada en ma-
teria federal, lo cual debería ser lo correcto, sin 
embargo, muchas entidades federativas de la 
República Mexicana han regulado de forma lo-
cal esta materia en particular. 

Específicamente 14 estados de la república me-
xicana son los que legislaron referente a la Ley 

de Voluntad Anticipada: Aguascalientes, Ciudad 
de México, Coahuila, Colima, Estado de México, 
Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Na-
yarit, Oaxaca, San Luis Potosí, Tlaxcala y Yuca-
tán (CNB), s/a).

Facultad del Congreso de la Unión de regular en 
materia de Salud en relación con la Eutanasia
En México, existe un sistema de competencias 
sobre la regulación de diversas materias, una 
de estas, en materia de salubridad, misma que 
se encuentra regulada en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, en el nu-
meral 73, fracción XVI; misma que a la letra di-
ce: 
Artículo 73. El Congreso tiene facultad:
(…)
XVI. Para dictar leyes sobre nacionalidad, condi-
ción jurídica de los extranjeros, ciudadanía, na-
turalización, colonización, emigración e inmigra-
ción y salubridad general de la República.

Lo anterior, concede a la federación la facultad 
de regular en materia de salubridad general, así 
como regular las formas y medidas por la cual 
establecerá las bases para mitigar las faculta-
des concurrentes con las entidades federativas, 
correlacionadas con el numeral 4 de la Carta 
Magna, en su párrafo cuarto.
Es importante considerar a la Ley de Voluntad 
Anticipada, como un accesorio a raíz de la re-
forma de la Ley General de Salud, del 20 de 
agosto de 2009, donde establece en el articu-
lado de 166 bis al 166 bis 21, la regulación 
sobre los cuidados paliativos para los enfermos 
en fase terminal. 

La Federación, no debería dejar la creación de 
tan importante ordenamiento a la autonomía de 
las entidades federativas, puesto que, expone 
a la vulnerabilidad de los derechos de los ciu-
dadanos, mismos que pueden ser violentados 
en los diferentes ámbitos de la sociedad, auna-
do a lo anterior, niegan el acceso al derecho a 
la libre decisión y autonomía de la voluntad del 
paciente para el resto del país.

Ahora bien, la Ley General de Salud reformada 
en el 2009, a través de los artículos 166 bis 
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al 166 bis 21, se dio pauta para crear los cui-
dado paliativos a un persona enferma en fase 
terminal y su libre decisión al acceso de ella, 
deja sin precisar ciertos requisitos indispensa-
bles para poder acceder a ella, contraviniéndo-
se puesto que mientras el artículo 166 bis en 
su fracción II garantiza la muerte natural en con-
diciones dignas, el artículo 166 bis 21, tiene 
una prohibición expresa de la eutanasia en cual-
quiera de sus formas.
Es así, como las entidades federativas han re-
gulado circunstancias tales como, ante quién 
deben expresar su voluntad y ante qué autori-
dades deberán realizar los documentos para dar 
validez legal del proceso; pero quedan elemen-
tos que necesitan resolverse en la federación 
para evitar ambigüedad de la ley y sobretodo 
reducir la facultad concurrente de los estados 
respecto al tema en cuestión.

Análisis de la ley de voluntad anticipada fede-
ral y sus ventajas
Como anteriormente se expuso la ley de volun-
tad anticipada presupone a una finalidad, la or-
totanasia, la cual es la posibilidad de morir del 
paciente de manera acompañada, atendida en 
la parte técnica con los cuidados paliativos y 
tanatológicos, y sobre todo sin ser atendido por 
largo tiempo con tratamientos infructuosos. La 
ortotanasia frecuentemente es indistinguible de 
la eutanasia pasiva; pero, esta última consiste 
en retirar los tratamientos para dejar que se 
produzca la muerte natural (Siurana, 2005).
Ahora bien, haciendo un análisis de las diferen-
tes leyes de voluntad anticipada que existen en 
la República Mexicana, se encuentran similitu-
des y diferencias, estas pueden ser:

En cuanto a las formalidades del documento:
•	 Mientras que algunas leyes sostienen como 
necesario tener a un representante para que 
se cumpla con lo establecido en el documento 
de voluntades anticipadas (Ciudad de México, 
Aguascalientes y Yucatán), en otros no lo es 
tanto, puesto que quienes deben velar por el 
cumplimiento del documento es él mismo per-
sonal médico (San Luis Potosí).
•	 Para algunos estados, la voluntad manifes-
tada a través del documento, solo pueden ha-

cerlo personas mayores de edad, con capaci-
dad de ejercicio y de forma personalísima; mien-
tras que, para otros estados, pueden firmar di-
ferentes personas, de acuerdo con las circuns-
tancias del caso, por ejemplo, por un testigo a 
ruego del paciente cuando este no sepa leer 
ni escribir, o tratándose de menores de edad, 
podrán suscribirlo el padre, la madre, tutor o 
familiar que posea la patria potestad.
•	 Respecto de ante quién poder suscribirlo, la 
mayoría estipula que debe ser ante un Notario 
Público; sin embargo, cuando no existe esta po-
sibilidad, para algunos estados pueden suscri-
birlo también ante el personal médico a través 
de un formato otorgado por la Secretaría de Sa-
lud local; pero, aunque resulta sea práctico, en 
múltiples ocasiones pueden generar responsa-
bilidad para el médico tratante o personal de 
salubridad al no cumplir con ciertos requisitos 
de ley.

En cuanto a la autoridad, que debe tener cono-
cimiento para su aceptación e integración del 
expediente médico del paciente en fase termi-
nal:
•	 La mayoría de los estados poseen distintas 
autoridades responsables para tal tarea, no hay 
una en concreta, es decir, mientras para algu-
nos es a través de una Unidad Especializada o 
Comisión dependiente de la Secretaría de Sa-
lud, para otros es la propia Secretaría de Sa-
lud o Consejo Médico.

Actualmente, se ha convertido en una necesidad 
nacional sobre la materia, puesto que en mu-
chas entidades federativas ya existe el acceso 
a una muerte digna y en otros no ha sido po-
sible, por lo que se vuelve un derecho privile-
giado, es decir para unos cuantos. Si partimos 
desde el ideal de la Carta Magna, en el artícu-
lo 1°, al asumir que el Estado Mexicano reco-
nocelos derechos humanos en los ordenamien-
tos internacionales, debe también asumirse el 
derecho a la libertad de decisión y la autono-
mía del cuerpo humano, como lo han garantiza-
do diferentes entidades de la república.

Es entonces, una limitación a tal derecho, ya que 
no se otorga a los ciudadanos con enfermeda-
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des terminales, la oportunidad de tener una 
muerte digna dejándolos en un proceso agoni-
zante, a veces asfixiante y de lenta muerte.
Por lo anteriormente expuesto, es clara la ne-
cesidad legislativa y social de contar con una 
Ley Federal de Voluntad Anticipada, atendien-
do, por supuesto, a la competencia federal de 
la materia. La federación debe regular a través 
de la Ley en propuesta, puesto que, si se con-
tinua bajo la situación actual, ese derecho se-
guirá siendo para unos cuantos y, por ende, se-
guirá existiendo invasión de competencias en-
tre la federación y las entidades federativas. Lo 
anterior, está establecido en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, artícu-
lo 73, fracción XVI, el cual faculta a la federa-
ción, a través del Congreso de la Unión, de dic-
tar leyes en materia de salubridad general.
Sumado a lo anterior, existe la necesidad de re-
formar el Código Penal Federal, en su artículo 
312°, que actualmente prohíbe la asistencia al 
suicidio, imponiendo una pena igual al delito de 
homicidio.

Lo anterior atendiendo, que, una vez reforma-
da la Ley General de Salud en el año 2009, 
con la finalidad de que el paciente en fase ter-
minal decida sobre recibir o no un tratamiento 
médico cuyo fin es ofrecerle una muerte digna, 
se contrapone la disposición antes citada del 
Código Penal Federal. Por las razones antes ex-
puestas, es necesaria la regularización de la Vo-
luntad anticipada, a través de una Ley Federal, 
cuyas ventajas serían las siguientes:

•	 Disminución de los suicidios en México, a 
nivel nacional, por personas que sean diagnos-
ticadas con una enfermedad en fase terminal.
•	 Acceso a una muerte digna y gratuita.
•	 Regularización de los requisitos para acce-
der a la muerte digna por medio de la voluntad 
anticipada.
•	 Implementación de una dependencia espe-
cializada en la materia, que controle el acceso 
a este derecho.

Conclusiones
A nivel mundial es una necesidad y ocupación 
en materia legal, trazar las líneas que favorez-

can la atención a una muerte digna, en casos 
de pacientes con diagnóstico de enfermedad en 
fase terminal. En México, existe normatividad 
respecto a la ortotanasia, esto puede afirmarse 
ya que la ley de voluntad anticipada que se ha 
aprobado en distintas entidades federativas, tie-
ne como finalidad expresa a esta práctica mis-
ma que consiste en dejar de asistir a un pacien-
te con medicina curativa y atender su muerte 
con placebos médicos.

En México, las entidades federativas que han 
regularizado la voluntad anticipada han creado 
un problema competencial entre la federación 
y los estados, puesto que, al ser competencia 
federal, atendiendo al numeral 73 fracción XVI, 
quien tiene la facultad para regular tan impor-
tante normatividad es la federación, a través 
del Congreso de la Unión, por tratarse de un te-
ma de salud pública.
Aunque la Ley General de Salud, haya sido re-
formada en el 2009, creando así los cuidados 
paliativos para personas enfermas en fase ter-
minal, no es suficiente para regular la materia, 
puesto que puntos como las autoridades res-
ponsables de la aplicación y coordinación de 
estas hace falta normar. Aunado a lo anterior, 
otorga una facultad que no les corresponde a 
los estados, la de regularizar la ortotanasia, cre-
ando con ello, el conflicto normativo, respecto 
a la formalidad del acto y las autoridades en-
cargadas de crear expedientes e impulsar la 
voluntad del paciente. Asimismo, al no encon-
trarse normado en lo federal, limita el acceso a 
todas las personas, ciudadanas de este país a 
acceder a un derecho tan importante como el 
de morir dignamente cuando padeciesen una 
enfermedad en fase terminal.

Dentro del entramado ético y legal, cultural y re-
ligioso, que envuelve a la eutanasia, las áreas 
que apoyan la legalización de esta consideran 
que las personas tienen derecho a morir digna-
mente en el caso de encontrarse en etapa ter-
minal de alguna enfermedad incurable. Este res-
peto a la dignidad es reconocer que las per-
sonas tienen la capacidad de decidir sobre la 
terminación de su propia vida cuando transita 
en esas circunstancias.
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Resumen
Los cambios de temperatura en el ambiente son uno de los factores por los que a nivel internacional y nacional, dan pauta para crear 
y transformar mecanismos que permitan mantener un equilibrio de los recursos naturales, el cual es importante para garantizar el 
derecho humano a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar, ya que se considera que el incremento de las actividades 
humanas han sido el principal elemento del cambio climático y, a través de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) se busca 
que los Estados promuevan la prosperidad y al mismo tiempo protejan el medio ambiente. En este caso, el objetivo es generar 
en las empresas una mayor conciencia ambiental y que la competitividad no está peleada con implementación de las normas 
ambientales en sus políticas internas. La construcción del conocimiento relacionado con el tema se llevó a cabo a través del acopio 
de información, documentos jurídicos internacionales y nacionales, impresos y vía internet. También se tomó en cuenta las opiniones 
emitidas por organismos internacionales y los expertos en la materia. Posteriormente, se hizo un análisis e interpretación para su 
explicación doctrinal, jurídica y empírica.

Palabras clave: inversión extranjera, derecho ambiental, desarrollo sostenible (o sustentable), derechos humanos, T-MEC.

Abstract
Changes in temperature in the environment are one of the factors for which, at the international and national level, they set guidelines 
for creating and transforming mechanisms that allow maintaining a balance of natural resources, which is important to guarantee the 
human right to a healthy environment for their development and well-being, since it is considered that the increase in human activities 
has been the main element of climate change and, through the Sustainable Development Goals (SDGs), it is sought that States 
promote prosperity and at the same time protect the environment. In this case, the objective is to generate greater environmental 
awareness in companies and that competitiveness is not fought with the implementation of environmental regulations in their internal 
policies. The construction of knowledge related to the subject was carried out through the collection of information, international and 
national legal documents, printed and via the Internet. The opinions issued by international organizations and experts in the field were 
also taken into account. Subsequently, an analysis and interpretation was made for its doctrinal, legal and empirical explanation.
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Introducción
La tendencia a la integración política económi-
ca internacional representada por la globaliza-
ción, es decir, la firma de los tratados que per-
miten la liberación de los mercados en la pro-
ducción, distribución de bienes, servicios, inver-
sión, empleo y el impulso de las fuerzas com-
petitivas ha conducido inevitablemente a la ex-
plotación excesiva de los recursos naturales, 
provocando una marcada contaminación am-
biental, olvidando los Estados el compromiso 
de otorgar a las personas el derecho de disfru-
tar de un medio ambiente sano para su desa-
rrollo y bienestar. 

Bajo esa premisa, desde el año 2000, en la 
Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas, los 
Estados asumieron el compromiso con los Ob-
jetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), entre 
los cuales se buscaba garantizar la sostenibili-
dad del medio ambiente y fomentar una asocia-
ción mundial para el desarrollo, con la firme in-
tención de dar cumplimiento al 2015.

En ese mismo año se actualizaron los objetivos 
y a partir de ahí se estableció una nueva fe-
cha, el 2030. De esta manera, los jefes de Es-
tado reafirman la responsabilidad de buscar un 
desarrollo sostenible, basado en 17 Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS), con los cuales 
la Organización de las Naciones Unidas (ONU), 
“busca generar un planeta más inclusivo, sos-
tenible y próspero, centrado en la formación de 
alianzas, en donde, los seres humanos, sean 
el centro de ese desarrollo sustentable”.

Para la ONU, el recorrido inicia en 1968, con la 
preocupación de que “los cambios provocados 
por el hombre en el medio natural se habían 
convertido en un problema urgente para los pa-
íses desarrollados y los países en desarrollo, y 
que estos podían resolverse mediante la coo-
peración internacional” y para el Estado mexi-
cano a partir de 1971, con la creación de la 
Ley Federal para Prevenir y Controlar la Conta-
minación Ambiental, creada con el objeto de 
“contribuir a la protección de la salud pública 
y evitar la degradación de los sistemas ecoló-
gicos en detrimento de la economía nacional”.

Así, la presente investigación jurídica se organi-
za de la manera siguiente: Primero, se presen-
ta la cuestión bibliográfica sobre los conceptos 
centrales del estudio en el texto, con el objeti-
vo de comprender los elementos a partir de los 
cuales se analizará el desarrollo sustentable 
con relación al comercio (inversión). Segundo, 
se expone el conjunto de normas internaciona-
les y nacionales relacionadas con los mecanis-
mos en materia de desarrollo sostenible. Y ter-
cero, se explica el actuar de los organismos in-
ternacionales y de los Estados a partir de los 
tratados internacionales relacionados con la te-
mática.

Marco conceptual
Es increíble el alcance de las palabras y pen-
sar en el amplio campo que cubre una sola, 
en su historia y el número de veces que ha si-
do utilizada. Muchas que se abordan con coti-
dianidad pero que, a la vez abren camino a una 
rama del conocimiento completamente distin-
ta, donde adquieren una nueva forma. Para al-
gunas un acento, para otras una letra es lo que 
las transforma y abre la puerta a ese nuevo 
mundo.

Lo primero a esclarecer es el contexto al que 
irán encaminados diversos conceptos en el con-
tenido de la presente investigación. De ahí que, 
en el presente apartado, se abordan varios de 
ellos y se les da un significado.

El tema del que salen todos esos conceptos ha-
ce pertinente comenzar por definir ¿qué es el 
T-MEC? Entre otras palabras, podemos respon-
der que es un tratado comercial multilateral 
que contempla temas de mercancías, servicios, 
inversiones y medioambiente, que vino a susti-
tuir al Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte (TLCAN) de 1994. El nuevo tratado segui-
rá atendiendo la integración de las industrias 
entre los Estados Unidos Mexicanos, los Esta-
dos Unidos de América y Canadá, con el objeti-
vo de beneficiar la competitividad de la región 
como potencia exportadora de productos, te-
niendo como destino óptimo desarrollar la In-
versión Extranjera Directa (IED). La palabra tra-
tado significa un trato con un objetivo previa-
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mente determinado, el cual tiene valor jurídico 
que vincula a dos o más Estados nacionales. 
Los tratados cumplen una función muy impor-
tante, ya que, son considerados una fuente de 
derecho internacional. (Barberis, 1982).

Para la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados, el tratado es “un acuerdo inter-
nacional celebrado por escrito entre Estados y 
regido por el derecho internacional”, permitien-
do asimismo su modificación. (Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados, 1969).

En esta misma idea, la Ley Sobre la Celebra-
ción de Tratados, considera que el tratado es 
regido por el derecho internacional público, “ce-
lebrado por escrito entre el Gobierno de los 
Estados Unidos Mexicanos y uno o varios suje-
tos de Derecho Internacional Público”. (Artículo 
2.o, Fracción 1).

Derivado de los compromisos adquiridos por 
México a través de los tratados con relación al 
cuidado del medio ambiente y al impacto que 
se genera con la alta concentración de empre-
sas extranjeras, se define al impacto ambien-
tal como la parte del medio ambiente afectada 
por la actividad del ser humano con relación a 
su interacción, o dicho de otra manera “la mo-
dificación del ambiente ocasionada por la ac-
ción del hombre o de la naturaleza. Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y Protección al Am-
biente (Artículo 3.o fracción 20).

En la misma tesitura, la palabra ambiente re-
fiere al “conjunto de elementos naturales y ar-
tificiales o inducidos por el hombre que hacen 
posible la existencia y desarrollo de los seres 
humanos y demás organismos vivos que inte-
ractúan en un espacio y tiempo determinados”. 
Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente. (Artículo 3.o, fracción 1.). Es 
también, el espacio conformado por elementos 
físicos que componen el planeta tierra, con el 
que el ser humano interacciona. (Montes, 2001).

Llamamos desarrollo sostenible (o sustentable) 
al “proceso evaluable mediante criterios e indi-
cadores del carácter ambiental, económico y 

social que tiende a mejorar la calidad de vida 
y la productividad de las personas, y se funda-
menta en medidas apropiadas de preservación 
del equilibrio ecológico, protección del ambien-
te y aprovechamiento de recursos naturales, de 
manera que no se comprometa la satisfacción 
de las necesidades de las generaciones futu-
ras”. Ley General de Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente (Artículo 3.o, fracción 
11).

También se define como aquel que satisface 
las necesidades del presente sin comprometer 
la capacidad de las generaciones futuras para 
satisfacer sus propias necesidades. (Desarrollo 
y Cooperación Económica Internacional: Infor-
me de la Comisión Mundial sobre el Medio Am-
biente y Desarrollo, 1987).

El desarrollo sostenible, es un concepto que 
aparece por primera vez en 1987 con la publi-
cación del Informe Brundtland o también llama-
do “nuestro futuro común”, el cual alertaba de 
las consecuencias medioambientales negativas 
del desarrollo económico y la globalización, y 
trataba de buscar posibles soluciones a los pro-
blemas derivados de la industrialización y el 
crecimiento de la población. (¿Qué es la Soste-
nibilidad? 2016). Derivado de este concepto, en 
la actualidad el desarrollo sostenible trata de 
garantizar las necesidades de la sociedad ac-
tual sin comprometer el futuro de la posteridad 
mediante tres pilares importantes: protección 
ambiental, desarrollo social y crecimiento eco-
nómico.

La sostenibilidad en el crecimiento de los Es-
tados es el resultado de dejar a un lado la cre-
encia de que los recursos naturales son inago-
tables y que, por ello, no merecen ser cuida-
dos o que sólo la degradación ambiental ma-
siva traerá la riqueza a un país. (¿Qué es el de-
sarrollo sostenible?, 2017)

Los seres humanos como consumidores se ven 
en la necesidad de seguir el camino al desa-
rrollo sostenible y los Estados dejen de pensar 
en su economía y en el desarrollo de su pobla-
ción, sino que, basen su crecimiento en accio-
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nes y programas sustentables reales que evi-
ten la contaminación del medio ambiente, en 
especial del aire y del agua, producida por los 
residuos procedentes de la actividad humana 
o de procesos industriales o biológicos y con 
ello el incremento del cambio climático.

Hay quienes consideran que el desarrollo sos-
tenible se ha convertido en un discurso políti-
co, plasmado desde los instrumentos jurídicos 
internacionales y dirigido a los gobiernos con la 
intención de que impulsen acciones a través 
de la armonización de las normas internas, cre-
ar nuevas instituciones con obligaciones enca-
minadas a los ciudadanos, empresas y organi-
zaciones civiles.

Con relación al tema que nos ocupa, resulta ne-
cesario definir a la inversión. En una respuesta 
técnica, podemos decir que consiste en dedicar 
recursos con el objetivo de obtener un benefi-
cio o bien “cualquier instrumento en el que se 
pueden colocar fondos con la esperanza de que 
generaren rentas positivas y/o su valor se man-
tenga o aumente”. Lawrence y Joehnk (2009). 
También se dice que es la “colocación de fon-
dos en un proyecto de explotación financiera, 
con la intención de obtener un beneficio en el 
futuro”. (Andersen, 1999).

En la misma tesitura, el T-MEC considera a la 
inversión como “todo activo de propiedad de un 
inversionista o controlado por él mismo, directa 
o indirectamente, que tenga las características 
de una inversión, incluidas el compromiso de 
capital u otros recursos, la expectativa de obte-
ner ganancias o utilidades o la asunción de ries-
go”. Asimismo, reconoce que la inversión podrá 
incluir “una empresa, acciones, valores, bonos, 
obligaciones, futuros, contrato llave en mano, 
derechos de propiedad intelectual, licencias, au-
torizaciones, permisos y derechos similares otor-
gados de conformidad con el ordenamiento ju-
rídico de una parte...”. (Capítulo 14, artículo 
14.1).

En este sentido, el T-MEC hace referencia a las 
inversiones que ingresan a México provenien-
tes de sus socios comerciales, es decir, se en-

tiende a la inversión extranjera como “aquella in-
versión internacional realizada por una entidad 
residente de un país, constituida o no en socie-
dad, con un interés permanente en una com-
pañía de otro país. Este interés permanente su-
pone la existencia del vínculo a largo plazo en-
tre el inversor y la empresa, así como un gra-
do significativo de influencia del inversor en la 
gestión de esta”. (Vodusek, 2002).

Para el Fondo Monetario Internacional, la inver-
sión extranjera directa es “aquella cuyo obje-
to es adquirir una participación permanente y 
efectiva en la dirección de una empresa en una 
economía que no sea la del inversionista”. (Mar-
tínez, 2006).

Marco regulatorio de la inversión extranjera en 
México
Por lo que se refiere al ámbito nacional, entre 
los principales ordenamientos que regulan la in-
versión, se encuentra la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, la Ley de Inver-
sión Extranjera, el Reglamento de la Ley de In-
versión Extranjera y del Registro Nacional de In-
versiones Extranjeras, así como en el capítulo 
inversión que se encuentra plasmado en los 
acuerdos comerciales internacionales suscritos 
por el Estado mexicano, en el caso del T-MEC 
es el 14.

La Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (1917), en el artículo 25 otorga al 
ejecutivo federal la tarea de dirigir el desarro-
llo nacional, a través la competitividad, estable-
ciendo las “condiciones para generar un mayor 
crecimiento económico, promover la inversión y 
la generación de empleo”.

Para dar certeza jurídica, el mismo ordenamien-
to establece en el artículo 73 la facultad que 
tiene el Congreso de la Unión para expedir le-
yes sobre promoción de la inversión mexicana 
y regulación de la inversión extranjera, así co-
mo en materia de protección al ambiente y de 
preservación y restauración del equilibrio eco-
lógico. En cuanto a la Ley de Inversión Extraje-
ra (LIE), esta entró en vigor a partir del 28 de 
diciembre de 1993, su estructura se actualiza 
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en concordancia con los compromisos adquiri-
dos en el TLCAN, con relación a los principios 
del trato nacional, trato a la nación más favore-
cida y nivel de trato, con la principal responsabi-
lidad de aumentar las oportunidades de inver-
sión en los territorios de las partes, “lo que equi-
vale a dar al inversionista un trato favorable en 
lo referente al establecimiento, adquisición, ex-
pansión, administración, conducción, operación, 
venta u otra disposición de inversiones”. (Capí-
tulo XI Inversión, Artículos 1102, 1103, 1104).

Es decir, la LIE se encarga de establecer las re-
glas que permiten la canalización de la inver-
sión extranjera hacia el Estado mexicano y que 
ésta favorezca al desarrollo nacional. Para dar a 
los inversionistas extranjeros ese trato nacio-
nal, la LIE permite que participen en “cualquier 
proporción en el capital social de sociedades 
mexicanas, adquirir activos fijos, ingresar a nue-
vos campos de actividad económica o fabricar 
nuevas líneas de productos, abrir y operar esta-
blecimientos, y ampliar o relocalizar los ya exis-
tentes”, no así en la inversión indirecta, en la 
que la mayoría del capital debe pertenecer a 
las sociedades mexicana, para evitar que la so-
ciedad sea controlada por la inversión extranje-
ra. (Artículo 4.o).

En el caso en que la inversión extrajera preten-
da participar directa o indirectamente, en una 
proporción mayor al 49 % se su capital social, 
se requiere la aprobación de la Comisión Nacio-
nal de Inversiones Extranjeras. (Artículo 9.0).

Al respecto, la Comisión anualmente determina 
el valor total de los activos de las sociedades 
mexicanas. Por ejemplo, para el 2019 determi-
nó $19,558,790,064.21 pesos (diecinueve mil 
quinientos cincuenta y ocho millones setecien-
tos noventa mil sesenta y cuatro pesos con 
veintiún centavos), (Diario Oficial de la Federa-
ción, 10 /06/2019), atendiendo al aumento de 
tasa de crecimiento nominal del Producto Inter-
no Bruto de 2019 del 3.2 %; para el 2020 fue 
de $20,184,671,346.26 pesos (veinte mil cien-
to ochenta y cuatro millones seiscientos seten-
ta y un mil trescientos cuarenta y seis pesos 
con veintiséis centavos), (Diario Oficial de la Fe-

deración, 07/05/2020); y para el 2022, con re-
lación a la tasa de crecimiento nominal del Pro-
ducto Interno Bruto durante 2021 del 12.2 %, se 
determinó $22,647,201,250.50 (veintidós mil 
seiscientos cuarenta y siete millones doscien-
tos un mil doscientos cincuenta pesos con cin-
cuenta centavos M.N.), (Diario Oficial de la Fe-
deración, 06/06/2022).

Cinco años más tarde de la entrada en vigor de 
la LIE, el 8 de septiembre de 1998, se legisla 
su reglamento, el cual hace más claro el alcan-
ce de la apertura sectorial y los elementos de 
simplificación administrativa. Igualmente, hace 
precisos los conceptos de mayoría de capital ex-
tranjero y participación de inversión extranjera 
e indica los requerimientos que deben cumplir 
las personas físicas y las personas morales ex-
tranjeras para obtener concesiones para el 
aprovechamiento de aguas dentro del territorio 
nacional y la adquisición y dominio de bienes 
inmuebles que estén ubicados fuera de la zo-
na restringida. (Reglamento de la Ley de Inver-
sión Extranjera y del Registro Nacional de Inver-
siones Extranjeras).

Con la LIE y su reglamento se tiene como resul-
tado que, México tiene una de las economías 
más abiertas en Latinoamérica y es uno de los 
más grandes receptores de inversión extranje-
ra directa. (Labriega, 2013).

Régimen jurídico de protección del medio am-
biente en México
No es el objetivo de hacer un análisis exhausti-
vo en este apartado, sino de describir las nor-
mas relevantes que cualquier empresario que 
pretende figurar en las listas de la competitivi-
dad, debería tener presente en el ejercicio de su 
actividad económica, así como una breve rese-
ña del objeto y principales obligaciones que de-
rivan de cada instrumento jurídico aquí mencio-
nado.

Nos queda claro que el régimen jurídico sobre 
medio ambiente es extenso y dinámico, auna-
do a ello, el Estado mexicano cuenta con las 
autoridades responsables que desde su ámbi-
to de competencia se encargan de su cuidado 
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y protección, entre otras, la Secretaría de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales (SEMAR-
NAT), la Procuraduría Federal de Protección al 
Ambiente (PROFEPA), la Comisión Nacional de 
Áreas Naturales Protegidas (CONANP), la Comi-
sión Nacional del Agua (CONAGUA) y la Secre-
taría de Economía (SE).

De esta manera, encontramos que, en el artí-
culo 4° párrafo quinto de la constitución mexi-
cana, se reconoce que, “toda persona tiene de-
recho a un medio ambiente sano para su desa-
rrollo y bienestar”, asumiendo el Estado la obli-
gación de garantizar el respeto a este derecho 
y, a su vez, declara responsable a quien pro-
voque daño o cause deterioro al medio ambien-
te.

Asimismo, en el párrafo sexto del mismo artícu-
lo, se establece que “toda persona tiene dere-
cho al acceso, disposición y saneamiento de 
agua para consumo personal y doméstico en 
forma suficiente, salubre, aceptable y asequi-
ble”, y el Estado es garante de este derecho, 
estableciendo la participación de la Federación, 
las entidades federativas y los municipios, así 
como la ciudadanía para la consecución de di-
chos fines”.

De igual manera, el artículo 25 de este mismo 
ordenamiento faculta al Estado la procuración 
del “desarrollo nacional garantizando que éste 
sea integral y sustentable, que fortalezca la so-
beranía de la nación” y que, “bajo criterios de 
equidad social, productividad y sustentabilidad 
se apoye e impulse a las empresas de los sec-
tores social y privado de la economía, sujetán-
dolos a las modalidades que dicte el interés pú-
blico y al uso de los recursos productivos, cui-
dando su conservación y el medio ambiente”. 
(Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos,1917).

En este sentido, en 1988 se promulga la Ley 
General del Equilibrio Ecológico y la Protección 
al Ambiente (LGEEPA)s, reglamentaria de las 
disposiciones que se refieren a la preservación 
y restauración del equilibrio ecológico, así co-
mo a la protección al ambiente en el territorio 

nacional y las zonas sobre las que la nación 
ejerce su soberanía.

En ella se establecen los pilares rectores de la 
política ambiental del país, sus disposiciones 
son de orden público e interés social y busca:
“Garantizar el derecho humano que tiene to-
da persona a gozar de un medio ambiente sa-
no para su desarrollo, salud y bienestar; defi-
nir los principios de la política ambiental y los 
instrumentos para su aplicación; la preserva-
ción y protección de la biodiversidad, el esta-
blecimiento y administración de las áreas na-
turales protegidas; el aprovechamiento susten-
table y la restauración del suelo, el agua y los 
demás recursos naturales, de manera que la 
obtención de beneficios económicos y la activi-
dades de la sociedad con la preservación de los 
ecosistemas sean compatibles”. (Artículo 1.o)

De la presente ley surgen otras leyes que re-
gulan diversos temas sobre la misma materia 
para “garantizar la participación corresponsable 
de las personas, en forma individual o colecti-
va, en la preservación y restauración del equili-
brio ecológico y la protección al ambiente”.

En el caso de la regulación ambiental de los 
asentamientos humanos, la presente ley se 
apoya en la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Ur-
bano (2016), en la Ley Agraria (1992) y, por su-
puesto, en el párrafo tercero del artículo 27 
constitucional, el cual establece: “dictar las me-
didas necesarias para ordenar los asentamien-
tos humanos y establecer adecuadas provisio-
nes, usos, reservas y destinos de tierras, aguas 
y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas 
y de planear y regular la fundación, conserva-
ción, mejoramiento y crecimiento de los centros 
de población; para preservar y restaurar el equi-
librio ecológico”.

Igualmente, es obligación de las autoridades de 
la federación, las entidades federativas y los 
municipios, en la esfera de sus respectivas 
competencias, promover la utilización de meca-
nismos económicos, fiscales y financieros de 
política urbana y ambiental, para inducir con-
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ductas compatibles con la protección y restau-
ración del medio ambiente y con un desarrollo 
urbano sustentable. (Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 2017).

Se dice entonces, que los asentamientos hu-
manos no sólo ayudan al crecimiento económi-
co de una nación, sino que, también contribu-
yen a la urbanización, considerándose como un 
progreso social que involucra el acrecentamien-
to en la producción y distribución en el consu-
mo. No obstante, aunque ayudan a la colecti-
vidad a elevar el nivel de vida, cuando se rea-
liza de manera desmedida, surgen consecuen-
cias negativas.

Se considera que las ciudades son el principal 
centro de actividades económicas, sin embar-
go, también son las que han demostrado el ma-
yor impacto en el medio ambiente y dejado 
gran huella ecológica, y si bien se menciona 
constantemente la función del Estado de pro-
teger, preservar y restaurar el equilibrio ecoló-
gico, en la cotidianidad se hace poco al res-
pecto.

Con relación a los cuidados de los factores eco-
lógicos y ambientales se dispone de la Ley 
Federal de Responsabilidad Ambiental (2013), 
con la que se busca dar “protección, preservar 
y restaurar el ambiente y el equilibrio ecológi-
co, como garante de los derechos humanos, re-
lacionado con un medio ambiente sano para el 
desarrollo y bienestar de toda persona, y a la 
responsabilidad generada por el daño y el de-
terioro ambiental y su reparación” (Artículo 1.o) 
y la Ley General de Cambio Climático (2012), 
en la misma idea que las otras leyes y regla-
mentos expuestos, busca “garantizar el dere-
cho a un medio ambiente sano, permite la ela-
boración y aplicación de políticas públicas pa-
ra la adaptación al cambio climático y la miti-
gación de emisiones de gases y compuestos de 
efecto invernadero y promueve la transición ha-
cia una economía competitiva, sustentable y de 
bajas emisiones de carbono” (Artículo 2.o).

A partir de esta ley se crea el Instituto Nacional 
de Ecología y Cambio Climático (INECC), con el 

“objeto de coordinar y realizar estudios y pro-
yectos de investigación científica o tecnológica 
con instituciones académicas, de investigación 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras 
en materia de cambio climático, protección al 
ambiente y preservación y restauración del 
equilibrio ecológico” (Artículo 15).

Asimismo, le corresponde a la SEMARNAT, es-
tablecer las condiciones para la realización de 
obras y actividades que puedan causar dese-
quilibrio ecológico o rebasar los límites y condi-
ciones establecidos en las disposiciones apli-
cables para proteger el ambiente y preservar 
y restaurar los ecosistemas, a fin de evitar o 
reducir al mínimo sus efectos negativos sobre 
el medio ambiente.

“Promover un cambio en la conducta de las 
personas que realicen actividades industriales, 
comerciales y de servicios, de tal manera que 
sus intereses sean compatibles con los intere-
ses colectivos de protección ambiental y de de-
sarrollo sustentable”, Ley General del Equilib-
rio Ecológico y la Protección al Ambiente (ar-
tículo 21).

Son muchas las empresas que tienen la obli-
gación de solicitar ante la SEMARNAT la auto-
rización en materia de impacto ambiental, pero 
también es abundante la flexibilidad de las au-
toridades encargadas de vigilar el cumplimien-
to de las normas ambientales, por ejemplo: 
“las hidráulicas (presas de almacenamiento), 
las vías generales de comunicación (construc-
ción de carreteras, autopistas, puentes, etc.), 
construcción de oleoductos, gaseoductos, car-
boductos y poliductos, actividades del sector 
hidrocarburos (perforación de pozos para la ex-
ploración y extracción), petroquímicos, y las in-
dustrias, química (construcción de parques o 
plantas industriales), siderúrgica, papelera, azu-
carera, cementera y eléctrica,” entre otras, mis-
mas que deberán apegarse a lo que determi-
ne el Reglamento de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente en 
Materia de Evaluación del Impacto Ambiental 
(Artículo 5.o). En cuanto al aprovechamiento 
sustentable del agua y los ecosistemas acuáti-
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cos, corresponde a la CONAGUA, conforme a las 
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales, le 
corresponde “regular la explotación, uso o apro-
vechamiento, distribución y control, la preserva-
ción de su cantidad y calidad para alcanzar su 
desarrollo integral sustentable” (Artículo 1.o); 
de acuerdo con la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente, le corres-
ponde expedir las autorizaciones, concesiones, 
asignaciones, suspensiones o revocar los per-
misos, en aquellos casos de obras o actividades 
que dañen los recursos hidráulicos nacionales 
o que afecten el equilibrio ecológico (Artículo 
89, fracción 5); y referente al procedimiento 
que indica el Reglamento de la Ley de Aguas 
Nacionales (1994), le corresponde la autoriza-
ción de concesiones y asignaciones para la ex-
plotación, uso o aprovechamiento de aguas, así 
como los derechos y obligaciones de los con-
cesionarios o asignatarios (Artículo 7.o). Es fun-
ción de la SEMARNAT, en coordinación con la 
Secretaría de Salud, expedir las normas oficia-
les mexicanas para el establecimiento y mane-
jo de zonas de protección de ríos, manantiales, 
depósitos y en general, fuentes de abasteci-
miento de agua para el servicio de las pobla-
ciones e industrias, así como promover el esta-
blecimiento de reservas de agua para consumo 
humano, Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente (Artículo 90).

Las denominadas Normas Oficiales Mexicanas 
(N0M), son regulaciones obligatorias, elabora-
das por dependencias federales y tienen como 
finalidad el fomento de la calidad para el desa-
rrollo económico. Establecen reglas, denomina-
ción, especificaciones o características que de-
ben reunir los procesos o servicios, pero cuan-
do estos constituyan un riesgo para la seguri-
dad de las personas o dañar la salud humana, 
se promueven ante la Secretaría de Economía 
y deben ser revisadas cada 5 años posterio-
res a su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación y las emergentes tendrán una vi-
gencia no mayor a seis meses y prorrogarse en 
una sola ocasión, hasta por un periodo igual. 
(Ley de la Infraestructura de la Calidad, 2020).
En cuanto a la vigencia de cinco años la NOM, 
en el caso de la NOM-001-ECOL-1996, que es-

tablecía los límites máximos permisibles de 
contaminantes en las descargas de aguas re-
siduales en aguas y bienes nacionales, y que 
cambió de nomenclatura en abril de 2003 por 
NOM-001-SEMARNAT-1996, con la misma fun-
ción que el anterior, estableció un cumplimien-
to gradual y progresivo conforme a los rangos 
de población para las descargas municipales, 
teniendo como fecha límite de cumplimiento el 
1° de enero de 2010 (Diario Oficial de la Fede-
ración, 06/01/1997), acción que desde luego 
nos atrevemos a decir que no se ha cumplido.

Es de observarse que, la NOM-001-ECOL-1996, 
siete años después de haber entrado en vigor, 
solamente se le cambió de ECOL a SEMARNAT 
y siguió operando con los mismos lineamien-
tos. Fue hasta el año 2021 cuando la NOM-
001-SEMARNAT-2021, vino a sustituirla con el 
fin de “proteger y conservar las aguas y bienes 
nacionales, mediante el establecimiento de 
nuevos límites permisibles de contaminantes 
de las descargas de aguas residuales, la inclu-
sión de parámetros que caracterizan la conta-
minación de las aguas residuales y se incluye 
un procedimiento de evaluación de la confor-
midad para comprobar su cumplimiento” (Dia-
rio Oficial de la Federación, 11/03/2022)

Es decir, la NOM de 1996 operó durante 25 
años, la NOM-001-SEMARNAT-2021, acorde con 
el T-MEC, que en el capítulo 24 numeral 24.2 
“reconocen que un medio ambiente sano es 
un elemento integral del desarrollo sostenible 
y la contribución que el comercio hace al de-
sarrollo sostenible”, así como el derecho de “es-
tablecer sus propios niveles de protección am-
biental y la obligación de establecer, adoptar o 
modificar sus leyes y políticas ambientales”.

También, le corresponde a la SEMARNAT expe-
dir las licencias de funcionamiento (Licencia 
Ambiental Única) y las normas oficiales mexica-
nas que establezcan la calidad ambiental de 
las distintas áreas en coordinación con las de-
pendencias que corresponda, por ejemplo, con 
las Secretarías de Salud, Energía y Economía, 
en los términos del Reglamento de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
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Ambiente en Materia de Prevención y Control 
de la Contaminación de la Atmósfera (Artícu-
lo 6.o, fracción 9).

Respecto a los materiales y residuos peligro-
sos, deberán ser manejados en apego a la Ley 
General para la Prevención y Gestión Integral 
de los Residuos (2003). Para tal efecto, se en-
tiende por residuos peligrosos “aquellos que 
tengan características corrosivas, reactivas, ex-
plosivas, tóxicas, inflamables o biológico infec-
ciosas” (Artículo 5.o, fracción 32). Así mismo 
deberá tomarse en cuenta el Reglamento de la 
Ley para la Prevención y Gestión Integral de los 
Residuos (2006) y las NOM que expida la 
SEMARNAT, previa opinión de las Secretarías 
de Economía, de Salud, de Energía, de Comuni-
caciones y Transportes, de Marina y de Gober-
nación. (Ley General del Equilibrio Ecológico y 
la Protección al Ambiente, Artículo 150). Es im-
portante mencionar que cuando exista riesgo 
inminente de desequilibrio ecológico, o de da-
ño o deterioro grave a los recursos naturales, 
casos de contaminación con repercusiones pe-
ligrosas para los ecosistemas, sus componen-
tes o para la salud pública, la SEMARNAT po-
drá ordenar la clausura temporal, parcial o to-
tal de las fuentes contaminantes, el asegura-
miento precautorio de materiales y residuos 
peligrosos, o la neutralización o cualquier ac-
ción análoga que impida que materiales o resi-
duos peligrosos generen repercusiones peligro-
sas para los ecosistemas, sus componentes o 
para la salud pública, Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente (Artí-
culo 170).

Finalmente, los fundamentos de la LGEEPA es-
tán basados en entender la concepción inte-
gral del problema ecológico y la decisión polí-
tica del Estado y, sumando también los esfuer-
zos de la sociedad para su conservación, si 
bien es cierto que no se puede detener la mo-
dernización, esta si se puede adaptar y prever 
los impactos negativos y positivos que tendrá 
en el ambiente y en los recursos naturales.

Régimen jurídico internacional de protección del 
medio ambiente

El 25 de septiembre de 2015 más de 150 lí-
deres mundiales asistieron a la Cumbre de las 
Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sosteni-
ble en Nueva York, con el fin de aprobar la Agen-
da para el Desarrollo Sostenible, el documen-
to final titulado “Transformar Nuestro Mundo”: 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible”, 
fue adoptado por 193 Estados miembros de 
las Naciones Unidas. Dicho documento inclu-
ye los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), el cual “busca un planeta más inclusi-
vo, sostenible y próspero, centrado en la forma-
ción de alianzas, en donde, nosotros los seres 
humanos, seamos el centro del desarrollo sos-
tenible”. (Naciones Unidas, Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible). La Comisión Económica para 
América Latina (CEPAL), considera que los ODS 
“son una herramienta de planificación y segui-
miento para los países, tanto a nivel nacional 
como local, constituyen un apoyo para cada pa-
ís en su senda hacia un desarrollo sostenido, 
inclusivo y en armonía con el medio ambiente, 
a través de políticas públicas e instrumentos 
de presupuesto, monitoreo y evaluación” (Comi-
sión Económica para América Latina, 2018).

Podemos decir que el sustento jurídico de los 
17 ODS, como políticas internacionales, con re-
lación al tema que nos ocupa, salud y bienes-
tar; agua limpia y saneamiento; energía ase-
quible y no contaminante; industria, innovación 
e infraestructura; ciudades y comunidades sos-
tenibles; producción y consumo responsable; 
acción por el clima; vida submarina; y vida de 
ecosistemas terrestres, se encuentran en el de-
nominado Derecho Ambiental Internacional de 
1968, de Estocolmo, Suecia, cuando el Con-se-
jo Económico y Social (ECOSOC) de las Nacio-
nes Unidas, decidió incluir el tema de la “con-
vocación” en una conferencia internacional so-
bre los problemas del medio humano, en el pe-
ríodo de sesiones celebrado a mediados de 
1968, señalando que “los cambios provocados 
por el hombre en el medio natural se habían 
convertido en un problema urgente para los 
países desarrollados y los países en desarro-
llo, y que estos podían resolverse mediante la 
cooperación internacional”. Poco después, en 
1972, se llevó a cabo en el mismo lugar la Con-
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ferencia de las Naciones Unidas sobre el Me-
dio Humano. En ella se analizaron los seis te-
mas siguientes: a) planificación de los asenta-
mientos humanos; b) aspectos educativos, for-
mativos, sociales y culturales; c) ordenación de 
los recursos naturales; d) el desarrollo y me-
dio; e) definición de los agentes contaminantes 
de vasta importancia internacional; y f) conse-
cuencias institucionales en el plano internacio-
nal de las propuestas de acción.

Examinado y debatido lo anterior, con esta mis-
ma fecha la conferencia aprobó la Declaración 
sobre el Medio Humano, compuesta por un pre-
ámbulo, siete proclamaciones y 26 principios, 
en la cual converge su preocupación por el de-
terioro ambiental y las consecuencias que es-
te le atañe a la especie humana. (Informe 
Conferencia Naciones Unidas Medio Humano, 
1972).

Como se menciona en el párrafo que antece-
de, esta declaración “marcó el inicio de un diá-
logo entre los países industrializados y en de-
sarrollo, sobre el vínculo entre el crecimiento 
económico, la contaminación del aire, el agua y 
los océanos y el bienestar de las personas”.

En ella se indica que “el hombre tiene el de-
recho fundamental a la libertad, la igualdad y 
el disfrute de condiciones de vida adecuadas 
en un medio de calidad tal, que le permita lle-
var una vida digna y gozar de bienestar”, pero 
también “tiene la solemne obligación de prote-
ger y mejorar el medio para las generaciones 
presentes y futuras.”

Se dice que “el hombre es a la vez obra y artí-
fice del medio que lo rodea, el cual le da el 
sustento material y le brinda la oportunidad de 
desarrollarse intelectual, moral, social y espiri-
tualmente” y que debido a la rápida acelera-
ción de la ciencia y la tecnología y el poder de 
transformar lo que le rodea, puede causar da-
ños incalculables al ser humano y a su medio. 
(Informe de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Humano, 1972).

Por tal motivo, la conferencia recomienda a los 

gobiernos y a los pueblos unir “esfuerzos pa-
ra preservar y mejorar el medio humano”. Para 
llegar a esa meta será necesario “que ciuda-
danos y comunidades, empresas e institucio-
nes, en todos los planos, acepten las respon-
sabilidades que les incumbe y que todos ellos 
participen equitativamente en la labor común”.

Ahora bien, de conformidad con la Carta de las 
Naciones Unidas (1945) y con los principios del 
derecho internacional, “los Estados tienen el 
derecho soberano de explotar sus propios re-
cursos en aplicación de su política ambiental 
y la obligación de asegurar que las activida-
des que se lleven a cabo dentro de su juris-
dicción o bajo su control no perjudiquen al me-
dio de otros Estados o de zonas situadas fuera 
de toda jurisdicción nacional”.

Al respecto, “los Estados deben cooperar para 
desarrollar el derecho internacional en lo que 
se refiere a la responsabilidad y a la indemni-
zación a las víctimas de la contaminación y 
otros daños ambientales que las actividades 
realizadas dentro de su jurisdicción o control 
causen a zonas situadas fuera de su jurisdic-
ción”.

De esta conferencia se derivó el Plan de Acción 
para el Medio Humano, el cual se divide en tres 
partes: a) el programa global de evaluación del 
medio humano de vigilancia mundial; b) las ac-
tividades de ordenación del medio humano; y 
c) las medidas internacionales auxiliares de la 
acción nacional e internacional de evaluación y 
ordenación. Estas acciones se desglosaron en 
109 recomendaciones dirigidas a los gobier-
nos, a la Secretaría General de la ONU, a la Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Agri-
cultura y la Alimentación y a las organizacio-
nes internacionales competentes. (Informe de 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Medio Humano, 1972).

Derivado de la Conferencia de Estocolmo de 
1972, se crea el Programa de las Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), que 
actualmente es la autoridad ambiental líder en 
el mundo, misma que a su vez crea la agenda 
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ambiental a nivel global y promueve la imple-
mentación de la dimensión ambiental del de-
sarrollo sostenible.

Su actividad se clasifica en áreas temáticas 
como: “cambio climático, desastres y conflictos; 
manejo de ecosistemas, gobernanza ambien-
tal, productos químicos y desechos; y eficiencia 
de recursos y medio ambiente bajo revisión”. 
(Sobre el Programa de la ONU para el Medio 
Ambiente).

Cabe destacar que la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, convencida de que el hom-
bre, por sus actos (explotación excesiva), las 
consecuencias de éstos (destrucción de hábi-
tats naturales) y su habilidad para transformar 
a la naturaleza y agotar los recursos, recono-
ce la urgencia de mantener el equilibrio, la ca-
lidad de la naturaleza y conservar los recur-
sos naturales en beneficio de las generacio-
nes presentes y futuras.

Reconoce también que, “el deterioro de los sis-
temas naturales nace del consumo excesivo y 
del abuso de los recursos naturales y la falta 
de un orden económico adecuado entre los 
Estados, socava las estructuras económicas, 
sociales y políticas de la civilización”.

De acuerdo con lo anterior y convencida de la 
necesidad de adoptar medidas adecuadas a 
nivel nacional e internacional, individual y co-
lectivo, público y privado, para proteger la na-
turaleza y promover la cooperación internacio-
nal, aprueba en 1982 la Carta Mundial de la 
Naturaleza, en la que se proclaman 24 princi-
pios de conservación con arreglo a los cua-
les debe guiarse y juzgarse todo acto del hom-
bre que afecte la naturaleza, los cuales se apli-
carán a la superficie terrestre, mar, ecosiste-
mas, organismos y atmósfera.

De ahí que los Estados y demás autoridades, 
organizaciones internacionales, particulares, 
asociaciones y empresas cooperarán en la ta-
rea de conservar la naturaleza con actividades 
conjuntas. Para ello, “establecerán normas re-
lativas a los productos y procedimientos de fa-

bricación que puedan tener efectos perjudicia-
les sobre la naturaleza y métodos para evaluar 
dichos efectos” que procuren la conservación 
de la naturaleza o a la protección del medio am-
biente. (Carta Mundial de la Naturaleza, 1982).
Diez años después, en 1992, se aprueba por 
la Conferencia de Naciones Unidas sobre Me-
dio Ambiente y Desarrollo, celebrada en Río de 
Janeiro, Brasil, la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo, basada en la 
Declaración de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre Medio Humano de 1972, “con el 
objetivo de establecer una alianza mundial 
nueva y equitativa a través de la cooperación 
entre los Estados, los sectores claves de la so-
ciedad y las personas”. Manifiesta que, “los se-
res humanos tienen derecho a disponer de 
una vida saludable y productiva en armonía 
con la naturaleza”.

Establece que a los Estados les corresponde 
reducir y eliminar los sistemas de producción 
y consumo insostenible; fomentar políticas 
apropiadas para alcanzar el desarrollo sosteni-
ble y una mejor calidad de vida para la pobla-
ción; promulgar leyes adecuadas y eficaces so-
bre el medio ambiente que reflejen el contexto 
ambiental y de desarrollo, procurando fomen-
tar la internacionalización de los costos am-
bientales y el uso de instrumentos económi-
cos.

Para tal efecto, se debe adoptar “el criterio de 
que el que contamina debería cargar con los 
costos de la contaminación, teniendo en cuen-
ta el interés público y sin distorsionar el comer-
cio ni las inversiones internacionales”, así como 
“proporcionar acceso efectivo a los procedi-
mientos judiciales y administrativos, entre es-
tos, el resarcimiento de daños y los recursos 
pertinentes”.

Indica además que, los Estados “deberían coo-
perar para promover un sistema económico in-
ternacional favorable y abierto que lleve a un 
crecimiento económico y desarrollo sostenible”, 
y que las medidas políticas no deben consti-
tuir un medio de discriminación ni una restric-
ción al comercio internacional, sino una estra-
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tegia para solucionar problemas ambientales 
que se producen fuera de la jurisdicción del 
país importador.

Dichas medidas deben “basarse en un consen-
so internacional”, a través de una evaluación 
del impacto ambiental en calidad de instrumen-
to nacional y notificar “a otros Estados de los 
desastres naturales nocivos al medio ambien-
te”, con la finalidad de “resolver sus controver-
sias por medios pacíficos y con arreglo a la Car-
ta de las Naciones Unidas”. (Declaración de Río 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, 1992).

Capítulos 14 Inversión y 24 Medio Ambiente del 
T-MEC
Antes de la negociación, firma y entrada en vi-
gor del TLCAN, y con relación al concepto de 
competitividad, el gobierno mexicano creó un 
entorno abierto y seguro para los inversionis-
tas extranjeros, a través de la armonización de 
las leyes y con el fin de dar certeza jurídica, se 
establecieron instituciones que daban seguri-
dad en sus operaciones. De la igual manera, se 
crearon zonas económicas especiales para 
atraer inversiones, donde las empresas que se 
instalaban en esas zonas recibían diferentes 
incentivos, instalaciones comerciales, benefi-
cios arancelarios, privilegios para el desarrollo 
de infraestructura y se les facilitaban todos los 
procesos regulatorios, sin embargo, se descui-
dó la garantía de derechos de propiedad, el 
bienestar de la población, la salud animal y ve-
getal, el medio ambiente y los recursos natu-
rales.

Ahora bien, con relación a los acuerdos esta-
blecidos en el capítulo 14 del T-MEC, entre los 
Estados parte, se demanda “conceder a los in-
versionistas de otra parte un trato no menos 
favorable que el que otorgue en circunstancias 
similares a sus propios inversionistas en lo re-
ferente al establecimiento, adquisición, expan-
sión, administración, conducción, operación y 
venta u otra forma de disposición de inversio-
nes en su territorio”, (Artículo 14.4, párrafo 1). 
En el caso del Estado mexicano, este principio 
lo encontramos en la Ley de Inversión Extran-
jera.

Asimismo, “aseveran que es importante invitar 
a las empresas que de forma voluntaria incor-
poren en sus políticas internas los estándares, 
directrices y principios de responsabilidad so-
cial, tales como el medio ambiente y los dere-
chos humanos”. (Artículo 14.17).

En este sentido, México cuenta con la Red Me-
xicana del Pacto Mundial, consistente en una 
plataforma de servicios al empresariado mexi-
cano, la cual ofrece herramientas, capacitación 
y acceso a la red internacional más grande de 
conocimiento y buenas prácticas de responsa-
bilidad social corporativa. En la actualidad, el 
“Pacto Mundial México está integrado por más 
de 800 participantes y su modelo de gobier-
no está conformado por tres cuerpos: Partici-
pantes de la Red, Consejo Directivo y Oficina 
del Secretariado del Pacto Mundial México. Su 
rol es apoyar a las empresas a comprometer-
se con el Pacto Global de las Naciones Unidas, 
integrar los Diez Principios y la Agenda 2030 
en su operación y crear oportunidades de ac-
ción colectiva multisectorial”. (Las empresas 
mexicanas por la Agenda 2030 en la Década 
de Acción, 2021).

El cumplimiento de las normas ambientales 
hace que las empresas se posicionen mejor en 
el mercado y les brinda mayor competitividad, 
es decir, “el medio ambiente ha pasado de ser 
un factor ajeno a las empresas a convertirse en 
un factor de competitividad, cuando se diseñan 
estrategias de prevención y reducción de resi-
duos y emisiones”. (Cerda U, 2003).

En este sentido, para el buen funcionamiento 
del T-MEC, se considera muy importante prote-
ger las inversiones de los Estados que lo con-
forman, con la finalidad de fortalecer sus inte-
reses mutuos, de tal manera que los inversio-
nistas extranjeros encuentren un nicho de opor-
tunidad, y a la vez se disponga de alternativas 
que permitan la solución de conflictos y así evi-
tar litigar en las instancias nacionales. (Cruz y 
Reyes, 2018).

En el capítulo 24 del T-MEC (medio ambiente), 
se reconoce que “un medio ambiente sano es 
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un elemento integral del desarrollo sostenible” 
y reconocen la contribución que el comercio 
ejerce en estes sentido.

De acuerdo con lo anterior, se plantea como 
objetivo “promover políticas y prácticas comer-
ciales y ambientales, promover altos niveles de 
protección ambiental una aplicación efectiva 
de las leyes ambientales, así como mejorar las 
capacidades de las partes en los asuntos am-
bientales relacionados con el comercio, inclu-
so a través de la cooperación en fomento al 
desarrollo sostenible”.

Desde esta perspectiva, los países firmantes 
“reconocen que mayor cooperación para prote-
ger y conservar el medio ambiente y el uso y 
el manejo sostenibles de sus recursos natura-
les trae beneficios que pueden contribuir al de-
sarrollo sostenible, fortalecer su gobernanza 
ambiental, apoyar la implementación de los 
acuerdos internacionales ambientales de los 
que son parte”. (Capítulo 24, numeral 3).

Es decir, se busca reforzar la contribución de 
las disciplinas comerciales en la promoción del 
desarrollo sostenible; mantener manifestacio-
nes de impacto ambiental en los tres países; 
promover la calidad del aire tanto nacional 
como transfronterizo; reducir la basura marina, 
incluidos los desechos plásticos; así como me-
canismos voluntarios que favorezcan un buen 
desempeño ambiental del sector industrial.

También contiene un reconocimiento a la im-
portancia de la conservación y el uso sosteni-
ble de la biodiversidad. En el caso específico 
del manejo de recursos marinos, se incorpo-
ran disciplinas para la eliminación de subsidios 
a la pesca que afectan negativamente pobla-
ciones de peces en situación de sobreexplota-
ción y subvenciones que contribuyen a la pes-
ca ilegal, no declarada y no reglamentada.

En este capítulo 24 del T-MEC, las partes se 
comprometen a llevar a cabo actividades de 
cooperación ambiental de conformidad con el 
ACA, cuyo objeto es “mejorar sus beneficios, for-
talecer las capacidades conjuntas e individua-

les para promover el desarrollo sostenible y al 
mismo tiempo fortalecer sus relaciones comer-
ciales y de inversión”. T-MEC (29/07/2019).

En consecuencia, derivado de la ACAAN, en 
1994 se creó la Comisión para la Cooperación 
Ambiental (CCA), organización interguberna-
mental destinada a apoyar la cooperación en-
tre los tres socios comerciales del TLCAN y 
atender los asuntos ambientales de preocupa-
ción común, con especial énfasis en los retos 
y oportunidades ambientales derivados del li-
bre comercio de la región.

A partir de 2020, la CCA se rige conforme al 
Acuerdo de Cooperación Ambiental (ACA), que 
remplaza al ACAAN, la cual entró en vigor al 
mismo tiempo que el T-MEC. Dentro de los ob-
jetivos del ACA, destacan: “utilizar la coopera-
ción ambiental como un medio para promover 
políticas comerciales y ambientales, incluyendo 
el apoyo a la implementación de las metas y 
objetivos ambientales establecidos en el capí-
tulo 24 del T-MEC (medio ambiente); y promo-
ver la cooperación y participación pública en el 
desarrollo de leyes, regulaciones, procedimien-
tos, políticas y prácticas ambientales”. (Acuer-
do de Cooperación Ambiental, 1993).

Al respecto, teniendo como marco el T-MEC y 
un nuevo ACA, se crea el Plan Estratégico 
2021-2025, con la intención de impulsar una 
cooperación trilateral en torno a cuestiones 
ambientales de interés común, cuyos pilares 
estratégicos son los siguientes: aire, agua y 
suelo limpios; prevención y reducción de la con-
taminación en el entorno marino; ecosistemas 
y especies compartidos; economías y comuni-
dades resilientes; y aplicación efectiva de la le-
gislación ambiental. (CCA Plan Estratégico, 
2021-2025).

De la colaboración con Estados Unidos de 
América y Canadá, en el marco del ACCAN, Mé-
xico ha fortalecido su legislación ambiental; ha 
eliminado el Dicloro Difenil Tricloroetano (DDT); 
y ha creado el Registro de Emisiones y Trans-
ferencias de Contaminantes (RETC), (NOM-165-
SEMARNAT-2013); y ha elaborado el Plan Na-
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cional para la Reducción de Emisiones de Con-
taminantes Climáticos de Vida Corta, por citar 
algunos avances. (CCA Plan Estratégico, 
2021-2025).

Conclusión
La globalización y la sostenibilidad no deberían 
ser contradictorias, es decir, el fomento al acre-
centamiento de la producción, el comercio y el 
consumo deben funcionar de forma voluntaria 
con base en la exigencia de conservación del 
medio ambiente.

Los Estados asociados en el T-MEC (y también 
en todo el mundo), deben cumplir con la sa-
tisfacción de todas las necesidades humanas 
con apego en la conservación ambiental, no so-
lo por tratarse un derecho humano, sino por-
que la protección del medio ambiente debe ser 
elemento fundamental en el proceso del desa-
rrollo económico, político y social en las nego-
ciaciones con otros Estados.

La legislación nacional e internacional analiza-
da y descrita en la presente investigación, man-
datan a los Estados la aplicación eficaz del de-
recho ambiental y el derecho de las inversio-
nes extranjeras, pero sin deteriorar el medio 
ambiente, es decir, debe haber una sinergia 
entre desarrollo económico y el cuidado de los 
recursos naturales en beneficio de la humani-
dad, ya que sin estos últimos no hay desarro-
llo sostenible.

Como consecuencia de toda esta problemáti-
ca, los ODS se convierten en un desafío para 
los gobiernos, en cuanto a normar el uso de 
los recursos naturales y el cuidado y conserva-
ción del espacio donde se desarrollan las ac-
tividades humanas. Para las empresas, el gran 
reto es generar conciencia y de manera volun-
taria establecer estrategias de prevención y 
control del medio ambiente. Y para la sociedad, 
su tarea consiste en contribuir no solo en de-
mandar el cumplimiento de lo anterior, sino 
también en colaborar en el cuidado del medio 
ambiente, ya que es el espacio común para su 
subsistencia. En pocas palabras, nos corres-
ponde a todos darnos un medio ambiente sa-

no para un mejor desarrollo y bienestar.
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Resumen
Para iniciar un análisis breve con un enfoque regional de la problemática de las personas desaparecidas, es 
importante destacar que, el 17 de noviembre de 2017, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley 
General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas, que en su artículo cuarto transitorio, estableció que en un plazo de noventa 
días posteriores a la entrada en vigor de dicho Decreto, deberían entrar en funciones las Comisiones Locales de 
Búsqueda. Sin embargo, aunque dicho marco jurídico permitió regular el funcionamiento administrativo de las 
Comisiones Estatales de Búsqueda de Personas de ambos estados, era necesario contar con una normatividad a 
nivel estatal que permitiera brindar certeza jurídica a los mecanismos y acciones gubernamentales encargadas de 
atender la problemática de personas desaparecidas y no localizadas en el Estado de San Luis Potosí, así como en 
el Estado de Tamaulipas, por lo tanto, se presenta de una forma concreta, un enfoque regional sobre la importancia 
y trascendencia de la implementación del programa nacional de personas Desaparecidas en Ambos Estados.

Palabras clave: personas, desaparición, administración de justicia.

Abstract
To begin a brief analysis with a regional approach to the problem of disappeared persons, it is important to highlight 
that, on November 17, 2017, the General Law on Forced Disappearance of Persons, Disappearance Committed by 
Individuals and the National System for the Search for Persons, which in its fourth transitory article, established that 
within a period of ninety days after the entry into force of said Decree, the Local Search Commissions should come 
into operation. However, although said legal framework made it possible to regulate the administrative functioning of 
the State Commissions for the Search of Persons of both states, it was necessary to have regulations at the state level 
that would provide legal certainty to the mechanisms and government actions in charge of addressing the problem 
of missing persons and not located in the State of San Luis Potosí, as well as in the State of Tamaulipas, therefore, a 
regional approach on the importance and transcendence of the implementation of the national program for Missing 
Persons in Both States is briefly presented.

Keywords: people, disappearance, administration of justice.

1Universidad Autonoma de San Luis Potosí (UASLP), Instituto de Investigaciones Jurídicas, C.P. 78290, San Luis, San Luis Potosí, México.

*Correspondencia: luis.osornio@uaslp.mx
Fecha de recepción: 16 de agosto de 2022/Fecha de aceptación: 02 de diciembre de 2022/Fecha de publicación: 15 de di-
ciembre de 2022

Imagen: Ron Lach de Pexels / Ann H de Pexels / sketchify

Brief analysis of the national missing persons project. A regional Brief analysis of the national missing persons project. A regional 
approach (San Luis Potosi and Tamaulipas)approach (San Luis Potosi and Tamaulipas)



DYCS VICTORIA. 5(1): 33-42 (ene - jun 2023). ISSN 2683-182134 https://doi.org/10.29059/rdycsv.v5i1.161

Introducción 
Para introducirse en el contexto sobre cuál es 
la realidad de la desaparición forzada de perso-
nas en un México no tan alejado de la actuali-
dad, es importante comenzar informando que 
existen problemas sociales o los conflictos po-
líticos y socioeconómicos derivados de los gru-
pos guerrilleros con fines revolucionarios, los 
cuales con un alto grado de violencia se en-
frentaron al Estado Mexicano en los años de 
1960 y 1970. Tal vez este es el instante funda-
mental en el que el Estado gobernante inicia 
cometiendo el acto de la desaparición forzada, 
además se elevó a la ejecución de torturas y 
asesinatos con índices desmedidos de violen-
cia, aún dentro de estructuras penitenciarias. 

De tal forma que las detenciones ilegales inte-
gran un cúmulo de represión para los grupos 
que son contrarios a las formas ideológicas o 
de poder, sumando el hecho de que un número 
elevado de estas víctimas nunca fueron dadas 
a conocer de forma pública, además de que pa-
ra algunas de ellas no existiría una ficha de 
búsqueda o denuncia por su desaparición. 

Es durante esta misma época en la que los fa-
miliares o amigos generaron un reclamo direc-
to al Estado ante la negativa de éste, de pro-
nunciarse en una respuesta positiva sobre el 
paradero de sus seres queridos, aun cuando 
se contaba con la existencia de testimonios en 
los cuales las personas desaparecidas fueron 
vistas por última vez en alguna prisión militar. 

Un movimiento que destaca en este sentido es 
el llamado “Movimiento por la paz con Justicia 
y Dignidad”, que, con el fin de manifestar con-
tra la falta de enfoques diversos y plurales en 
un diálogo en el que se reflexionará el rastro 
que dejó la denominada “guerra contra el nar-
cotráfico”, trazó el recorrido de la Caravana por 
la Paz en lugares significativos. Inició su ruta 
un 9 de septiembre del 2011, comenzando por 
la Ciudad de México, pasando por Cuernava-
ca, Guerrero y además por el estado Chiapas, 
que fue un lugar clave en esta ruta por lo su-
cedido en el año de 1997 en la ceremonia de 
la Independencia, en donde fueron asesinados 

45 indígenas, entre ellos niños y mujeres que 
se encontraban realizando plegarias por la paz. 

Los que se sumaban a la caravana correspon-
dían a colectivos civiles, a familiares de vícti-
mas a sus derechos humanos y a diversos mo-
vimientos con una causa social en México. Des-
taca un hombre llamado Javier Sicilia, quien 
siendo activista lideraba las estrategias por la 
paz que se derivaban del movimiento. 

Este activista llegó a encabezar una lucha im-
portante en la que documentó, junto a un gru-
po de periodistas, los actos de violencia a los 
que fueron sometidas las personas durante el 
sexenio de Felipe Calderón y que constituían el 
margen de la guerra contra el narcotráfico. 

Siendo relevante agregar que el objeto de la 
Caravana no se limitó a proveer un recordato-
rio de la barbarie sucedida en ese periodo, si-
no que se extendía a llevar a cabo la recopila-
ción del testimonio de sobrevivientes a agre-
siones contra sus derechos. 

Uno de los hallazgos de mayor realce de la es-
tadística que se pudo absorber en los encuen-
tros en mención, es que, las víctimas identifi-
can al ejército como responsable de las agre-
siones en sus territorios, de cometer desapa-
rición forzada y homicidios, mientras que un 
porcentaje diverso señala a la policía. 

Lo que pone de manifiesto a una sociedad bru-
talmente lastimada por la autoridad, y replan-
teándose lo que hasta ese momento se con-
sideraba de las víctimas a las que se les nie-
gan los derechos humanos. Es decir, hubo una 
nueva consciencia del concepto de víctimas di-
rectas e indirectas, en un contexto donde se 
contabilizaron familias enteras con una pérdi-
da en su núcleo, y una sociedad en la que sus 
actores fueron silenciados, desaparecidos. Fue 
un hito histórico marcado por la ejecución de 
crímenes mayores, a causa de un intento polí-
tico por desestructurar al narcotráfico.

Al remitirse a la Ley General de Víctimas se en-
contrará que, las “víctimas directas son aque-
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llas personas físicas que hayan sufrido algún 
daño o menoscabo económico, físico, mental, 
emocional, o en general cualquiera puesta en 
peligro o lesión a sus bienes jurídicos o dere-
chos humanos”. (Unión, 2022)

Las víctimas indirectas, por otro lado, son los 
“familiares o aquellas personas físicas a car-
go de la víctima directa que tengan una rela-
ción inmediata con ella.” (Unión, 2022)
 
Para los años continuos de 1990 se detecta-
ron claros encubrimientos en las investigacio-
nes por parte de diferentes instituciones per-
tenecientes al Estado, además de una vincu-
lación directa del entonces presidente de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos con 
los servidores públicos de las instituciones 
que ocultaban los hechos de tortura y desa-
parición política. 

Entre estas instituciones gubernamentales in-
volucradas en la violación de derechos huma-
nos se encontraban elementos del Ejército Me-
xicano, Policía Judicial, Dirección de Investiga-
ciones, Dirección Federal de Seguridad, entre 
otras y como dato estadístico es importante 
mencionar que, desde el periodo 1946-2022, 
145 mil 519 personas reportadas como desa-
parecidas fueron localizadas; 9 mil 914 de ella 
sin vida, 135 mil 605 con vida. En Tamauli-
pas 11,970 y en San Luis Potosí en lo que 
va de la presente gestión de Gobierno se han 
documentado 999. 

Cabe mencionar que, esta estadística se extra-
jo de manera íntegra desde el Repositorio Ins-
titucional que se hace de las procuradurías es-
tatales como fuente y fue recabada por traba-
jo de campo personal en entrevista directa con 
cada responsable de archivo de las Institucio-
nes encargadas de recopilar y filtrar la infor-
mación dentro de la dependencia gubernamen-
tal.  

Es a partir de los hechos antes mencionados, 
durante la llamada “guerra sucia” donde se ve 
el surgimiento de organizaciones civiles las 
cuales, ante la ineficaz, viciada y en ocasiones 

inexistente investigación por parte del Estado 
para dar con el paradero de sus familiares, 
deciden ser ellos quienes lleven a cabo las la-
bores de investigación y búsqueda de las per-
sonas víctima.

Es por ello que se hace referencia como pun-
to fundamental este pasaje histórico en cuan-
to a la búsqueda de personas desaparecidas 
de trata, ya que, para las décadas siguientes a 
pesar del surgimiento de nuevos conflictos so-
ciales (como lo es la vinculación de grupos cri-
minales con la desaparición de personas, luga-
res de muerte, eliminación de restos, entre 
otros), y cambios partidistas en las diferentes 
administraciones gubernamentales tanto Fede-
rales, Estatales o Municipales, los mayores pre-
cursores en la elaboración de políticas para la 
búsqueda de personas son los colectivos con-
formados por familiares de las víctimas, es por 
ello que el seguir impulsando iniciativas se-
gún sus necesidades es primordial para po-
der combatir esta problemática y es de vital im-
portancia mencionar el devenir histórico de los 
que presidieron los cargos representativos que 
han pugnado por el desarrollo de la búsqueda 
de personas desaparecidas en todo el territo-
rio mexicano, a continuación (Tabla 1), se pre-
sentan los nombres de las personas y los pe-
riodos en que han presidido la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos:

La necesidad del proyecto nacional de perso-
nas desaparecidas
La respuesta que se puede interpretar a dicha 
declaración y de manera emergente radica en 
que es factible elaborar un proyecto de impac-
to regional y medir, a través de mapas geoso-
ciales el problema que se deriva en el presen-
te análisis. 

Es una manera en la que se podría identificar 
de forma específica la gravedad en el ámbito 
social de la desaparición, sin dejar de hacer 
mención que la mejor estrategia de diseño es, 
desde un punto de vista teórico, partir de una 
referencia regional que cubra zonas de calen-
tamiento y que sea determinante en el mues-
treo a investigar. 
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En el proyecto se pretende proponer las carac-
terísticas básicas dentro de una base de da-
tos a nivel nacional en materia de búsqueda 
de personas desaparecidas, la cual pertenezca 
a los colectivos civiles nacionales relacionados 
con la búsqueda de personas y así estos ten-
gan un acceso directo y controlado a la edi-
ción y administración de dicha información, y 
esto sea una herramienta más para la locali-
zación e identificación de personas. 
Queda hacer mención que, como antecedente, 
para junio del año 2021, el Registro Nacional 
de Personas Desaparecidas y No Localizadas 
tenía enlistadas a más de 70 mil personas en 
calidad de desaparecidas. Analizando la infor-
mación anterior que, desde el año 2006 han 
sido localizadas más de 4 mil fosas clandesti-
nas, en las cuales se han exhumado más de 6 
mil restos de cuerpos humanos, estos con un 

alto índice de no poder ser identificados de ma-
nera exitosa, debido a diferentes factores co-
mo su grado de descomposición, falta de un 
perfil genético de un familiar directo, así como 
la diferencia territorial entre el lugar donde de-
sapareció y en donde fueron localizados los 
restos cadavéricos. 

Con la finalidad de establecer la referencia a la 
regularización exacta en la materia y su natu-
raleza de la Comisión de Personas desapareci-
das fue oportuno establecer un piso que todas 
las entidades federativas deberán de acatar, 
con lo que sienta las bases normativas y su 
naturaleza para contar con acciones coordina-
das entre todos los órdenes de gobierno ten-
dientes a prevenir y combatir este fenómeno 
delictivo, pero, además se tendrá acceso a pe-
nas homogéneas que procuren el castigo a los 

NOMBRE PERIODOS

Dr. Jorge Carpizo Del 6 de junio de 1990 al 4 de enero de 1993

Lic. Jorge Madrazo Del 14 de enero de 1993 al 26 de noviembre de 1996 (con 
un periodo de licencia de junio a diciembre de 1994)

Dra. Mireille Roccatti Del 8 de enero de 1997 al 13 de noviembre de 1999

Dr. José Luis Soberanes Fernández 16 de noviembre de 1999 al 15 de noviembre de 2009

Dr. Raúl Plascencia Villanueva 16 de noviembre de 2009 al 15 de noviembre de 2014

Mtro. Luis Raúl González Pérez 16 de noviembre de 2014 al 15 de noviembre de 2019

Mtra. María del Rosario Piedra 
Ibarra

16 de noviembre de 2019

Tabla 1. Nombres de las personas y los periodos en que han presidido la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos.

Table 1. Names of the people and the periods in which they have chaired the National Human 
Rights Commission.

Fuente: Elaboración propia.
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agentes activos de este ilícito. Esta fórmula no 
es nueva, pues se ha utilizado en diversos ca-
sos, expidiéndose leyes generales que permi-
tieron crear un frente único nacional de lucha 
contra flagelos como el secuestro o la trata de 
personas. 
La desaparición forzada de personas es un pro-
blema que atañe a todo el país y sus órdenes 
de gobierno y, por ello, es necesario enfren-
tarlo con políticas públicas y acciones coordi-
nadas, bajo un marco normativo guía en la en-
tidad, de lo contrario la impunidad seguirá sien-
do una constante en este tema, por tal moti-
vo y de lo anterior, el 2 de enero 2022 fue 
publicada en el Periódico Oficial del Estado 
“Plan de San Luis”, la Ley en Materia de Desa-
parición Forzada de Personas, Desaparición Co-
metida por Particulares, y del Sistema Estatal 
de Búsqueda de Personas del Estado de San 
Luis Potosí, con los objetos de:

I. Establecer la forma de coordinación en-
tre las autoridades estatales y municipa-
les para implementar las acciones de bús-
queda de personas desaparecidas y no 
localizadas, y para esclarecer los hechos; 
así como para prevenir, sancionar y erra-
dicar los delitos en materia de desapari-
ción forzada de personas y desaparición 
cometida por particulares, así como los 
delitos vinculados que establece la Ley 
General;
II. Establecer el Sistema Estatal de Bús-
queda de Personas;
III. Regular a la Comisión Estatal de Bús-
queda de Personas;
IV. Garantizar la protección integral de los 
derechos de las personas desaparecidas 
y no localizadas hasta que se conozca su 
suerte o paradero, así como de sus fami-
liares;
V. Crear el Registro Estatal de Personas 
Desaparecidas y No Localizadas que for-
ma parte del Registro Nacional, y
VI. Garantizar la participación de los fami-
liares en el diseño, implementación, mo-
nitoreo y evaluación de las acciones de 
búsqueda e identificación de personas de-
saparecidas y no localizadas; así como 

garantizar la coadyuvancia en las etapas 
de la investigación, de manera que pue-
dan verter sus opiniones, recibir informa-
ción, aportar indicios o evidencias, de 
acuerdo con los lineamientos y protoco-
los emitidos por el Sistema Nacional.

Bajo ese tenor, se reafirmó la naturaleza de la 
Comisión Estatal de Búsqueda de Personas co-
mo un órgano administrativo desconcentrado 
de la Secretaría General de Gobierno, encarga-
do de determinar, ejecutar y dar seguimiento 
a las acciones de búsqueda de personas 
desaparecidas y no localizadas en el territorio 
del Estado, con el objeto de impulsar los es-
fuerzos de vinculación, operación, gestión, eva-
luación y seguimiento de las acciones de bús-
queda, localización e identificación de dichas 
personas

Con la anterior información se permite justificar 
la existencia de una base de datos a nivel na-
cional perteneciente a los colectivos civiles re-
lacionados a la búsqueda de personas desa-
parecidas, permite el análisis de información 
con las autoridades gubernamentales como lo 
son las Fiscalías y Procuradurías tanto a nive-
les estatales como federales, así mismo con 
las comisiones estatales debido a su reciente 
creación cuentan con información limitada, sin 
embargo, útil en el ramo de búsqueda y de una 
forma directa con familiares que son víctimas 
de desaparición. 
Al ser de carácter civil, se buscará que la infor-
mación a la que se hace referencia sea clara, 
completa y de fácil acceso para las personas 
víctimas que lo requieran. De esta manera se 
producirán las bases para que se pueda ge-
nerar una herramienta diversa que se sume a 
la ayuda en el proceso de localización de per-
sonas desaparecidas, brindando con ello un 
bienestar social y jurídico que también ayude 
a la procuración de justicia y a incentivar el es-
tado de derecho dentro del territorio nacional.  

Marco teórico 
Para el análisis conceptual y teórico de las per-
sonas desaparecidas es importante mencionar, 
que existe una obligatoriedad para dividirlo en 
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dos grupos. El primero involucra a las perso-
nas que desaparecen por voluntad propia o 
accidentalmente, y en este tipo de desapari-
ción se ven involucrados factores familiares, 
sociales o económicos. 

En ese escenario se observa como mayor pun-
to de interés la voluntad de la persona por de-
saparecer sin notificar a familiares, amigos o 
a la autoridad sobre su paradero. Por ello su 
estudio es tomado desde otro enfoque, ya que 
al estar involucrada la voluntad de la perso-
na o la nula intervención de otros actores cri-
minales sobre la propia desaparición. Es por 
esto que, en algunas situaciones, refiriéndo-
nos estrictamente a la situación de la desapa-
rición, no conlleva una acción judicial porque 
que no existe la consumación de un delito.

En segundo término, se visualizan a las perso-
nas que son víctimas de desaparición forzada, 
este tipo de desaparición se divide por sí mis-
ma en dos grupos que es factible considerar-
los por los casos en los que dicha desapari-
ción se lleva a cabo, material o intelectualmen-
te por uno o varios funcionarios públicos y la 
segunda acepción es entendida como la que 
es cometida por persona civiles. 

En ambos supuestos se plantea que el delito 
se ejecuta a sabiendas de la autoridad, quie-
nes realizan un claro acto de omisión para que 
se lleve a cabo la comisión de los elementos 
que posibilitan la desaparición por lo que es 
imprescindible para darle sentido al análisis 
que se presenta, describir algunos conceptos 
previamente para avanzar de manera adecua-
da hacia un enfoque regional, enunciar los pre-
cedentes más importantes y observar que de 
acuerdo con la Convención Internacional para 
la Protección de todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas (2012) se entiende 
por desaparición forzada:
 

…el arresto, la detención, el secuestro o 
cualquier otra forma de privación de liber-
tad que sean obra de agentes del Esta-
do o por personas o grupos de personas 
que actúan con la autorización, el apoyo 

o la aquiescencia del Estado, seguida de 
la negativa a reconocer dicha privación 
de libertad o del ocultamiento de la suer-
te o el paradero de la persona desapa-
recida, sustrayéndola a la protección de 
la ley. (Unidas S. G., 1998)

Por lo anterior también es importante de-
clarar que por desaparición forzada de 
personas se entenderá la aprehensión, la 
detención o el secuestro de personas por 
un Estado o una organización política, o 
con su autorización, apoyo o aquiescen-
cia, seguido de la negativa a admitir tal 
privación de libertad o dar información so-
bre la suerte o el paradero de esas per-
sonas, con la intención de dejarlas fuera 
del amparo de la ley por un período pro-
longado.

La privación de la libertad a una o más 
personas, cualquiera que fuere su forma, 
cometida por agentes del Estado o por 
personas o grupos de personas que ac-
túen con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la 
falta de información o de la negativa a re-
conocer dicha privación de libertad o de 
informar sobre el paradero de la persona, 
con lo cual se impide el ejercicio de los 
recursos legales y de las garantías proce-
sales pertinentes…” (Unidas N. , 2022)

Se trata del arresto, la detención, el se-
cuestro o cualquier otra forma de priva-
ción de libertad que sean obras de agen-
tes del Estado, o de personas o grupos 
de personas que actúan con la autoriza-
ción, el apoyo o la aquiescencia del Esta-
do, seguida de la negativa a reconocer 
dicha privación de libertad o del oculta-
miento de la suerte o el paradero de las 
personas desaparecida, sustrayéndola a 
la protección de la ley. (gob.mx, 2016)

La desaparición forzada es un arresto, secues-
tro, detención, o cualquier otra forma de pri-
vación de la libertad no reconocida… Se carac-
teriza por la negación de las autoridades a 



39
Osornio-Saldívar y col. (2023). Análisis regional de personas Osornio-Saldívar y col. (2023). Análisis regional de personas 

desaparecidasdesaparecidashttps://doi.org/10.29059/rdycsv.v5i1.161

reconocer dicha privación de la libertad y por 
la ocultación de información sobre la suerte o 
el paradero de la persona desaparecida, evi-
tando así que la víctima pueda ser protegida 
por las leyes.

Es importante saber de lo que está integrada 
una base de datos, es por lo que una de las 
definiciones que se toma es la de (KRUGLINSKI, 
1984) quien define que es una colección com-
pleta de datos, punteros, tablas, índices, dic-
cionarios, etcétera. Es un “almacén” que nos 
permite guardar grandes cantidades de infor-
mación de forma organizada para que luego 
podamos encontrar y utilizar fácilmente. De la 
misma forma se retoma el concepto de Licona 
quien define que “es una herramienta para re-
copilar y organizar datos pertenecientes a un 
mismo contexto y almacenados sistemática-
mente para su posterior uso. En estas, se pue-
de almacenar información sobre personas, pro-
ducto, pedidos, o cualquier otra cosa.

Con base en lo anterior, se puede definir co-
mo el conjunto de datos organizados para su 
fácil identificación y de acceso posiblemente re-
moto que encuentran su ubicación en una má-
quina perteneciente al grupo informático, cuya 
visibilidad pueda ser compartida y consultada 
por diferentes usuarios. Para este caso es ne-
cesario mencionar que, si bien en algunas ba-
ses de datos el acceso a la información pue-
de ser abierto al público en general, por el te-
ma de naturaleza sensible en cuestión de da-
tos personales de las víctimas, familiares o in-
cluso victimarios, en todo momento la indica-
ción será que el acceso sea estrictamente con-
trolado.

En este análisis también es importante saber 
sobre lo que son los sistemas de identificación 
de personas, lo que para Torres Carrasco son:

“Procedimientos derivados de la crimina-
lística y sus disciplinas auxiliares, en los 
que se emplean diversos métodos y téc-
nicas para establecer la identidad de una 
persona, ya sea viva, muerta o en sus 
restos humanos; es decir, para determi-

nar el conjunto de características o ras-
gos propios de una persona que la dis-
tinguen de otras; a fin de cerciorarse de 
que se trata de la persona que se nece-
sita o se busca” (Carrasco, 2020)

Para Sosa (2020) los sistemas de identifica-
ción son “la parte de la Criminalística que de-
fine y desarrolla técnicas y estrategias para la 
correcta e indubitable identificación de las per-
sonas. Para ello recurre a características físi-
cas que presentan diseños variables, con de-
talles únicos y permanentes”.

Para Bustillo (2017) es 

Es aquel procedimiento técnico aplicado 
a la búsqueda y exámenes de los indi-
cios materiales del delito. Con la finalidad 
de estableces la existencia del mismo e 
identificación de los autores. La identifi-
cación de personas se efectúa mediante 
varios procesos que pueden ir desde la 
identificación visual de las personas y su 
reconocimiento por ser conocido o me-
diante algún documento que justifique la 
identidad de dicha persona. 

Los sistemas de identificación son los distin-
tos métodos y técnicas utilizadas para la plena 
individualización de una persona, con base a 
sus características morfológicas, físicas, quími-
cas o sociales. Se puede agregar que debido 
a las características en las que podrían ser en-
contrados algunos cadáveres o sus restos, los 
investigadores utilizarían las técnicas apropia-
das dentro de la criminalística para su pre-
sunta identificación, como lo puede ser la fo-
tografía o la evidencia física de algunos obje-
tos localizados en el lugar de hallazgo.
Otro tema relevante que se desglosa y deriva 
de la materia en cuestión son las asociaciones 
civiles, el Gobierno de México (2014) las defi-
ne como “cuando varios individuos convienen 
en reunirse, de manera que no sea enteramen-
te transitoria, para realizar un fin común que 
no esté prohibido por la ley y que no tenga ca-
rácter preponderantemente económico”.
Para Curbelo (2016) “una asociación civil es 
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una organización privada que dispone de per-
sonería jurídica y que no tiene afán lucrativo. 
Estas asociaciones se componen de personas 
físicas que trabajan en conjunto con un fin so-
cial, educativo, cultural o de otro tipo”.

Para López (2014) la asociación civil es “cuan-
do un grupo de ciudadanos decide organizar-
se para un objetivo específico sin fines de lu-
cro, ya sea en un grupo vecinal, una agrupa-
ción cultural, ecológica o educativa, un club de-
portivo o una institución de ayuda social…”

Se entiende a las asociaciones civiles como 
aquel grupo de personas físicas que conforman 
una persona moral, esto sin fines de lucro y 
teniendo un objetivo el cual será divulgado y 
promovido por sus integrantes dentro de la 
asociación, que son actividades que pueden 
ser sociales, culturales, deportivas, entre otras. 

Por otra parte, si bien las organizaciones civi-
les son similares en cuanto a sus caracterís-
ticas que la conforman, así como a sus obje-
tivos, se encuentra relevante el hecho que la 
organización civil va referida a que dentro de 
su estructura interna no se encontrara ningún 
miembro perteneciente al Estado (funcionario 
público). En este caso y por las características 
que son clave considerarlas en este tema, se 
propone que se lleve a cabo un listado de 
aquellas asociaciones y organizaciones civiles 
que realizan divulgación, prevención y búsque-
da de personas desaparecidas.

Para la sustentación de un proyecto nacional 
asertivo se hace mención del Protocolo Homo-
logado para la Búsqueda de Personas Desa-
parecidas y la Investigación del Delito de De-
saparición Forzada que el Gobierno de México 
actualizo en el año 2020.

Es un protocolo que enmarca aspectos signifi-
cativos en la búsqueda de personas como lo 
es “el derecho de todas las personas a ser 
buscadas”, así mismo retoma normas naciona-
les e internacionales que resultan relevantes 
para esta labor. Un ejemplo de ello es la Con-
vención sobre los Aspectos Civiles de la Situa-

ción Internacional de Menores, la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura, la Convención Internacional para la 
Protección de todas las Personas contra De-
sapariciones Forzadas, entre otros instrumen-
tos guía. 

Así que, notoriamente es importante tener co-
mo punto de referencia el conjunto precitado 
de herramientas de consulta, ya que fungen co-
mo una plataforma que se debe estudiar an-
tes de accionar cualquier otro instrumento 
pues en su contenido enmarcan roles, actores, 
así como responsabilidades según la autoridad 
correspondiente. 

Por ilustrar una variable, se menciona tempora-
lidad de acciones, es decir lo que se debe de 
hacer según el caso y el tiempo que ha trans-
currido después de la de desaparición. Otro de-
talle relevante es que se hace la recomenda-
ción acerca de la coordinación que debe de 
existir entre las diferentes autoridades, así co-
mo con los colectivos civiles dedicados a la bús-
queda de personas. Se retoman, además, li-
neamientos sobre cómo hacer una Búsqueda 
Diferenciada, en la cual se deben de examinar 
diferentes aspectos biológicos y sociales de la 
víctima como lo pueden ser: la edad, el sexo, el 
género, las actividades a las que se dedica, 
así como otros rubros que resultan de un alto 
valor para llevar a cabo una investigación efi-
caz y al mismo tiempo que no generen una 
estigmatización de la víctima o sus familiares.

Cabe hacer mención que, también enfatizan en 
el punto del derecho a la verdad y la memo-
ria, es decir, en el que los familiares de perso-
nas víctimas de desaparición y no localizadas 
poseen el derecho de conocer sobre lo ocurri-
do a sus familiares, saber los hechos ocurridos 
después de su desaparición y de su paradero 
exacto. Se debe seguir un proceso respetuoso 
y con alto carácter de sensibilidad, haciéndo-
les entendible y de forma transparente toda la 
información que se conozca sobre los indicios, 
las pruebas, los razonamientos y en general 
respecto a todo aquel elemento que haga lle-
gar a dicha reconstrucción de los hechos y 
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conclusiones de las que tomo postura la au-
toridad.

Enfoque regional (San Luis Potosí y Tamaulipas) 
Para iniciar un enfoque regional entre ambos 
estados, es importante tomar en cuenta y con-
textualizar que, de acuerdo con el periódico la 
Expansión Política, desde “el periodo 1964-
2022, 145 mil 519 personas reportadas como 
desaparecidas fueron localizadas; 9 mil 914 
de ellas sin vida, 135 mil 605 con vida”. (Po-
lítica, 2022)
La desaparición forzada de personas y la de-
saparición cometida por particulares, es una 
práctica ignominiosa que implica la negación 
de todos los derechos humanos; la existencia 
de un sólo caso es inaceptable y las condicio-
nes que las generan deben ser combatidas 
por las autoridades federales y locales.

Conforme a los datos consultados, Tamaulipas 
con una cifra de 11,970, Estado de México con 
una cifra de 10,993 y Jalisco con una cifra de 
14, 951 son las entidades mexicanas que más 
reportes de desaparición tienen hoy en día. 
Después están estados como Nuevo León con 
una cifra de 6,218, Sinaloa con una cifra de 
5,471, Veracruz con una cifra de 5,737. (Polí-
tica, 2022)

La Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, creó el 19 de septiembre de 1990 el Pro-
grama Especial de Presuntos Desaparecidos 
(PREDES), el cual implica “conocer e investigar 
quejas relativas a personas de las que se des-
conoce su paradero y cuya desaparición invo-
lucra presuntamente la participación de algu-
na autoridad o persona servidora pública fe-
deral”. (CNDH, s.f.)

Lo anterior con la finalidad de ubicarlas y es-
tablecer si existe o no la violencia a derechos 
humanos. “Además, tiene como finalidad inci-
dir en la legislación y en el fortalecimiento de 
políticas públicas en la materia”.

No obstante, la verdadera pregunta es la que 
se replica a lo largo y ancho de los titulares en 
los noticieros y en los artículos de opinión, en 

donde se refiere: “México ha llegado 100,000 
personas desaparecidas. ¿Cuántos y cuántas 
más para que se diseñe una verdadera Polí-
tica Nacional para Prevenir y Erradicar las de-
sapariciones como lo recomendó el Comité de 
la ONU”? (Política, 2022)

Consideraciones finales 
Es importante hacer referencia como consi-
deración final que San Luis Potosí y Coahuila 
son los únicos estados en contar con un Cen-
tro de Identificación Forense y es evidente que 
para los estudiosos en la materia y concen-
trándolo más, es factible concluir que son los 
criminólogos los que con su formación profe-
sional harían viable el establecimiento de ám-
bitos de colaboración entre las diversas instan-
cias y con sociedad civil, sumándose a las ta-
reas de análisis y extendiéndose al desarrollo 
del programa que se plantea como una idea 
en estas líneas. 

Por otra parte, una vez que se tiene conoci-
miento de un caso de desaparición, cuales-
quiera que sean los antecedentes que lo gene-
raron, a través del Sistema de Información Na-
cional de Personas Extraviadas y Fallecidas No 
Identificadas (SINPEF), se procedería a realizar 
diversas gestiones encaminadas a coadyuvar 
en la ubicación de la persona de que se tra-
te, en el entendido que las acciones de bús-
queda y localización de la víctima correspon-
den a los órganos de procuración de justicia. 

En el caso potosino, durante los años 2020 
y 2021 fue construido y equipado un Labora-
torio de Genética que permite realizar la iden-
tificación de personas desaparecidas y restos 
mortales recuperados, para contribuir a garan-
tizar el derecho al acceso a la justicia de las 
víctimas, y coadyuvar en la disminución de la 
carga de trabajo de identificación forense en 
apoyo al Sistema Nacional de Búsqueda de 
Personas, en otras entidades circunvecinas. 

De esta manera, en la base de datos de ex-
pedientes SINPEF en integración se registran 
todos aquellos casos que originalmente se re-
cibieron en el área de Quejas de la CNDH, los 
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asuntos que transmite el Grupo de Trabajo so-
bre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de 
la Organización de las Naciones Unidas al Es-
tado mexicano, además de las distintas solici-
tudes de colaboración que formulan a este Or-
ganismo Nacional las Comisiones Estatales de 
Derechos Humanos de nuestro país, los orga-
nismos no gubernamentales, los órganos de 
procuración de justicia de las distintas entida-
des federativas de la República Mexicana, e in-
cluso las personas que de manera individual 
acuden a esta Institución con el mismo pro-
pósito. En el Estado de San Luis Potosí, la Co-
misión Nacional ha tenido una colaboración 
directa, así como una coordinación intensa con 
el gobierno estatal, al tiempo que se destaca 
que es un ejemplo de trabajo interinstitucional. 

Por lo anterior es importante textualizar y citar 
las palabras de la Comisión Nacional, quien di-
ce que “La idea es que tengamos diferentes 
centros de identificación humana, en esta di-
rección de búsqueda de personas desapareci-
das ya tenemos una en Coahuila, ahora ten-
dremos en San Luis Potosí, estamos constru-
yendo otro en el sur de Tamaulipas y espera-
mos poder construir otros en otros estados”. 
Esto se traduce en que las iniciativas por un 
estructurar proyectos en conjunto están pre-
sentes en el itinerario de las autoridades, pe-
ro se subraya que son los objetivos y la meto-
dología apropiada lo que producirá efectos po-
sitivos en la praxis. 
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Resumen
Los avances en la participación política de las mujeres han sido lentos, pero, las elecciones en México el 1º de julio del 2018 fueron 
históricas; por primera vez se alcanzó paridad de género en la Cámara de Diputados y Senadores, ello, se atribuye a las acciones 
políticas–electorales emprendidas desde el 2014, que dieron origen a reformas trascendentales. la presente investigación analiza y 
mide con perspectiva de género, la participación política de las mujeres en un contexto preelectoral; explora cinco medios impresos 
de Tamaulipas para visualizar a las mujeres en actividades políticas y su tratamiento informativo. Para el estudio cuantitativo se 
recolectaron datos del 13 de enero al 11 de febrero de 2018. Los datos corresponden a la zona norte, centro y sur de Tamaulipas 
y se tomó una muestra no probabilística. De los resultados obtenidos se evaluó la frecuencia y espacio en donde las mujeres son 
protagonistas de noticias. Se parte de la hipótesis que son limitadas o escasas las publicaciones de los medios impresos de la 
participación política de las mujeres en periodo de precampaña y campaña electoral; la perspectiva de género no ha logrado permear 
en las actividades periodísticas para dar voz e imagen con equidad.
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Abstract
Progress in the political participation of women has been slow, but the elections in Mexico on July 1, 2018 were historic; for the 
first time gender parity was achieved in the Chamber of Deputies and Senators, this is attributed to the political-electoral actions 
undertaken since 2014, which gave rise to far-reaching reforms. This research analyzes and measures, from a gender perspec-
tive, the political participation of women in a pre-electoral context; explores five print media from Tamaulipas to visualize women 
in political activities and their informative treatment. For the quantitative study, data was collected from January 13 to February 
11, 2018. The data correspond to the northern, central, and southern areas of Tamaulipas and a non-probabilistic sample was 
taken. From the results obtained, the frequency and space where women are protagonists of news was evaluated. It is based 
on the hypothesis that the publications of the printed media on the political participation of women in the pre-campaign period 
and electoral campaign are limited or scarce; the gender perspective has not managed to permeate journalistic activities to give 
voice and image with equity.
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Introducción
La visualización pública de la participación de 
las mujeres en México, ha avanzado con difi-
cultades, no solo en su actividad política, tam-
bién en ámbitos similares como los académi-
cos, científicos, económicos, empresariales y 
muchas más, inclusive en lo social; Cerva 
(2014, p. 117) revela que en esta materia, 
hay evidencia de una serie de prácticas de 
discriminación y violencia que responden a un 
contexto específico, en donde la competencia 
política debe ser analizada desde un enfoque 
de género, es decir, que permita explicar cómo 
las relaciones desiguales de poder tienen un 
efecto diferencial en la experiencia política de 
hombres y mujeres. 

La brecha de género no es un descubrimiento 
nuevo, hace más de 20 años los 189 Estados, 
Miembros de las Naciones Unidas, reconocie-
ron la importancia de los medios de comunica-
ción para el cambio de estereotipos de género 
que influyen en la sociedad y se propusieron in-
tensificar el apoyo a la promoción de las mu-
jeres, al ser ésta, una de las 12 esferas de es-
pecial preocupación de la Plataforma de Ac-
ción de Beijing, sin embargo, el escenario pú-
blico, hoy en día, la presencia entre hombres y 
mujeres en los medios de comunicación, no 
parece ser equitativo, igualitario o paritario. La 
evidencia histórica ha dejado rastro de actos 
discriminatorios, de violencia de género y de 
abusos políticos arraigados en la sociedad, es 
por ello, que se hace un análisis introspectivo 
en los medios de comunicación para determi-
nar cómo se visualiza la presencia de la parti-
cipación política de las mujeres en los medios 
impresos y se evalúa con perspectiva de gé-
nero.

Y es que, en este mismo sentido, han sido los 
medios de comunicación los entes que han da-
do fe del activismo por alcanzar mejores esce-
narios. En el legado de los medios de comuni-
cación, hay testimonios históricos plasmados 
en los medios impresos que narran la lucha de 
las mujeres por conquistar el sufragio, eviden-
cia en notas de periódico de la época posrevo-
lucionaria como lo advierten Jaiven y Rodríguez 

(2017), México vivió momentos coyunturales en 
el que las mujeres exigían: acceso a la educa-
ción, además de igualdad de derechos públi-
cos y políticos. También la Constitución de 
1917 estaba en un proceso de construcción y 
configuración, lo cual abrió oportunidades a 
mujeres con profesión, que peleaban aguerri-
damente por ser escuchadas, a salir a la vía pú-
blica para hacer valer las condiciones de igual-
dad, tener voz y voto en el ámbito político e in-
fluir en la toma de decisiones del país.

Para abordar la complejidad del tema, por lo 
extenso en las obras literarias, investigaciones, 
aportes científicos y riqueza en datos históri-
cos, este estudio únicamente aborda cuatro 
subtemas para conformar el estado del arte, 
que sin duda limita extraordinariamente la dis-
cusión, pero a su vez, intenta delimitar el obje-
to de estudio centrado exclusivamente en la 
participación política de las mujeres a través 
de los medios impresos; para empezar se pro-
pone como ejes: los derechos políticos – elec-
torales y la participación política de las muje-
res en el contexto electoral, el derecho al vo-
to como parte del discurso obligado para llegar 
a las cuotas de género y entender cómo llegó 
al principio de paridad de género e ir profundi-
zando el tema de los medios de comunicación 
y su relación con el modelo de comunicación 
política y para cerrar la discusión con la visua-
lización de las mujeres en los medios impre-
sos de Tamaulipas, resultado de este estudio. 
(Figura 1).

Metodología
El objeto de estudio de este trabajo de investi-
gación es la participación política de las muje-
res a través de los medios impresos; para de-
terminar cómo es esa participación, fue nece-
sario, primero cuantificar la presencia de las 
mujeres en las publicaciones impresas, y se-
gundo, separar las publicaciones de la noticias 
protagonizadas por mujeres políticas y aspiran-
tes a cargos de elección de cualquier otra ac-
tividad, por lo que realizaron varias categorías: 
mujeres políticas, derechos políticos – electora-
les, participación política, contexto electoral, 
cuotas-equidad-paridad, medios de comunica-
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ción y visualización de las mujeres. La des-
cripción cuantitativa se basó en el análisis de 
1,832 notas revisadas en cinco periódicos en 
el estado de Tamaulipas, seleccionados por su 
liderazgo, trayectoria, prestigio, antigüedad y 
circulación. La recopilación informativa fue de 
10 días, de los 30 días de precampañas com-
prendido del 13 de enero al 11 de febrero; se 
seleccionaron los días mediante una muestra 
prorrateada espontánea al azar, con especial 
equilibrio, en las semanas de este periodo de 
campañas, por lo que quedó definida el llena-
do de las fichas el 14, 15, 22, 23, 30, 31 de 
enero y 8, 9, 10 y 11 de febrero de 2018; 
con ello, se justifica la intervención y recolec-
ción de datos todos los días, es decir, un acu-
cioso análisis representativo de los días lu-
nes, martes, miércoles, jueves, viernes, sába-
do y domingo del mes de enero, además de 
cuatro días previos a finalizar las precampañas 
en febrero. 

El planteamiento del problema surge de la re-
flexión sobre la paridad de género alcanzada 
en el 2018 en el Congreso de la Unión, en don-
de fueron necesarias acciones afirmativas que 
culminaron en reformas electorales al marco 
jurídico que garantizaran la igualdad cuantitati-

va en el poder legislativo federal y en los es-
tados de la República y comparar el escenario 
político con el ámbito mediático; es por ello, 
que, se generó como hipótesis que son limita-
das o escasas las publicaciones de los medios 
impresos de la participación política de las mu-
jeres en periodos de precampaña y campaña 
electoral, y que la perspectiva de género no ha 
logrado permear en las actividades periodísti-
cas para dar voz e imagen con equidad en las 
elecciones.

El objetivo general de este trabajo plantea ana-
lizar la presencia de la participación política de 
las mujeres en los medios impresos. 
Para alcanzar esta propuesta y establecer co-
mo objetivos particulares: 

1. Cuantificar la presencia de las mujeres en 
publicaciones impresas en periodo electoral en 
los medios impresos de Tamaulipas.
2. Determinar el porcentaje de las publicacio-
nes en medios impresos, protagonizadas por 
mujeres, derivado de la participación política en 
periodo electoral.
3. Analizar con perspectiva de género la parti-
cipación política de las mujeres en los medios 
impresos de Tamaulipas.

Figura 1. Ejes principales del tema.
Figure 1. Main axes of the theme.

Fuente. Elaboración propia.
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El enfoque de la investigación es cuantitativo, 
en el levantamiento de los datos se utilizó una 
ficha de recopilación, instrumento de elabora-
ción propia realizado por el Cuerpo Académi-
co: “Democracia y comunicación política”, clave 
UAT-CA122, probado en otros estudios, sin em-
bargo, que se agregaron algunos campos espe-
cíficos para este proyecto. Los datos informati-
vos del instrumento de recolección son:

a. El número de notas protagonizadas por 
mujeres (todas).,
b. El número de opiniones o declaracio-
nes de temas políticos.,
c. Páginas de ubicación.,
d. Número de mujeres con participación 
política.,
e. Existencia de polifonía informativa, ba-
sado en la procedencia formal o profesio-
nal de las mujeres.,
f. Extensión en párrafos de las notas pe-
riodísticas publicadas.,
g. Medidas (con regla comercial) en las 
dimensiones y espacio de la noticia publi-
cada.,
h. Número de fotos o gráficos que acom-
pañan a la nota., 
i. Procedencia la información como puede 
ser: una entrevista, rueda de prensa, even-
to espontáneo, el ámbito en sus modali-
dades: federal, estatal o municipal, y si 
tiene firma de un periodista o lo envía una 
agencia. 

Este ejercicio fue realizado por la Dra. Mirna 
Leticia Santoyo Caamal, Mtra. Trinidad Leticia 
Castillo Rendón y Mtra. Eliete Alejandra Coro-
nado Rojano, investigadoras de la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales Victoria (FDCSV), 
de la Universidad Autónoma de Tamaulipas (no 
publicados), se presentan datos empíricos del 
estudio, obtenidos al revisar los medios impre-
sos siguientes: 

1. Líder, de Nuevo Laredo; 
2. El Mañana, en Reynosa; 
3. El Bravo, en Matamoros; 
4. La Verdad, en Victoria y 
5. La Razón, impreso de la zona conurbada 
de Tampico, Madero y Altamira. 

Cada medio, cuenta con representación geo-
gráfica de las tres zonas económicas más im-
portantes de Tamaulipas: norte, centro y sur de 
Tamaulipas. Los periódicos seleccionados y 
analizados se eligieron bajo los siguientes cri-
terios:

1. Liderazgo en el mercado regional.
2. Reconocimiento, trayectoria y prestigio
como medio impreso formal.
3. Antigüedad de fundación y circulación.
4. Su amplia circulación impresa local. 

Para la interpretación de los datos se utilizó el 
criterio cualitativo, descrito en la Guía metodo-
lógica de indicadores con perspectiva de géne-
ro (Pérez y Garda, s/f.), por lo que en las con-
clusiones se presentan reflexiones e implica-
ciones del fenómeno de estudio, además de la 
formulación de propuestas que contribuyan a 
reducir la brecha de género, las desigualdades 
entre mujeres y hombres y visualizar que la vio-
lencia y discriminación contra las mujeres afec-
tan la vida cotidiana al ser normalizadas. 

Los resultados del trabajo descriptivo se presen-
taron como ponencia en el Simposio “Mujeres, 
medios y política” organizado por la Universidad 
Panamericana con sede en la Ciudad de Méxi-
co, con datos preliminares en junio de 2018 y 
resultados finales y conclusiones del proyecto, 
en las IX Jornadas de Investigación y Posgrado 
2019, organizado por la Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales Victoria, de la Universidad 
Autónoma de Tamaulipas, por lo que puede ha-
ber similitud con las memorias de éstos.

Derechos políticos-electorales y la participación 
política de las mujeres en el contexto electoral.
Los Derechos Políticos de las Mujeres y cómo 
defenderlos son promovidos por la Organiza-
ción de Naciones Unidas (ONU-Mujeres) a tra-
vés de la difusión de cuadernos de trabajo, en 
coordinación con el Instituto Nacional de las 
Mujeres y la iniciativa SUMA “democracia es 
igualdad”, al reconocer que los derechos políti-
cos de las mujeres, como hoy los conocemos, 
han sido producto de la lucha por la reivindi-
cación de la ciudadanía plena de las mujeres 
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(2016, p. 4). A ello, Lamas (2009, p. 31) expo-
ne los obstáculos que las mexicanas enfrentan 
para ejercer sus derechos políticos – electora-
les es luchar en contra de la cultura. Zarem-
berg (2009, p. 113) fundamenta que, en bue-
na parte de las legislaturas, las mujeres aún 
permanecen como una pequeña minoría, lo 
cual dio un vertiginoso giro con las reformas 
del 2014, 2019 y 2021. Cerva (2014, p. 118) 
expone como la aplicación de la legislación so-
bre los derechos políticos – electorales senta-
ron un precedente fundamental que explica el 
incremento de mujeres electas en las elec-
ciones desde 2012.

Hernández (2011, p. 14) argumenta que esta 
socialización de género provee a las mujeres de 
experiencias y conocimientos particulares que 
han llevado a la articulación de intereses y 
puntos de vista distintos a los de los hombres. 
De ahí que las decisiones que emanan de las 
instituciones representativas (conformadas por 
una mayoría masculina) no son suficientemen-
te receptivas de sus intereses y necesidades 
particulares y, en consecuencia, la ausencia de 
mujeres en la política podría reforzar su margi-
nación en otros ámbitos de la vida social y eco-
nómica. Tuñón (2002) cuenta que el derecho a 
votar y ser votadas para puestos de elección 
popular fue resultado de un largo proceso do-
cumentado en la participación política de las 
mujeres en algunas actividades revolucionarias 
o militares, difundiendo ideas o correos para 
ayudar a sus esposos, hijos o miembros de su 
familia en la lucha porque mejoraran las cosas.

En sus relatos Tuñon (2022) describe la parti-
cipación activa de las mujeres en la vida polí-
tica, social y económica, documentados mucho 
antes del reconocimiento legal, no solo en Mé-
xico, sino en el mundo entero; pero a manera 
de referencia se narran acontecimientos en Mé-
xico, próximos a la Constitución de 1917; Her-
mila Galindo, secretaria particular de Venustia-
no Carranza envió al constituyente un escrito 
en el que solicitó los derechos políticos de las 
mujeres, sin embargo, al redactarse la Consti-
tución de 1917, se decidió negar los derechos 
políticos de las mujeres, no obstante, hubo una 

afirmación a mujeres “excepcionales”, debido a 
la supuesta incapacidad de las mujeres para 
el ejercicio ciudadano, lo cual dio resultado a la 
redacción del artículo 34 con énfasis masculi-
no, excluyendo a las mujeres. Tres días des-
pués, Félix Palavicini advirtió la omisión, correc-
ción que posibilitó a Hermila Galindo para pos-
tularse como candidata a diputada en 1918, 
aunque no se le reconoció el triunfo.

En el movimiento social de Independencia, a 
través del cual México surgió como una nación 
libre y soberana, las mujeres participaron acti-
vamente, sin embargo, una vez concluido dicho 
movimiento, no se les reconocieron como suje-
tas de derechos políticos; tampoco lo hizo el 
movimiento de la Reforma Liberal (Medina, 
2010, p. 49), pero hasta este momento, ningu-
na de las Constituciones Políticas de México 
en los siglos XIX y XX, otorgó la ciudadanía a 
las mujeres.

Pocas veces se le da tanta importancia a la 
participación informal y a pesar de que las mu-
jeres no tenían un contrato en ningún nivel for-
mal, históricamente estuvieron activas en el 
ámbito político de México. El derecho de voto 
seguía siendo tema primordial en 1935 en el 
Frente Único Pro Derechos de la Mujer, consti-
tuido por mujeres de todas las clases sociales, 
cuyos logros hasta ese momento, parecían ser 
únicamente la visualización de su movimiento, 
ya que, por muchos años a las mujeres en Mé-
xico se les seguía excluyendo de todo derecho 
político: “Las elecciones constituyen un espacio 
fundamental para el ejercicio de la ciudadanía 
política; desde siempre las mujeres han partici-
pado políticamente y hasta años recientes se 
ha iniciado como votantes y candidatas” (La-
mas, 2009, p. 32).

En Los Derechos Políticos de las Mujeres y co-
mo defendernos, datos recogidos en el cua-
derno de trabajo 2016, publica que fue Yuca-
tán en 1923, el primer Estado de la República 
mexicana en reconocer el derecho de voto a las 
mujeres, por lo que Elvira Carrillo Puerto, Ra-
quel Dzib y Beatriz Peniche obtuvieron el triun-
fo electoral para legislar en el Congreso del Es-
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tado en las elecciones estatales y municipa-
les; Rosa Torre también alcanzó una posición 
como regidora en el Ayuntamiento de Mérida; 
situación que se vio comprometida en 1924, 
con el asesinato del gobernador, Felipe Carrillo 
Puerto, debido a que las cuatro fueron obliga-
das a renunciar a sus cargos (Tuñón, 2002b). 

En 1924, en las elecciones municipales de 
San Luis Potosí se incorporó el derecho al voto 
de las mujeres, y en 1925 en los comicios es-
tatales, nuevamente este ejercicio se repitió; y 
aunque en 1924 hubo participación electoral 
de las mujeres, más adelante simplemente se 
les retiró. La vida política en los demás esta-
dos del país no fue muy diferente, puesto fue 
también en 1925 cuando se incorporó en Chia-
pas el derecho al voto de las mujeres en la le-
gislación. 

La participación política: (…) es un esfuerzo que 
se realiza con el fin de transmitir información 
a los encargados de gobierno, a los creadores 
de la política pública y a los representantes 
en general, convirtiéndose en una actividad so-
cial enfocada a preservar la comunidad a la 
comunidad reflejando esos mismos parámetros 
sociales (Vidal, 2015, p. 321).

Pero, históricamente, como justifican Jaiven y 
Zúñiga (2013) “la mujer ha sido sujeto activo 
en los procesos de participación política y so-
cial de México”, a ello, hay que agregar que su 
participación se vio empañada por el peligro 
que significaba ir a votar (De la Torre, 2004) y 
tras haber logrado el reconocimiento de su ciu-
dadanía en la época de Ruiz Cortines, años 
más tarde esta participación política se recon-
figura al ser incluidas en la “cultura clientelar”, 
entre los “acarreados”, la participación colecti-
va para ganar elecciones y mantener a un so-
lo partido en el poder: Se inducía a la partici-
pación de muchas mujeres de las clases popu-
lares por medio de los programas sociales que 
otorgaban beneficios materiales sólo a aque-
llas personas que votaran por el PRI […] Mu-
chas mujeres que votaban por los candidatos 
del PRI se acostumbraron a intercambiar su 
derecho político por un bien de consumo (De 

la Torre, 2004, p. 163).

Y fue hasta 1954 cuando la legislación nacio-
nal reconoció los derechos políticos de las mu-
jeres. No es que las mujeres no fueran consi-
deradas en los movimientos sociales y políti-
cos, porque siempre estuvieron presentes co-
mo activistas en la vida social, económica y po-
lítica del país, simplemente que, legalmente, no 
existía como derecho; (…) el reconocimiento de 
los derechos políticos es la consideración de 
los derechos de quienes están habilitados pa-
ra acceder a cargos de elección popular, por 
ello, las mujeres no eran consideradas ciuda-
danas plenas, debido a que no podían votar, 
trabajar o tener acceso a propiedades si eran 
solteras (Ansolabehere y Cerva, 2009, p. 12). 
Es decir, necesitaban la tutela de un varón; 
Medina (2010, p. 69) considera que en este 
momento las mujeres gozaban de una ciuda-
danía “incompleta”, lo cual tenía connotaciones 
que motivaban la afirmación de que eran un 
sector de la población que ejercía una “ciuda-
danía de segunda” al no tener igualdad en con-
diciones y de oportunidad para participar en 
política y los procesos electorales de México. 
La desigualdad no solo se trataba de espacios 
políticos limitados, también se presentaba una 
situación crítica de expresiones de discrimina-
ción y violencia, en aquellas mujeres que lo-
gran acceder a estos espacios restringidos. 

Es así como las asociaciones no gubernamen-
tales (ONG), inician el arduo trabajo para em-
poderar a la mujer, y con ello, alcanzar mayores 
niveles de autonomía es independencia prime-
ro de los varones en la familia, padres y her-
manos, pero también de los esposos que pre-
tendían aprovechar el papel social conferido 
históricamente a la mujer en el cuidado de la 
familia y la responsabilidad en salvaguardar su 
cohesión e integridad, además de la manipula-
ción de los partidos políticos sobre las candi-
daturas.

Es claro que la participación de las mujeres en 
la vida política de México se ha incrementado 
por el tesón de activistas, pero la participación 
igualitaria, equilibrada y equitativa, ha sido un 
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camino sinuoso y con muchos obstáculos. Si 
bien, los partidos políticos consideran relevan-
te la presencia de la participación de las mu-
jeres, hay que reconocer la simulación para la 
incorporación en la toma de decisiones, es de-
cir, aún quedan asuntos pendientes por la pa-
ridad cualitativa o sustantiva. 

A las mujeres, aún no se les permite ocupar 
-sin ser obligados legalmente- los mismos es-
pacios que al hombre; “este es uno de los fac-
tores por los que la democratización no está 
concluida, sino en proceso” (De la Torre, 2004, 
p. 165), es parte de la construcción social y el 
ejercicio de nueva configuración de una cultu-
ra política moderna. 

Serrano (2014, p. 21) argumenta: que el Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federa-
ción es un actor clave para la vigencia del de-
recho de igualdad y no discriminación, estable-
cido en el artículo 1 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) 
al decidir asuntos relacionados con las llama-
das cuotas de género. 

A pesar de que el ambiente para la participa-
ción electoral y el respeto a los derechos polí-
ticos de las mujeres se han fortalecido jurídi-
camente en los últimos años, es aún complica-
do determinar ciertas circunstancias adversas 
en la participación de las mujeres en el plano 
electoral, entre ellas la discriminación, violen-
cia, inseguridad, exclusión y la falta de oportu-
nidades para participar en igualdad de condi-
ciones. 

El derecho al voto un discurso obligado a las 
cuotas de género y el principio de paridad
Los derechos políticos de las mujeres han si-
do bandera política recurrente en todos los dis-
cursos de la clase política, curiosamente no so-
lo de hombres, sino también de muchas mu-
jeres que tampoco “han movido un dedo” en 
apoyo a sus pares o iguales en género. Lázaro 
Cárdenas en 1937, expuso en su discurso: “en 
México el hombre y la mujer adolecen parale-
lamente de la misma deficiencia de prepara-
ción, de educación y de cultura, sólo que aquel 

se ha reservado para sí derechos que no se 
justifican” (citado por Tuñón, 2002b). De este 
contexto surgió la candidatura de Soledad 
Orozco por el Partido Nacional Revolucionario 
(PNR) a la diputación local en León, Guanajua-
to, y de Refugio García del Frente Único Pro-
Derechos de la Mujer (FUPDM) en Uruapan, Mi-
choacán. Ambas candidaturas pusieron en el 
ojo público de nuevo, la necesidad de reformar 
el artículo 34 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, puesto que prácti-
camente no estaba contemplado en la norma 
jurídica la participación política de las mujeres. 

Ya en la administración del Presidente, Miguel 
Alemán en 1947, en el Diario Oficial de la Fe-
deración (DOF) fue publicada la reforma al ar-
tículo 115 de la Constitución, en la que se da-
ba el reconocimiento de la ciudadanía a las 
mujeres, pero ello, no tenía otras implicaciones 
como el derecho al voto. Ante este vacío legal 
y bajo todas las presiones de un activismo en 
auge, Adolfo Ruiz Cortines el 4 de diciembre 
de 1952, continuó con el trámite de los dere-
chos políticos de las mujeres, iniciado en 1937, 
lo cual no sucedió de manera inmediata ya 
que en 1954 fue cuando las mujeres obtuvie-
ron este derecho para acudir a las urnas y vo-
tar en 1955. Fernández (1999, p. 31) revela 
que con la reforma al artículo 4 constitucional 
en 1974, se estableció formalmente la garan-
tía la igualdad jurídica a las mujeres. 

El Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales (COFIPE), reconoce en 
1993 la propuesta de los partidos políticos 
para postular mujeres a puestos de elección 
popular, lo cual no se dio de manera espontá-
nea, debido a que fue producto de “una am-
plia movilización de sectores femeninos” (Ins-
tituto Federal Electoral -IFE-, 1999, citado en 
Fernández 1999). Las postulaciones y candida-
turas de los partidos políticos parecían poner 
en desventaja a las mujeres, lo que dio (…) ori-
gen de la cuota de género en México en 1993, 
cuando en el Código Federal Electoral de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales (COFIPE) 
señaló que los partidos políticos debían pro-
mover la participación de la mujer en la vida 
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pública; pero fue en 1996 cuando se estable-
ció que en las candidaturas de diputaciones y 
senadores no habrá más del 70 por ciento de 
candidaturas del mismo sexo; situación que se 
vuelve obligatoria en 2002 (Guzmán y Monero, 
2007, p. 19, citado en Cedillo-Delgado, 2016, 
p. 187). 

La ONU reconoce el artículo 4º constitucional 
la igualdad entre hombres y mujeres y con fun-
damento en este artículo, en 2006 se apro-
bó la Ley General de Igualdad entre hombres 
y mujeres, ambos con obligaciones en mismo 
nivel, sobre todo en valores como el respeto, 
la protección y las garantías de los derechos 
humanos, civiles, políticos, económicos, socia-
les y culturales. 

Es por ello que, se justifica emplear la cuota 
de género que “es orientada a igualar las opor-
tunidades la participación de las mujeres en 
cargos de elección pública a partir de su reco-
nocimiento como público desventajado” (Anso-
labehere, 2014, p. 22). Cedillo-Delgado (2016, 
p. 189), tomando en consideración la perti-
nencia de las cuotas de género, señala que: 
(…) una acción afirmativa que busca remediar 
una situación de discriminación y de subrepre-
sentación de la que es objeto la mujer frente 
al varón. Es una norma contenida en la Cons-
titución y leyes electorales en donde, histórica-
mente, las mujeres han sido sistemáticamente 
excluidas de espacios de poder bajo el argu-
mento -equivocado- de que es una actividad 
propia de los hombres.

Con la reforma en el 2011, se elevaron los 
derechos humanos al rango de constitucional, 
consideraciones existentes en los tratados in-
ternacionales y que, de alguna manera, habían 
sido ratificados en México, por lo menos en el 
discurso. Más adelante, el 9 de marzo de 
2015, el Presidente de México, Enrique Peña 
Nieto, en el marco del Día de la Mujer, anun-
ció un “año histórico para la igualdad, gracias 
a la reforma político electoral, al lograrse, por 
primera vez la paridad de género en candida-
turas federales y locales” con amplias conno-
taciones para el empoderamiento de las muje-

res y que a partir de esta administración, con-
tinuarían ejerciendo el liderazgo social, aún con 
la prevalencia de condiciones adversas para la 
participación política y la discriminación, la vio-
lencia, la exclusión e inequitativas oportunida-
des en las competencias en las candidaturas.

Cedillo-Delgado (2016, p. 188) consideró que 
la reforma electoral de 2014, (…) significó un 
gran avance global, debido a que elevaba al 
50 por ciento el porcentaje para inscribir can-
didaturas del mismo sexo, además de que los 
partidos políticos debían proponer en cada fór-
mula, candidatos propietarios y suplementes 
del mismo género, y en las listas plurinomina-
les deberían alternarse hombres y mujeres pa-
ra garantizar el equilibrio de géneros en la re-
presentación política.

Esta reforma ha sido quizás uno de los más 
grandes logros en la histórica lucha por la in-
clusión, la igualdad y la paridad. Sin embargo: 
A pesar de que, desde hace varias décadas la 
Constitución mexicana y los tratados interna-
cionales reconocen la igualdad entre los hom-
bres y mujeres, la presencia de ellas en la vi-
da política de México sigue limitada. Es por 
ello, que desde 1996 el Código Federal de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales se in-
cluye la cuota de género, en un principio co-
mo una sugerencia de buenas prácticas a los 
partidos políticos y, a partir de 2007, como 
una obligación legal para éstos en el momen-
to de integrar sus listas de candidatos (Serra-
no y Bustillo, 2014, p. 17).

Así, para hacer valer estos propósitos y princi-
pios ha sido necesario adoptar acciones afir-
mativas y ampliar varios aspectos de las refor-
mas electorales.

Los medios de comunicación y el modelo de 
comunicación política
Nieves (2015) considera que los medios de 
comunicación son actores clave para la formu-
lación y sostenibilidad de nuevos pactos so-
ciales y de género en América Latina y el Ca-
ribe y que mediante éstos es posible visibili-
zar la desigualdad que afecta a las mujeres; 
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tampoco ha sido coincidencia que los altos 
mandos hayan estado en manos de hombres. 
González (2019) expone que un estudio ava-
lado por la Organización de Naciones Unidas 
(ONU) en la que participaron más de 100 países 
reveló que únicamente el 27 por ciento de la 
alta dirección en medios de comunicación son 
ocupados por mujeres, por lo que insiste en la 
imperiosa necesidad de promover políticas de 
igualdad que favorezcan el incremento en el 
número de mujeres en puestos de responsa-
bilidad.

Los medios de comunicación han sido protago-
nistas en el en el desarrollo político de país, 
por lo tanto: son “actores políticos con influen-
cia en la vida nacional política”, califica Córdo-
va (2013, p. 268), no obstante, se convirtieron 
en un poder fáctico, es decir, “el Cuarto Po-
der”. El papel que juegan los medios de co-
municación en los procesos políticos, particu-
larmente electorales, se han convertido en una 
temática cuya reiteración, por parte de los in-
teresados, evidencia la gran importancia y la 
innegable preocupación que el asunto en cues-
tión causa (Aceves, 1993, p. 223). 

La evolución de la comunicación política-elec-
toral ha evolucionado desde hace un tiempo a 
pesar de que menudo se describe como ame-
ricanización, es decir, que cada elección se pa-
rece más al modelo norteamericano. El cual 
está más basado en el marketing político, en 
donde la publicidad comercial utiliza elemen-
tos como de la profesionalización y la especia-
lización en aspectos como el management, el 
aumento en la personalización, emocionalidad 
y la campaña negativa (Schulz, 1997, citado 
en Gleich, 1998). 

Córdova (2013, p. 259) opina: El modelo de co-
municación política en México es resultado de 
un amplio proceso de cambios constituciona-
les, legales e institucionales, en virtud del cual 
se han logrado las condiciones de equidad de 
la competencia política en las últimas cuatro 
décadas con la participación de muy diversos 
actores. Se trata de un modelo que se ha cons-
truido paulatinamente desde 1990 tras la 

creación del Instituto Federal Electoral; es re-
sultado del consenso de los diversos actores 
en el espacio público y constituye un avance 
significativo en la edificación de una nueva re-
lación de los partidos políticos, los medios de 
comunicación y el Estado. Uno de los grandes 
logros de la reforma electoral 2007-2008 es 
que el Estado mexicano se erigió como admi-
nistrador único de los tiempos públicos en pe-
riodo ordinario y electoral, situación que ha per-
mitido garantizar los derechos y prerrogativas 
de los partidos políticos en las contiendas elec-
torales con independencia de su capacidad de 
compra de publicidad electoral.

Los estudios relacionados con los medios de 
comunicación en los procesos electorales son 
pocos o limitados, existe poco evidencia del rol 
que juegan las empresas mediáticas en las 
elecciones en México, sin embargo, en los últi-
mos 40 años, las tareas de comunicar, difun-
dir, informar, y opinar toman relevancia en con-
secuencia de una participación política más 
activa y las reformas a la legislación para ade-
cuar el marco jurídico a la democratizadora 
contar con mecanismos más equitativos y 
transparentes durante los procesos electorales. 
Las reformas electorales en México, (…) son 
producto de una serie de diagnósticos, acuer-
dos y decisiones de distintos actores políticos 
en tránsito en más de tres décadas destaca 
Valdés (2010), cambios jurídicos que empie-
zan a registrarse muy cercano a los 80’s y 
que tienen como antecedente la reforma elec-
toral de 1977, 1986, 1989 -1990, 1993, 
1994, 1996 […] y 2007 -2008, que introdujo 
cambios sin precedentes (Córdova, 2013, p. 
120). 

Rojas (2012) consideró que la intervención de 
los medios de comunicación en las elecciones 
presidenciales del 2006 fue una clara mues-
tra de las carencias y vacíos legales de la Ley 
Electoral vigente desde 1996 […] “la reforma 
del 2007 tuvo como eje rector la neutraliza-
ción de los poderes fácticos y la recuperación 
del espacio público”. Mientras el IFE hacía el 
conteo de votos, Valdés (2016) resalta cómo 
la prensa escrita nacional después de las elec-
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ciones del 2006, mantenía informada a la ciu-
dadanía a través de notas informativas y edi-
toriales; era así como marchaba la agenda de 
la opinión pública en México. 

Pero fue la reforma del 2014 posterior a esas 
siete generaciones de cambios y más cambios 
en la legislación electoral la que amplió las fa-
cultades del INE en seis ejes temáticos; la co-
municación política, fue quizá la que registró 
una mayor intervención, pero a partir del 2014, 
iniciaron sanciones por violaciones en la pro-
paganda política, electoral e institucional, ade-
más de regularse el acceso a los medios de 
comunicación (artículo 41 base III, apartado D 
y artículo 99, base IX).

Los medios de comunicación de masiva, pren-
sa, radio y televisión, ejercen una influencia im-
portante sobre los procesos políticos, específi-
camente sobre los procesos electorales, postu-
la Aceves (1993, p. 250), lo cual se encuadra 
en la teoría de la agenda setting, para enten-
der el papel de los medios de comunicación y 
el grado de influencia que ejercen en el pú-
blico (audiencia o lector). Otras teorías funda-
mentales para los estudios en la relación de 
los medios de comunicación, la comunicación 
política y los procesos electorales son la teo-
ría del silencio y la teoría framming y prime 
que alude directamente a la televisión. En épo-
ca de campaña, los políticos utilizan esta for-
ma de comunicación (información cotidiana so-
bre acontecimientos políticos) como recurso 
estratégico para transportar contenidos políti-
cos, objetivos e imágenes, sin incurrir en cos-
tos, es por ello, que los free media aparecen 
como la forma más adecuada para llegar a los 
votantes que los paid media (Gleich, 1998).

El verdadero poder de los medios de comuni-
cación reside en su capacidad de penetrar en 
la conciencia de los individuos, influenciándo-
los para que orienten su voto en determinada 
dirección (Aceves, 1993, p. 224), ello adquie-
re una amplia dimensión en su capacidad de 
influir en el proceso de formación de la opinión 
pública. Gleich (1998) advierte que la función 
de la tematización de los medios en relación 

con la comunicación política (agenda setting, 
estudios de Maxwell McCombs y Donald Shaw) 
tiene otras implicaciones pues los medios, no 
solo influyen en los temas sobre los que opinan 
los televidentes, sino también como estos re-
flexionan, después de los temas presentados.

El acceso a los medios de comunicación ma-
sivos, en algunos países, (no en México) se re-
parte de manera equitativa e igualitaria entre 
los contendientes; pero en México eso lo de-
termina los votos de cada partido, en las elec-
ciones anteriores al proceso electoral siguien-
te. Dado que los medios de comunicación ma-
siva, especialmente la televisión, se han con-
vertido en creadores de imagen en la política, 
“la adopción de cualquier procedimiento en es-
te punto, tendrá efectos determinantes en el 
sistema electoral en su conjunto” (Infante, 
2005, pp. 67-68); “la actividad informativa de 
los medios es el proceso mediante el cual se 
construye la realidad, incide con mayor poder 
en el nivel cognoscitivo de las audiencias, es 
por ello que los partidos y políticos se mues-
tran interesados en aparecer con frecuencia 
ante las cámaras de televisión (Aceves, 1993, 
p. 251). En contraparte y para no perder adep-
tos en la publicidad, es que los medios impre-
sos han acuñado la frase: “se gana con la te-
levisión, pero se gobierna con los impresos”, lo 
cual es altamente atractivo para algunos po-
líticos dado los altos costos publicitarios de la 
televisión.

Resulta más fácil llegar a través de la televi-
sión a sectores menos interesados en la polí-
tica, argumenta Gleich (1989), pero esta ase-
veración deja a la omnipotencia de los medios 
de comunicación y sus efectos directos en las 
audiencias, lo que puede constituir una afirma-
ción con poco fundamento. Gleich insiste en 
que la comunicación política en los procesos 
electorales influye más en las imágenes de los 
candidatos, que, en la decisión del voto. De la 
Garza (2017) opina: (…) en cuestión de política 
y otros temas, los ciudadanos obtienen infor-
mación de diversas fuentes, sin embargo, la 
más utilizada son los medios de comunica-
ción, tanto los tradicionales como los digitales, 
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sin dejar a un lado la interpretación que los in-
dividuos logran en sus relaciones interpersona-
les.

Córdova (2013) ha expuesto que: (…) los me-
dios de comunicación forman parte de los ac-
tores con mayor capacidad de influencia en la 
vida política de las sociedades modernas y tie-
nen una enorme responsabilidad en la calidad 
y contenido de la información que reciben los 
ciudadanos de una colectividad, ya que en la 
medida que transmiten información sin distor-
siones o manipulaciones se convierten en su-
jetos de gran relevancia en la construcción de 
ciudadanía, de hecho, una opinión pública bien 
informada es una de las condiciones de la de-
mocracia.
No obstante, De la Mata (2017) es de la opi-
nión que “el modelo de comunicación política 
es uno de los temas más complicados de ana-
lizar actualmente en el derecho electoral y que 
sin duda será motivo de reflexión del legisla-
dor y del constituyente permanente para futu-
ras reformas, más allá del 2018”.

Jaiven y Zúñiga (2013) hace una acotación: 
(…) desde que la mujer inicia su lucha por el 
sufragio, los medios de comunicación, en espe-
cífico, la prensa escrita, fue un espacio de ex-
presión de ideas, denuncias y solicitudes, pues 
las “sufragistas”, como se les nombra a quie-
nes lucharon por el voto femenino, escribieron 
en revistas y periódicos para discutir y defen-
der sus derechos y esto les permitió abrir es-
pacios de participación. 

La intervención y participación de los medios 
de comunicación en las elecciones presiden-
ciales del 2006 dieron muestra de las caren-
cias de la Ley Electoral (Valdés, 2010; Rojas, 
2012), lo que propició cambios “en la columna 
vertebral de la reforma 2007 […] una legisla-
ción más rigurosa con respecto a la propagan-
da en medios electrónicos en materia electo-
ral” (Valdés, 2010), estableciendo una nueva 
relación entre medios de comunicación, perio-
distas y figuras políticas, en un inicio única-
mente medios electrónicos. Reese (2021) da 
a conocer que un estudio mundial destaca-

ba que si bien se ha operado un progreso en 
cuanto a la condición de las mujeres en gene-
ral, por lo que respecta a su representación en 
los medios de comunicación y la política, los 
avances son más lentos, por lo que ha resul-
tado bastante complicado y lento el reconoci-
miento de los derechos políticos de las muje-
res, en este andar es bastante simulación en-
tre el discurso y la realidad, es por ello, que 
las medidas que dieron origen a impugnacio-
nes y protestas al considerar excesivas las 
sanciones previstas por Ley a las violaciones 
reiteradas a la propaganda electoral en la re-
forma de 2014. 

Sin embargo, con tales criterios, se estableció 
una nueva relación con los medios de comuni-
cación, que obligó al mismo tiempo a generar 
y construir un nuevo modelo de comunicación 
política. Reese (2021) especifica que los me-
dios de comunicación ejercen una fuerte in-
fluencia sobre las y los votantes y las brechas 
de género en cuanto a la cobertura mediáti-
ca, lo cual también puede acarrear consecuen-
cias electorales importantes como disuadir la 
participación de las mujeres en el plano polí-
tico, pero también puede presentarse casos en 
donde los partidos y élites políticos a la hora 
de elegir mujeres, simplemente no lo hagan.

La visualización de las mujeres en los medios 
impresos de Tamaulipas.
“Las mexicanas siguen sobre representadas 
políticamente, consecuentemente, muchos de 
sus intereses, necesidades y deseos, permane-
cen ausentes en las contiendas electorales y 
en las agendas de gobierno” (Lamas, 2009, p. 
32); durante más cuatro décadas, las mujeres, 
no solo han sido excluidas de la política, sino 
que sus necesidades han sido postergadas, al 
respecto, Fernández (1999, p. 32) agrega: (…) 
la mujer ha participado de forma notoria en los 
acontecimientos históricos del país, desde la 
colonia hasta la época revolucionaria, y ha te-
nido presencia en las luchas obreras de prin-
cipio del siglo, ha sido soldadera y generala, 
afiliada a clubes liberales, activista en movi-
mientos pro-derechos, incorporándose al tra-
bajo asalariado y al sistema de enseñanza, par-
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ticipando en organizaciones campesinas, obre-
ras, feministas también en los partidos políti-
cos. 
La presencia de la mujer en la agenda pública 
se ha reducido, Reese (2021) presenta una 
ecuación: a mayor sexismo en los medios, me-
nos participación de las mujeres candidatas, 
mientras que la cobertura mediática sexista 
contribuye a la infra representación de las mu-
jeres de política. Este estudio revela que la re-
presentación política de las mujeres es prác-
ticamente nula en los medios de comunica-
ción, aún en periodos electorales, cuando de-
biera la visualización de su participación acti-
va en la vida pública debería empoderar ima-
gen femenina en las contiendas electorales, es 
decir, en periodo electoral se debe aumentar 
la percepción en la cantidad de mujeres aspi-
rando a un puesto de elección popular y ganar 
espacios frente a sus competidores, la idea ra-
dica en pensar en que hay muchas mujeres 
para elegir a una.

El feminismo tomó el término de empodera-
miento del inglés; según las ciencias sociales, 
explican Cornejo et al. (1999), a diferencia “pro-
piamente de palabras castellanas”, tiene otras 
connotaciones como apoderar o potenciar. La 
traducción hace referencia a un proceso y la 
acción de hacerse poderoso. El estadouniden-
se Nelly Stromquist, especialista en educación 
comparada, define empoderamiento como “un 
proceso para cambiar la distribución del po-
der, tanto en las relaciones interpersonales 
como en las instituciones de la sociedad” (ci-
tado por Cornejo et al., 1999, p. 78).
En resumen, el empoderamiento se considera 
como el conjunto de componentes cognitivos, 
en donde se incluyen aspectos psicológicos, 
políticos y económicos. Cornejo et al. (1999) 
describe lo cognitivo como “la comprensión que 
tienen las mujeres sobre sus condiciones de 
subordinación, así como a las causas de ésta 
en los niveles micro y macro de la sociedad […] 
y la necesidad de tomar opciones”; mientras 
que el aspecto psicológico se enfoca más “al 
desarrollo de sentimientos que las mujeres 
pueden poner en práctica a nivel personal y 
social para mejorar su condición, así como el 

énfasis en la creencia de que pueden tener 
éxito en sus esfuerzos por el cambio”; además 
supone que la capacidad para analizar el me-
dio circundante en términos políticos y socia-
les, corresponden al componente político; ello, 
implica la habilidad para participar, organizar 
y movilizar cambios sociales (Cornejo et al.,
1999).

Ochman (2016, p. 36) propone una clasifica-
ción con tres dimensiones: una, en donde esti-
ma que la dimensión colectiva tiene el poder 
sobre, con implicaciones en las relaciones de 
obediencia y dominación de los hombres so-
bre las mujeres; mientras que el poder para, es 
la capacidad de estimular la acción del otro. 
Asimismo, el autor incluye el poder con, que 
permite una acción colectiva y solidaria. Bajo 
lo cual argumenta que, en la dimensión indi-
vidual, las relaciones cercanas se rigen por el 
poder desde adentro, permitiendo vencer la 
opresión internalizada, inculcada dentro de 
los procesos de socialización que concientiza 
quiénes somos y cómo debemos ser. El pro-
grama social que aspira al empoderamiento de 
las mujeres debe incluir estrategias para trans-
formar y modificar las relaciones de poder en 
las tres dimensiones.
El TFPJF (2011, p. 8) menciona: “al ser los 
partidos políticos los responsables del acceso 
a cargos de representación en las democra-
cias […] la finalidad es destacar la actuación 
de estas instituciones políticas para promover 
la participación de las mujeres en la política”. 
Sin embargo, las actividades de los partidos 
políticos con relación al empoderamiento de 
las mujeres, parece no ser de su interés o 
quizá sean mínimos, como lo demuestran al-
gunos estudios realizados en esta materia.

Para Santoyo (2022) se necesitan como 67 
años para cerrar la brecha de género, ello en 
razón que los medios de comunicación tradi-
cionales caminan sin perspectiva de género. 
La perspectiva de Género se define como “la 
metodología y los mecanismos que permiten 
identificar, cuestionar y valorar la discrimina-
ción, desigualdad y exclusión de las mujeres, 
que se pretende justificar con base en las di-
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ferencias biológicas entre mujeres y hombres, 
así como las acciones que deben emprender-
se para actuar sobre los factores de género y 
crear las condiciones de cambio que permitan 
avanzar en la construcción de la igualdad de 
género” (Ley General para la igualdad entre mu-
jeres y hombres, Artículo 5º. Fracción VI).

Reflexiones y análisis de los resultados
Las siguientes gráficas obtenidas como resul-
tado del análisis de medios de comunicación 
observados en Tamaulipas, en el proceso pre-
electoral de 2018, son reveladoras, para este 
ejercicio se contaron el número de noticias pu-
blicadas en la sección local, se distinguieron en 
los ítems la procedencia de hombres con rela-
ción al número de notas con fuente de muje-
res y se hicieron cuadros comparativos. Ade-
más, se tomó en cuenta para este estudio 
cuantitativo la representatividad de la mujer 
ante la opinión pública, es decir, el liderazgo o 
representación en el ejercicio de sus funcio-
nes al momento dar la nota, si lo hizo como 
académica, como científica, educadora, políti-

ca, o simple ciudadana.
Se revisaron periódicos de las tres regiones bá-
sicas del estado de Tamaulipas, en total se 
contabilizaron 1,832 notas de la primera sec-
ción o también incluidas como sección local y 
portadas; durante los 10 días del levantamien-
to de datos, únicamente en 260 notas figuran 
mujeres, es decir, las mujeres protagonizaron 
como fuente informativa una noticia, lo cual 
representa el 14.19 por ciento del total de par-
ticipación con relación a la participación de los 
hombres con un 85.8 %, que en ningún mo-
mento, es similar o se acerca al principio de 
igualdad para la competencia electoral.

Este análisis también reveló que no todas las 
mujeres que fungieron como fuente informati-
va, participaron en temas de política, lo cual re-
duce aún más el posicionamiento de las voces 
femeninas, durante el periodo electoral, pero 
sobre todo en su incidencia en la agenda ciu-
dadana, debido a que los votantes no visuali-
zan esta participación activa de las mujeres en 
los medios de comunicación. (Figura 2).

Figura 2. Visualización de las mujeres en los medios impresos.
Figure 2. Visualization of women in print media.

Fuente: Elaboración propia con los datos obtenidos de la revisión de medios impresos.
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Fueron 260 notas publicadas en el periodo del 
14 de enero al 11 de febrero, la muestra fue 
de 10 días, en donde se visualizó la participa-
ción de las mujeres en las noticias de los cin-
co impresos analizados en el periodo preelec-
toral. 

De acuerdo con los datos recolectados la fuen-
te (mujer) hizo declaraciones en su carácter co-
mo representante de la administración pública 
o gobierno en 116 noticias en los niveles fede-
ral, estatal o municipal, mientras que específi-
camente de política únicamente fueron 32 no-

tas protagonizadas por mujeres en un periodo 
que se consideró trascendental para la selec-
ción de candidatas a cargos de elección popu-
lar; mientras que 43 noticias se clasificaron co-
mo notas de sociedad, al no verse la intensión 
política o de una actividad definida en los seg-
mentos analizados en este trabajo; en menor 
medida aparecieron otras voces con enfoque 
sindical 2, representaciones de organizaciones 
sociales 4, sector empresarial 2, asociación ci-
vil 15, otros 13 entre las que se sumaron a do-
centes e investigadoras de instituciones edu-
cativas básica y universidades. (Figura 3). El 

Figura 3. Distribución de las notas protagonizadas por mujeres.
Figure 3. Distribution of the notes starring women.

Fuente. Elaboración propia.

estudio describe la participación de las muje-
res -de manera general- que en mayor porcen-
taje (51 por ciento) se refiere la participación 
de las mujeres que ocupan un cargo en la ad-
ministración pública, es decir, tienen un rol en 
el gobierno en sus tres niveles (federal, estatal 
o local); entre este grupo están agrupadas 
presidentas municipales, pero también funcio-
narias de alto nivel como secretarias y direc-
toras de área, y por ende, son protagonistas 
de 116 noticias en los medios de comunica-
ción.
Prácticamente el mayor porcentaje de las vo-
ces de mujeres que hablan ante los medios 

de comunicación laboran en el gobierno y sus 
declaraciones son para informar actividades, 
logros o anuncios de la administración públi-
ca. El 28 por ciento de las notas son prota-
gonizadas por la sociedad en general, pero úni-
camente el 12.3 por ciento puede conside-
rarse que son mujeres que hablan de política 
o que tienen aspiraciones por tener presencia 
en los medios de comunicación. 

Este estudio permite inferir que mujeres que 
no están en un cargo, podrían ser considera-
das como precandidatas de su partido políti-
co, pero en ese sentido, el porcentaje de par-
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ticipación política de las mujeres representa-
da en los medios de comunicación impresos 
se diluye a la mínima expresión.

Conclusiones
Existe una gran brecha para la equidad de la 
participación de la mujer en diversos ámbitos, 
pero más, en las esferas para la toma de de-
cisiones, es prácticamente notable la ausencia 
de mujeres, por lo menos en los medios de co-
municación. No se puede hablar de igualdad y 
democracia si se toma en cuenta que, como 
argumenta Camberos (2011, p. 44): (…) más 
del 50 por ciento de la población en nuestro 
país son mujeres, lo que indica que México 
depende en un grado importante de la plena 
participación de las mujeres en la sociedad, lo 
que implica promover la equidad, la justicia, la 
no discriminación y la inclusión. 
Serrano y Bustillo (2014) reconocen que las 
mujeres continúan siendo un grupo margina-
do en cuando a la participación política. Esto 
lo reafirman los resultados de la investigación 
que concluyen: la representación de la mujer 
política a través de los medios de comunica-
ción es nula, o bien podría verse también co-
mo escasa e incipiente. El análisis de los me-
dios de comunicación en el periodo electoral 
nos permite presentar los siguientes datos pa-
ra su reflexión:
La visualización de la mujer en los medios de 
comunicación impresos, es prácticamente nu-
la y comparativamente, los datos estadísticos 
relacionados con su representatividad y sus 
características políticas en el proceso electoral 
en Tamaulipas, resultan alarmantes, ello, a pe-
sar que desde el año 2000, hubo acuerdos 
promovidos por la ONU orientados a promover 
el acceso equitativo de las mujeres a los me-
dios de comunicación, eliminar contenidos se-
xistas, estereotipados y discriminatorios e im-
pulsar investigaciones en razón de género (Nie-
ves, 2015).

Este estudio comprueba que solo un tercio de 
las voces representadas (protagonizadas o son 
fuentes de donde emana la información) en 
los medios de comunicación, corresponden a 
mujeres, pero un alto porcentaje de éstas, ocu-

pan una posición o cargo en el gobierno, es 
decir, son funcionarias municipales, estatales 
o federales, el porcentaje de participación po-
lítica de las aspirantes a un puesto de elec-
ción popular disminuye considerablemente, en 
pleno proceso electoral, datos que son con-
gruentes con investigaciones avaladas por la 
ONU en donde solo el 24 por ciento de las 
personas que son vistas, leídas o escuchadas 
en los medios de comunicación, son mujeres.

No existe empoderamiento de las mujeres a 
través de los medios de comunicación, debido 
a que la representación social o política de las 
mujeres que aspiran a un cargo de elección 
no está configurada como una opción paritaria 
o equitativa, la brecha de género se refleja 
también en los medios de comunicación. San-
toyo (2022) concluye que los medios de co-
municación en México, en general, carecen de 
perspectiva de género, lo cual repercute en la 
forma en la que son percibidas socialmente 
las mujeres. Las mujeres han sido invisibiliza-
das en los medios de comunicación. La siste-
mática ausencia de representación o visualiza-
ción física de las mujeres con aspiraciones 
políticas en los medios de comunicación limi-
ta el empoderamiento y las percepciones a tra-
vés de su imagen política, debido a que la so-
ciedad difícilmente reconoce los atributos po-
líticos de las mujeres al ser excluidas de los 
espacios públicos de difusión masiva. Los me-
dios de comunicación no son conscientes de 
la importancia del equilibrio informativo duran-
te los periodos electorales, y se han mentali-
zado en que deben ampliar las oportunidades 
de presencia entre candidatos, pero la figura 
femenina, ha quedado excluida. Las relaciones 
entre los poderes fácticos y los poderes polí-
ticos a través de las reformas electorales en 
las últimas dos décadas confirman la senten-
cia de Córdova (2013): “hay intereses privados 
contrarios a la lógica estatal”. Los medios de 
comunicación impresos están lejos de alcan-
zar niveles óptimos para garantizar la equidad 
de género en la participación de las mujeres 
con fines de empoderamiento y que ello, les 
permita competir equitativamente frente a los 
hombres. Es necesario aplicar el enfoque de 
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género en noticias y reportajes en diferentes 
áreas como se propuso en la Conferencia In-
ternacional sobre medios de comunicación e 
imágenes de las mujeres (Consejo de Europa, 
2013).
La primera discusión del análisis comparativo 
en la cobertura informativa de los medios im-
presos en materia de género, permite conclu-
siones empíricas en aspectos relevantes rela-
tivos a la equidad de género en el ambiente 
político, si bien es cierto, que el estudio se 
centra en un año electoral, es relevante inci-
dir en la necesidad de impulsar políticas públi-
cas o acciones afirmativas para la equidad y 
paridad en la representación visual de las mu-
jeres en los medios de comunicación, impre-
sos, electrónicos o digitales. En el portal de 
The Beijing Plataform por Action Turns expo-
ne las siguientes medidas: Fomentar la capaci-
tación de las mujeres, adoptar directrices pro-
fesionales para reducir la discriminación y cre-
ar grupos de vigilancia de los medios de co-
municación a efectos de supervisión, mientras 
que “solo hace falta voluntad y estrategias pa-
ra aplicar la perspectiva de género” (Santoyo, 
2022).
Este proyecto expone la presencia de las mu-
jeres en los medios de comunicación, cuya pro-
puesta es concatenar estudios y aportes pa-
ra proponer acciones y medidas que generen 
espacios públicos en la difusión de las ideas 
y el empoderamiento de las mujeres en la 
agenda mediática, como lo afirma Hernández 
(2011, p. 16): “las medidas de inclusión de 
más mujeres en la política pueden sustentar-
se con argumentos por la eliminación de ba-
rreras al ejercicio, en condiciones de equidad, 
de los derechos políticos de las mujeres, frase 
puntual que pone en contexto el papel de los 
medios de comunicación en la representación 
visual, percepciones y empoderamiento de las 
mujeres, en el contexto político, sin excepcio-
nes”.
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Resumen
La adolescencia es una etapa de desarrollo caracterizada por cambios físicos, mentales y emocionales. Dentro de 
esos cambios existen factores de riesgo y protectores que influyen en el uso de drogas a temprana edad, así como en 
el proceso de rehabilitación para dejar de usarlas. En este sentido el propósito de la presente investigación es analizar 
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un familiar impacta en todo su sistema. Los principales hallazgos evidencian que la mediación por su parte es una forma 
pacífica de resolución de conflictos, que presenta beneficios en las personas en diferentes ámbitos, principalmente en 
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autoestima y la gestión de soluciones creativas.
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Introducción
La adolescencia es una etapa del desarrollo en 
la que se presentan cambios en todos los ni-
veles de las personas tanto físico, mental y 
hormonal entre otros. Como observaremos más 
adelante, los autores coinciden en pronósticos 
positivos al realizar abordajes de prevención y 
atención de problemas psicosociales en esta 
etapa del ser humano. 

La adolescencia es un período dinámico para 
el desarrollo de la regulación de las emociones. 
Para muchas personas, las habilidades de regu-
lación de emociones mejoran dramáticamente 
durante la adolescencia; sin embargo, para al-
gunos jóvenes, la adolescencia marca el co-
mienzo o empeoramiento de la psicopatología 
que se caracteriza por dificultades con la regu-
lación de las emociones (Krabbendam & Bra-
ams, 2022). Por lo que aprender a regularlas a 
una edad temprana, previene conflictos emocio-
nales en la vida adulta. 

A medida que se producen cambios biológicos, 
psicológicos y sociales, es importante entender 
cómo estos cambios están entrelazados y con-
tribuyen al éxito que tiene como resultado el 
desarrollo de la resiliencia y la salud de los 
adolescentes; así como a los resultados de ma-
la adaptación, como comportamientos arriesga-
dos. La doctrina habla de factores protectores 
o de riesgo; dependiendo si benefician o no al 
sano desarrollo y bienestar del adolescente. 
Uno de los factores de riesgo que con frecuen-
cia se presenta en la transición de la adoles-
cencia, es la adicción a las drogas. En México, 
sólo en el periodo de pandemia aumentaron 
las adicciones al consumo de drogas duras, un 
15 % en adolescentes y jóvenes de entre 18 
y 24 años. Por otro lado, el uso de la marihua-
na subió un 17 % y el consumo de alcohol en 
un 14 %. También se observa que los adoles-
centes entre 15 y 17 años han aumentado más 
el consumo de drogas en relación con los jóve-
nes adultos (Content, 2022). 
La familia desarrollada en un contexto sano y de 
armonía, es uno de los factores protectores más 
importantes en los adolescentes. El problema 
surge cuando un adolescente tiene problemas 

de adicciones y su entorno cambia, propiciando 
conflictos en las relaciones familiares. Esta se 
debilita y presenta dificultad en fortalecer la red 
familiar, la comunicación y alejamiento entre el 
adolescente y su familia.
Se ha estudiado dentro de las formas de solu-
ción pacífica de conflictos, la mediación. La cual 
surge como un método tangible que beneficia 
la gestión del conflicto de manera positiva y 
amigable. Los conflictos se presentan diaria-
mente en la vida de todas las personas, la for-
ma de resolver un conflicto tiene efectos direc-
tos en el aprendizaje de los involucrados y pue-
de incidir en el estilo de vida de estos, pues al 
acostumbrarse a utilizar herramientas tales co-
mo, escucha activa, empatía y asertividad, apren-
den aplicarlas en la cotidianidad (Caravaca & 
Sáez, 2013). 

Diversos autores han encontrado múltiples be-
neficios en los individuos que participan en los 
procesos de mediación, también abordan los be-
neficios desde la perspectiva de adolescentes 
o sus familias. Estos beneficios se enmarcan 
en distintos ámbitos, como pueden ser perso-
nales, emocionales, de bienestar, legales, etc.
La mediación se presenta como una solución a 
esta problemática a través de la pregunta: 
¿Cuáles son los beneficios de la mediación fa-
miliar que favorecen los factores protectores en 
adolescentes con adicciones? 

Los beneficios de la mediación familiar que fa-
vorecen los factores protectores en adolescen-
tes con adicciones son:

1. Expresión de las emociones.
2. Responsabilidad parental.
3. Autoestima.
4. Gestión de soluciones creativas. 

Este estudio se realizó con el objetivo de “Ana-
lizar la mediación familiar como factor protector 
en adolescentes con adicciones.”
Los objetivos específicos son:

1. Conocer a nivel descriptivo el concepto 
de adolescencia, sus principales caracte-
rísticas y factores protectores y de riesgo 
en su desarrollo. 
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2. Presentar un panorama general en Mé-
xico sobre los adolescentes en situación 
de adicciones. 

3. Describir los conflictos familiares en 
aquellas familias que incluyen algún 
miem-bro con adicciones.

4. Analizar los beneficios de la mediación 
familiar en adolescentes con adicciones 
que la convierten en un factor protector 
en adolescentes con adicciones.

La metodología se basa en la revisión del esta-
do del arte utilizando revistas científicas, busca-
dores o bases de datos científicas como Goo-
gle Académico, Pubmed, Redalyc, ResearchGa-
te, Scielo, entre otras. En las bases de datos se 
utilizaron palabras como: adolescencia, adiccio-
nes, conflictos familiares, mediación familiar, 
factores de riesgo en adolescentes y factores 
protectores en adolescentes. Se encontró un to-
tal de 80 documentos entre libros, artículos 
científicos, glosarios y otros documentos de di-
ferentes disciplinas como derecho, psicología, 
medicina y sociología. Los criterios tomados en 
cuenta fueron: el valor de la información, el ri-
gor metodológico, año de publicación y trayec-
toria de los autores. 
Cada uno de los objetivos se fue desarrollan-
do a través de su explicación y análisis. El dis-
curso en su totalidad intenta mostrar el tema 
como un todo. No obstante, se incluyó una con-
clusión para destacar los puntos fundamenta-
les de las reflexiones y propuestas.

Adolescencia
Si se realiza una introspección en la vida pro-
pia, se puede considerar a la adolescencia co-
mo una de las etapas del desarrollo más im-
portantes. No solamente marca un precedente 
en lo que hoy son, también se abre la visión a 
las posibilidades de lo que se quiere ser y ha-
cer en la vida. También ha sido fuente de es-
tudio de diferentes disciplinas como lo son la 
salud, psicología, sociología, derecho y algunas 
más. Esto demuestra que su adecuada inter-
vención beneficia la solución de problemáticas 
que impactan en múltiples disciplinas. Desde 

una perspectiva biológica o física, la adolescen-
cia es el periodo más sano de la vida. Sin em-
bargo, conlleva grandes riesgos que impactan 
en la vida futura de las personas como el uso 
de drogas, las conductas sexuales arriesgadas, 
la obesidad, los embarazos, la violencia y los 
problemas nutricionales. En este período de 
transición los cambios físicos, psicológicos, fi-
siológicos y hormonales ocurren simultánea-
mente y de forma sumamente rápida. La mayo-
ría de las veces, estos cambios ocurren en au-
sencia de cualquier tipo de apoyo de expertos 
o de orientación para hacer frente a la transi-
ción (Joesephine & Premraj, 2016). Razón por la 
cual es importante fortalecer las relaciones fa-
miliares a través de la comunicación. 
Esta etapa es producto de las circunstancias 
históricas y sociales. En el siglo XVIII se imple-
mentó el término adolescencia (Krauskopf, 
1996), mismo que proviene del verbo latino 
“adolescere” que significa crecer o desarrollar-
se. Por lo tanto, la palabra deriva del participio 
presente activo; que es lo que está creciendo. 
También del latín “a hacia”, que refiere la con-
dición o proceso del crecimiento (Chile, 2017). 
La adolescencia está relacionada con el proce-
so de configuración de la identidad. Según la 
psicología evolutiva, es en esta etapa cuando 
“se consolida un proceso continuo en que cada 
individuo va definiendo quién es dentro de un 
contexto social, proceso que se desarrolla en el 
marco de las relaciones interpersonales” (Ber-
ger, 2017, pág. 103). 

Las etapas de la infancia y adolescencia influ-
yen significativamente en la adquisición de ca-
pacidades y bienestar en la vida adulta. Esto 
debido a dos aspectos: el primero es que, en la 
niñez se adquieren las bases de la inteligencia 
emocional que es un predictor de capacidades 
en la vida adulta (Weiland & Yoshikawa, 2013); 
y el segundo, porque en esta etapa se forma 
una red de conexiones neuronales (Spear, 
2013) que permite la transmisión de informa-
ción posibilitando las funciones vitales, capaci-
dades físicas y mentales básicas y superiores 
(Figueiras, 2021). 
Para Sharma esta etapa comienza en la biolo-
gía y termina en la sociedad (1996). Como he-
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mos mencionado, es una etapa caracterizada 
por cambios incluso en el desarrollo del cere-
bro donde factores como contextos sociales o 
las experiencias vividas juegan un papel crucial 
en la configuración de su trayectoria (Zanolie, y 
otros, 2022).  

Como se puede observar, todos los autores 
coinciden en la importancia de una intervención 
adecuada en esta etapa y como diferentes fac-
tores inciden en un camino de bienestar o por 
el contrario una línea de problemáticas a largo 
plazo. Diversos estudios han clasificado a estos 
factores en relación con su beneficio o ponen 
en riesgo el bienestar del individuo. A estos ele-
mentos se les denomina protectores o de ries-
go. Para fines de este artículo, se hará referen-

cia a esos factores enfocados sólo en la adoles-
cencia.
En cuanto al campo de salud se trata, hablar de 
factores protectores, se refiere a esas caracte-
rísticas del individuo que favorecen el desarro-
llo humano. Jessor (1977) los divide en cuanto 
al adolescente, la familia y la comunidad. Aun-
que el autor los clasifica, podemos observar que 
en los tres casos se enfocan a actividades simi-
lares, simplemente brindadas por los diferentes 
entornos. Es decir, va a influir la imagen positi-
va propia, la opinión positiva de la familia o de 
la comunidad. Otro ejemplo sería relaciones po-
sitivas con iguales, tiempo de calidad en fami-
lia o actividades psicosociales en la comunidad.
A continuación, en la siguiente tabla 1 se des-
glosa la división presentada por el autor:

Tabla 1. Factores de Protección en la adolescencia.
Table 1. Protective factor in adolescence.

Fuente: Elaboración propia con base en información de Jessor (1977). 

ADOLESCENTE FAMILIA COMUNIDAD

Salud física y adecuada nutrición Necesidades básicas cubiertas 
(comida, ropa, seguridad)

Oportunidades de educación, 
hogar y vocación

Imagen corporal positiva Ser empático con cambios 
emocionales

Actividades psicosociales

Buenos hábitos de salud Fortalecer la autoimagen Apoyo a las necesidades 
familiares

Ejercicio Tiempo de calidad Legislación que proteja a los 
adolescentes

Relaciones positivas con iguales Premiar logros Servicios de salud y educación 
acordes a su edad

Experimentar esperanza, alegría, 
éxito y amor

Propiciar amistades Ambiente libre de riesgos

Buena autoestima Independencia y responsabilidad

Manejo de estrés Equilibrio y apoyo

Autonomía acorde a su edad Apoyar metas educacionales y 
vocacionales
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Por el lado contrario, los factores de riesgo son 
ciertas características o conductas que llevan 
directa o indirectamente a resultados negativos 
o poco favorecedores de la salud o su desarro-
llo (Argaez, Echeverría, Evia, & Carrillo, 2018). 

Peterson, Hawkins y Catalano (1992) los distri-
buye en cuanto son relacionados con la comuni-
dad, familia y escuela y el propio adolescente, 
tal como se describen en el siguiente tabla 2:

Tabla 2. Factores de riesgo en la adolescencia.
Table 2. Risk factors in adolescence.

Fuente: Elaboración propia con base en información de Peterson, Hawkins y Catalano  (1992). 

COMUNIDAD FAMILIA ESCUELA ADOLESCENTE

Privación económica y 
social

Antecedentes familiares 
de drogodependencia

Conducta antisocial a 
temprana edad

Alineación y rebeldía

Bajo apego en la crianza Problemas de control por 
parte de la familia

Fracaso académico Conducta antisocial 
temprana

Desorganización 
comunitaria 

Uso de drogas por vía 
parental

Bajo compromiso en la 
escuela

Amigos que consumen 
drogas

Los cambios o 
transiciones

Actitudes positivas hacia 
el uso de drogas

Primeros consumos 
tempranos

Movilidad

Disponibilidad de las 
drogas

Entre otras cosas, del cuadro anterior se des-
prende que la familia, escuela y la comunidad 
pueden influir de manera positiva o negativa en 
el desarrollo del adolescente y por lo tanto en 
el resto de su vida. Los estudios que hablan de 
adolescentes, regularmente incluyen alguno de 
esos ámbitos, pues como hemos visto, impac-
tan de manera directa en ellos. 
Muchos de sus problemas de salud son preve-
nibles y su atención no está adecuadamente or-
ganizada. Es necesario prevenir los factores de 
riesgo y potenciar los factores de protección o 
resiliencia. (Güemes-Hidalgo, Ceñal, & Hidalgo, 
2017). Este enfoque también ha sido adoptado 
por la psicología positiva, así como los estudios 
enfocados en el bienestar integral del adoles-
cente. 

Drogas y consumo
El uso de drogas es uno de los factores de ries-
go en la adolescencia con mayor presencia. El 
consumo de drogas en la población adolescen-
te va en aumento año tras año y sus conse-
cuencias afectan diferentes áreas como el fra-
caso escolar y aumento de trastornos menta-
les. Otras de las consecuencias son déficit del 
rendimiento escolar, malas prácticas de alimen-
tación, acoso escolar, intento suicida y en gene-
ral problemas de tipo conductuales (Villatoro, y 
otros, 2016). 

La Organización Mundial de la Salud hace refe-
rencia al significado de la palabra consumo re-
firiéndose a alcohol o drogas, como una auto-
administración de una sustancia psicoactiva. 
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Por esta última se entiende “sustancia que, 
cuando se ingiere, afecta a los procesos men-
tales como la cognición o la afectividad”. Este 
término y su equivalente sustancia psicotrópi-
ca, son las expresiones más neutras y descripti-
vas para referirse a todo tipo de sustancias, le-
gales e ilegales para la política en materia de 
drogas (OMS, 1994, pág. 58).

El consumo de drogas en México y el mundo se 
ha convertido en un problema de salud pública. 
Las adicciones se comportan de forma muy dis-
tinta a otro tipo de enfermedades. Lo anterior 
en virtud de que están relacionadas con facto-
res culturales, morales, religiosos, legales, en-
tre otros que dificultan su abordaje (SS, 2021). 
Se dice que los trastornos mentales y las adic-
ciones no deben ser considerados sólo como 
problemas de salud si no que requieren el in-
volucramiento de otros sectores tales como lo 
son la educación, vivienda, el sector laboral (em-
pleo), entre otros (Quijada & Sotelo, 2019). Es-
te punto se puede reforzar, cuando abordamos 
los factores de riesgo y protección, y como es-
tos impactan desde diferentes ámbitos como el 
personal, familiar, escolar y comunitario. A pe-
sar de que se manifiesta en la salud física, al 
involucrar diferentes ámbitos se vuelve un pro-
blema social. 

Las estadísticas nacionales (INEGI, 2021) nos 
indican que, del total de los delitos del fuero co-
mún federales, el 4.7 % estuvieron relacionados 
con drogas. De ese porcentaje el 92.7 % tiene 
que ver con narcomenudeo y el 7.3 % con deli-
tos federales contra la salud. De los delitos de 
narcomenudeo, la mitad de los delitos, es decir 
el 50.1 % se refieren a la posesión y comercio 
de marihuana, el 34.1 % con metanfetaminas 
y el 14.4 % con cocaína.  

En el año 2016 se realizó la última Encuesta 
Nacional de Adicciones que registró 2,124 me-
nores de edad internados en Consejos Tutela-
res. La mayoría tiene un promedio de 16.3 
años. Se mostró que el 91.9 % de los adoles-
centes tienen más de 15 años y el resto están 
entre los 10 y 14 años de edad. Del total pre-
sentado, el 28.1 % cometió un delito bajo el 

efecto de una sustancia. Así mismo, dicha en-
cuesta estima que de 53 mil 588 personas que 
recibieron atención en Unidades de Especiali-
dades Médicas o Centros de Atención Primaria 
en Adicciones, el 48 % corresponde a adoles-
centes entre 12 y 17 años (ENCODAT, 2017). 
Como se puede observar las adicciones ocu-
pan una cifra sumamente alta en la población 
adolescente.

Garantizar una vida sana y promover el bienes-
tar de todos a todas las edades es el objetivo 
número tres de la Agenda 2030 y los Objetivos 
para el Desarrollo Sostenible (Asamblea Gene-
ral de la ONU, 2015). Dentro de sus metas se 
enmarca “Fortalecer la prevención y el trata-
miento del abuso de sustancias adictivas, in-
cluido el uso indebido de estupefacientes y el 
consumo nocivo de alcohol”. Esto reitera la im-
portancia del tema no solo a nivel nacional, 
pues ha requerido una estrategia de abordaje 
mundial. 

Conflictos familiares
La adolescencia es una etapa en la que se pue-
den presentar conflictos familiares, principal-
mente entre padres e hijos. No obstante, tam-
bién se ha destacado el efecto positivo de la fa-
milia como factor protector de riesgos, en esta 
etapa es cuando se desarrolla en un contexto 
afectivo y de comunicación (Hetherington & 
Anderson, 1988). Es decir, la familia puede in-
fluir a qué las problemáticas que se presentan 
en la adolescencia se hagan más graves, tal 
es el caso de la desintegración familiar y su 
influencia en el uso de drogas. O bien, un buen 
soporte familiar y estrategias de acompaña-
miento y comunicación en un adolescente con 
problemas de adicción, potencializa su capaci-
dad de hacer frente a la adicción. 

Los conflictos familiares de por si tienen ya un 
contexto personalizado que se vuelve complejo 
al incluir factores legales, económicos y emo-
cionales, además de muchos otros (Franco-Cas-
tellanos & Pérez-Fuentes, 2021). Éstos mismos 
se complican más cuando uno de los familia-
res tiene adicción a drogas, principalmente si 
es menor de edad. Continuamente se presen-
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tan situaciones donde los adolescentes dejan 
de estudiar, roban a sus familiares para adqui-
rir la droga, faltan a los trabajos o presentan 
intolerancia en la convivencia con otros miem-
bros de la familia o conductas violentas y agre-
sivas. 

De hecho, la familia es considerada el grupo pri-
mario que recibe las consecuencias directas 
de la adicción de un miembro de esta. Entre di-
chas consecuencias se puede mencionar: des-
gaste de las relaciones familiares, hostilidad, 
desarmonía emocional y conflictos en la comu-
nicación (Ruíz, Hernández, Mayrén, & Vargas, 
2014). Se podría agregar también emocionales 
como depresión. Las personas con adicciones 
a las drogas rompen lazos con las personas 
cercanas y tienden a alejarse de ellas. La fami-
lia afectada por este consumo modifica su es-
tructura y genera una dinámica en torno al uso 
de estas sustancias (Oficina de las Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito, 2017). Esta 
dinámica suele tener efectos negativos en el 
bienestar subjetivo percibido de las familias y 
en su entorno en general.

La adicción a las drogas de un miembro de la 
familia cambia la dinámica normal del sistema 
familiar. A partir de este hecho cambian las for-
mas de relacionarse entre sus miembros, los 
vínculos familiares se desgastan y se distorsio-
nan los sentimientos del grupo. Algunas de las 
problemáticas que se presentan son: aumento 
en la intensidad y frecuencia de discusiones, 
robo, actitudes violentas, ausentismo escolar, 
entre otras. Esto provoca un sin número de si-
tuaciones conflictivas, tanto para la persona 
adicta a las drogas como para los miembros de 
la familia, siendo en muchas ocasiones esa dis-
función familiar la que colabora en perpetuar la 
adicción.

Según UNICEF, los programas de crianza enfo-
cados a adolescentes deben fomentar el bene-
ficio de relaciones amorosas y recíprocas entre 
padres y adolescentes, para el bienestar de es-
tos últimos (UNICEF, 2021). Del análisis de los 
autores mencionados, se puede destacar la im-
portancia de encontrar formas que fortalezcan 

la comunicación y sus herramientas como aser-
tividad, empatía, escucha activa que permita 
solucionar y gestionar de manera pacífica los 
conflictos dentro de las familias.

Mediación familiar
Desde la cultura de paz, todos los métodos de 
resolución de conflictos ponen énfasis en reco-
nocer los intereses de la otra parte. Es decir, la 
capacidad que tienen para negociar de mane-
ra positiva, transformar voluntariamente objeti-
vos, generar empatía y comprender emociones 
y sentimientos de los demás (Bejarano, 1995). 

El valor de las técnicas de resolución de conflic-
tos (Álamos, 2009) se basa en el desarrollo de 
habilidades sociales que residen en:

• Prevenir la generación de violencia fundada 
en el bien de todos.
• Fomentar las ventajas de su ejercicio.
• Superar la intolerancia y beneficiar el respe-
to al otro.
• Promover la convivencia.
• Fortalecer la legalidad y respeto a los dere-
chos humanos.

En investigaciones desarrolladas por Gorjón 
(2020), estos métodos se consideran como ge-
neradores de bienestar, pues dentro del conflic-
to, estás técnicas pueden aportar armonía y 
percepción de calidad de vida en los involucra-
dos. Dentro de los métodos de solución de con-
flictos podemos mencionar a la conciliación, 
mediación y la negociación. 

Para López la mediación (2021, pág. 4) es un 
“método de resolución de conflictos voluntario 
en donde están presentes dos o más partes en 
conflicto con la voluntad de participar en un pro-
ceso en el que tendrán como objetivo lograr 
acuerdos satisfactorios para ambas partes y 
en el que estarán asistidos por la participación 
de una tercera figura imparcial encargada de 
guiar el proceso otorgando protagonismo a las 
partes.” 

Otra definición es la que lo considera “un proce-
dimiento extrajudicial y privado que es un mé-
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todo de actualidad que tiene como característi-
cas la eficiencia eficacia y flexibilidad y en don-
de existe la autonomía de la voluntad manifies-
ta desde la elección del método a utilizar hasta 
la decisión del carácter vinculante con el siste-
ma jurisdiccional, con el objetivo de lograr una 
solución negociada con la ayuda de un facilita-
dor neutral.” (Córdova, Ochoa, & Durán, 2019, 
pág. 289)

La mediación se puede ver como una herra-
mienta, que puede aplicarse en diferentes con-
textos como son la familia, comunidad, trabajo, 
organizaciones, entre muchas otras y en todas 
provee las condiciones necesarias para que se 
genere la adquisición de habilidades, capacida-
des o aptitudes para la vida, que permitan 
afrontar de una manera positiva y constructiva 
día a día (Caravaca & Sáez, 2013). 

Los objetivos de la mediación engloban la mejo-
ra de la comunicación y relación entre las par-
tes. Su objetivo es propiciar soluciones pacta-
das y adecuadas a cada caso, evaluar las ne-
cesidades de las partes y disminuir la confron-
tación entre ellas (Moore, 1995). 

La mediación es un método que influye en los 
procesos de transformación familiar, pues be-
neficia en la transición del abordaje del conflic-
to donde generalmente tienen aspectos com-
plejos y violentos, caminando hacia estructuras 
no violentas y de diálogo al otorgar una convi-
vencia pacífica (Iglesias & Medina, 2021). 

Basado en lo anterior, se puede señalar que, la 
participación en un proceso de mediación fami-
liar mejora la comunicación, las relaciones y el 
apoyo entre los integrantes de la familia. Pues 
adaptando los beneficios que presenta en los 
involucrados en un proceso, cuando estos son 
miembros de una familia refleja en ella la pre-
vención de violencia, respeto a los otros miem-
bros, mejora la convivencia tal como lo mencio-
namos anteriormente. Así mismo, si se habla 
que la mediación construye puentes de comuni-
cación, si se implementa a nivel familiar genera 
estos puentes dentro de la misma. La media-
ción familiar es un tipo de medida que se pre-

senta como una alternativa de intervención en 
conflictos familiares, en la cual se construye un 
consenso a través de la intervención del media-
dor (Suárez & Méndez, 2013). Pues en palabras 
de Perral y Ferrari el mediador posibilita con su 
intervención la posibilidad de crear caminos pa-
ra la comunicación y establecimiento de acuer-
dos (Peral & Ferrari, 2020). 

También es considerada una técnica o procedi-
miento con el objetivo de apoyar a los miem-
bros de la familia a negociar sus conflictos a 
través de instrumentos que permitan resolver-
los de una manera pacífica. (Bobadilla, 2017). 
Con ello, se fomenta el diálogo, la compren-
sión del conflicto, la posibilidad de priorizar los 
intereses de la familia, propuestas de solución 
confiables, y principalmente la construcción de 
acuerdos (Valdivia, 2019).  

En este caso, el mediador debe estar capacita-
do para resolver el conflicto, y a través de diver-
sas herramientas como escucha activa, empa-
tía, valores, entre otros, se genera un cambio 
personal que permite mejorar las relaciones 
con las otras personas (Castillo, 2021). Su pa-
pel se enfoca en encontrar soluciones y acuer-
dos que sean posibles de cumplir y sobre todo 
de sostenerse en el tiempo, esto permite que el 
proceso sea más humano y se respete la esen-
cia de la familia (González, 2020). Al participar 
y vivir la experiencia, los miembros de la fami-
lia comprueban el beneficio del diálogo pacífico 
y se dan cuenta de su capacidad de construir 
acuerdos donde todos salen beneficiados, esto 
produce cambios en las dinámicas en las que 
suelen desenvolverse. 

Beneficios de la mediación familiar en adoles-
centes
González (2020) considera que los principales 
objetivos de la mediación familiar son: benefi-
ciar la comunicación al propiciar el diálogo, po-
sibilitar que las partes lleguen a un acuerdo y 
que esos acuerdos perduren en el tiempo y se-
an materialmente posibles. Cuando una perso-
na puede solucionar de manera correcta un con-
flicto, esto se refleja en su manera de sentirse 
mejor y en su comportamiento en general más 
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sereno y pacífico en su participación en la so-
ciedad. La forma en la que se soluciona un con-
flicto interpersonal impacta de manera positiva 
o negativa en el bienestar emocional (De Sou-
za, 2012).
Para Gorjón (Gorjón, 2020) la mediación tiene 
elementos que inciden en el bienestar de las 
personas, entre los que menciona: calidad de 
vida, libertad de decidir, satisfacción en la solu-
ción de conflictos, habilidades sociales para re-
lacionarse y bienestar subjetivo percibido. Al 
participar en un proceso de mediación familiar 
los miembros adquieren habilidades en la solu-
ción de conflictos, por el simple hecho de parti-
cipar. 
Si bien el concepto de habilidad es un construc-
to social (Rigby & Sanchis, 2013). “tienen su fun-
damento en lo que las personas son capaces 
de hacer desde sus condiciones neurofisiopsi-
cológicas; éstas pueden ser específicas, cuan-
do son requeridas en cierta tarea, e integrati-

vas cuando se realizan en situaciones comple-
jas.” (Portillo-Torres, 2017, pág. 4).

Diversos autores han estudiado los beneficios 
para los participantes de un proceso de media-
ción: Cobos (2013) hace referencia a la autorre-
gulación, autocontrol, desarrollo habilidades 
emociones; Corella y Arias (2015) destaca que 
dignifica las relaciones familiares, promueve la 
responsabilidad parental, y la autodetermina-
ción de sus integrantes; Sánchez-porro y Gon-
zález distinguen (2017) en relación a su solu-
ción, permite visualizar y valorar otros puntos de 
vista y opiniones, previene la violencia entre los 
involucrados, y realizar un análisis del problema 
y gestión del pensamiento racional; y también 
en lo económico, reduce el costo, permite un 
control sobre los resultados. Tal como lo esque-
matizamos en la siguiente tabla 3 de acuerdo 
con los autores mencionados:

Tabla 3. Beneficios de la Mediación en la Adolescencia y la Familia.
Table 3. Benefits of Mediation in Adolescence and Family.

COBOS CORELLA Y ARIAS SÁNCHEZ-PORRO Y 
GONZÁLEZ

PILATAXI-CHUCAND, 
ARANDIA-ZAMBRANO Y 

ATENCIO-GÓNZALEZ

Visión positiva del 
conflicto

Normalización, digni-
ficación preservación 

de las relaciones 
familiares

Mayor habilidad de 
visualizar y valorar 

otros puntos de vista y 
opiniones

El costo económico

Socialización en el 
conflicto

Promueve respinsabili-
dad parental

Análisis de los pro-
blemas y gestión del 

pensamiento racional

Gestión de soluciones 
creativas

Promueve el dialogo y 
la comunicación eficaz

Adaptación de las 
soluciones

Beneficia la res-
ponsabilidad de los 

integrantes
Control sobre el resultado

Genera esquemas de 
diálogos basados en 
el razonamiento y el 

consenso

Autodeterminación de 
los integrantes de la 

familia
Resalta los valores de 

la convivencia

continúa...
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Fuente: Elaboración propia con base en información de Cobos (2013), Correla y Arias (2015) , 
Sánchez-Porro y González (2017), Pilataxi-Chucand, Arandia-Zambrano y Atencio-González (2022).

Busca mantener la rela-
ción e incluso mejorarla

Compromiso Permite la expresión 
de emociones

Desarrolla autorrela-
ción y autocontrol

Conciencia del 
conflicto

Beneficia la 
autoestima

Favorece autoestima Menor costo 
emocional

Reduce el estrés

Aporta responsabilidad 
y autonomía

Limita efectos 
negativos

Propicia sensación de 
felicidad

Se fundamenta en valo-
res de equidad, justicia 

y cooperación

Ahorro y optimiza-
ción de todo tipo de 

recursos

Previene violencia en-
tre los involucrados

Potencia el desarro-
llo de habilidades 

emocionales

Fomenta la autonomía 
y la autorregulación de 

la conducta

Si estos beneficios familiares se llevan al cam-
po de conflictos, derivados por adolescentes con 
adicciones, se da la oportunidad de que la fa-
milia pueda ver la visión positiva del conflicto de 
adicción, asumir su responsabilidad parental en 
él, beneficia el desarrollo de habilidades emo-
ciones de todos los miembros, reducir la violen-
cia que se genera por el uso de drogas y de 
igual forma se adapta cada beneficio presenta-
do por los diferentes autores. 
Es la forma de abordar el conflicto y no el con-
flicto como tal lo que influye en la calidad de 
las relaciones (Storaasli & Markman, 1990). Los 
adolescentes con capacidad de abordar los con-
flictos de una manera sana y constructiva be-
nefician un ambiente positivo que fomenta la 
unión (Koerner, 2002), para esto es relevante in-
teriorizar y poner de lado lo que no nos permi-
ta comprender al otro (Acosta & Sáenz, 2022). 
Por ende, experimentar el abordaje del conflic-
to a través de la mediación que influye en la ca-
lidad de las relaciones familiares de adoles-
centes con adicciones. 

Otro punto importante es, que los beneficios de 
la mediación familiar fortalecen los vínculos fa-

miliares entre el adolescente y los miembros 
de la familia. Como hemos mencionado ante-
rior mente, la familia representa uno pilar en los 
factores de protección y riesgo. Beneficios como 
fomentar la expresión de las emociones, hacer 
conciencia sobre la responsabilidad parental, in-
fluir en la autoestima de los participantes y so-
bre todo gestionar los conflictos de forma crea-
tiva, esto representan factores de protección 
que benefician a los adolescentes. 

Conclusiones
Si bien existen fundamentos para considerar 
que en la etapa de la adolescencia se acre-
cientan los conflictos familiares, también se ha 
determinado la importancia de la familia como 
factor protector en la prevención y rehabilitación 
de adicciones. 
La adecuada gestión de los conflictos familia-
res en adolescentes con problemas de adiccio-
nes puede convertirse en una oportunidad pa-
ra fortalecer el proceso de rehabilitación al ge-
nerar soporte y lazos de apoyo en el adolescen-
te. 
La mediación familiar como método de solución 
de conflictos, presenta múltiples ventajas en los 
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integrantes y se considera que se presenta co-
mo una opción viable para la transformación de 
conflictos familiares derivados del consumo de 
drogas de adolescentes. 
Al participar en un proceso de mediación fami-
liar, el adolescente tiene la oportunidad de de-
sarrollar habilidades de comunicación, autorre-
gulación de las emociones, y fortalecer lazos 
afectivos con los miembros de su familia. Ade-
más, fortalece los vínculos familiares que se re-
fuerzan con el simple hecho de darse la opor-
tunidad para hablar y ser escuchados. 

La mediación familiar, resulta una opción viable 
en los procesos de rehabilitación de drogas en 
adolescentes al reforzar las habilidades de co-
municación en la familia tales como empatía, 
asertividad y escucha activa. (Acosta & Sáenz, 
2022). También, es un factor protector en los 
adolescentes y su rehabilitación al contribuir en 
la unión familiar y fortalecer los lazos entre los 
integrantes.

Son muchos los beneficios que impactan en la 
relación familiar, sin embargo consideramos 
que: reforzar la expresión de las emociones, 
que muchas veces son reprimidas; asumir la 
responsabilidad parental pues con frecuencia 
los padres no asumen su rol en las problemá-
ticas relacionadas con adicciones; Incidir en la 
autoestima al colaborar todos como familia pa-
ra la rehabilitación y solución de las dinámicas 
familiares, y; gestionar los conflictos de mane-
ra creativa, pues presenta opciones que no ha-
bían sido contempladas antes. 

Ubican a la mediación familiar como un factor 
protector en los adolescentes y su rehabilita-
ción al contribuir en la unión familiar y fortale-
cer los lazos entre los integrantes.

Es importante continuar con esta reflexión y rea-
lizar investigaciones que avalen el análisis rea-
lizado en este artículo.
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Resumen
La presente investigación tiene como marco teórico al sistema legal mexicano, y como intención, 
el determinar si existe una correcta regulación del mobbing en México, que es el abuso que 
generalmente se comete en la zona de trabajo. En nuestro país, las relaciones laborales entre 
particulares y entre el Estado y sus trabajadores se encuentran reguladas por legislaciones laborales 
que tienen sustento en el artículo 123, apartados A y B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. En el análisis de las normas constitucionales y legales es que se busca demostrar 
la probable existencia del mobbing. Y es que al no ser claramente tratada la figura, se presta a 
confusiones, por lo que es preciso que los legisladores clarifiquen y establezcan parámetros de 
protección laboral para evitar actuaciones que puedan violar la dignidad humana y el uso del poder 
de dominio de una persona respecto de otra. En la investigación, se utilizó el método cualitativo de 
enfoque deductivo y fenomenológico, utilizando las leyes, testimonios, juicio de experto, artículos de 
divulgación científica y publicaciones en internet.
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Abstract
The present investigation has as a theoretical framework the Mexican legal system, and as an 
intention, to determine if there is a correct regulation of mobbing in Mexico, which is the abuse 
that is generally committed in the work area. In our country, labor relations between individuals 
and between the State and its workers are regulated by labor laws that are supported by article 
123, sections A and B, of the Political Constitution of the United Mexican States. In the analy-
sis of the constitutional and legal norms, it is sought to demonstrate the probable existence of 
mobbing. And it is that since the figure is not clearly treated, it lends itself to confusion, so it is 
necessary for legislators to clarify and establish labor protection parameters to avoid actions 
that may violate human dignity and the use of a person’s power of dominance with respect to an-
other. In the investigation, the qualitative method of deductive and phenomenological approach 
was used, using the laws, testimonies, expert judgment, popular scientific articles and Internet 
publications.
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Antecedentes
El término mobbing, surge en el año de 1980, 
detectándose en un grupo de alumnos, prácti-
cas de acoso en contra de los más débiles. Es-
to no fue exclusivo de estudiantes, pues ade-
lante también se encontró en grupos laborales.

A partir de entonces, se describió el mobbing 
laboral, como una conducta reiterada, llevada 
a cabo en el desarrollo de la jornada de traba-
jo y/o después de ésta, la cual sucede en un 
periodo consecutivo, sin importar los espacios 
entre un evento y otro, complementándose con 
constantes ataques silenciosos que causan un 
deterioro en la salud y en la dignidad de la per-
sona.

Los que acostumbran el mobbing laboral, eli-
gen a su víctima de acuerdo con diversas ca-
racterísticas como la personalidad, la edad y el 
talento. También atienden a diferentes factores 
psicológicos o sociales como el carisma, la éti-
ca profesional, incluso el género. Así, se identi-
fican dos tipos de víctimas: las que son moral-
mente destruibles y las de personalidad sobre-
saliente. El resultado de la acción será el dete-
rioro de la salud emocional, física y de las re-
laciones laborales, familiares y sociales de la 
persona afectada.

Este trabajo definirá el concepto de mobbing 
laboral, las características principales de la víc-
tima y el acosador, así como los métodos de 
defensa que existen; todo ello, a la luz del de-
recho mexicano.
Konrad Lorenz, zoólogo y etólogo, se encuen-
tra entre los principales investigadores que mo-
tivaron la determinación del concepto de mob-
bing. Es autor de libros sobre la conducta ani-
mal y es considerado como padre de la etolo-
gía moderna, ciencia que analiza el compor-
tamiento de los animales mediante técnicas 
propias de la biología y de la psicología. 
Lorenz se concentró principalmente en el estu-
dio de los procesos de aprendizaje de las aves, 
observó una conducta defensiva y grupal pa-
ra atacar a un enemigo más grande, ocasio-
nando la huida o la muerte del animal, estos 
procesos de aprendizaje iniciaban en la “eta-

pa crítica en la que los polluelos aprenden a re-
conocer y a seguir a los padres, incluso si és-
tos son adoptivos, siempre que los adultos 
emitan los estímulos auditivos o visuales (la 
impronta)”. (Fernández & Tamaro, 2022)
Usaba increíbles métodos de trabajo; el princi-
pal era estar en contacto directo con los ani-
males, lo que hizo posible el conocimiento y 
la comprensión de sus conductas. El utilizaba 
el término mobbing, para describir el compor-
tamiento agresivo y grupal de los animales. Tal 
conducta tenía como finalidad expulsar a un 
congénere por considerarlo intruso en un terri-
torio determinado, misma conducta que expre-
san los seres humanos en un grupo, que pue-
de ser el de su trabajo, para hacer a un lado 
a quien les causa molestia o ven como obs-
táculo para lograr sus fines laborales. El ins-
tinto se concibe como un impulso que puede 
ser orientado, pero que si es reprimido puede 
detonar con fuerza, Lorenz afirmaba que el com-
portamiento agresivo era un impulso innato y 
podía convertirse en un estado patológico ina-
decuado (Muñoz, M. 2022). 

En la biografía de Lorenz, se exponen los mé-
todos de investigación del científico, analizan-
do datos importantes sobre la conducta ani-
mal, en comparación con la humana, conclu-
yendo que se adecua en la actualidad al mob-
bing. Como etólogo negó que la conducta es-
té condicionada por el ambiente, prestando 
atención a las conductas instintivas, las cua-
les están condicionadas a cuatro impulsos: ali-
mentación, reproducción, huida y agresión. El 
científico veía al hombre como un animal que 
había evolucionado a partir de la experiencia 
de otros animales, ya que la conducta del mis-
mo estaba sujeta a las mismas leyes causa-
les de la naturaleza, teniendo como pulso in-
nato la conducta agresiva hacia nuestra pro-
pia especie; las investigaciones más importan-
tes fueron las que realizó estando en contac-
to directo con los patos; el etólogo descubrió 
que los polluelos en la fase de la impronta 
aprendieron de sus padres a través de ciertos 
estímulos auditivos y visuales (Muñoz, M. 
2022). Por otra parte, en la psicología, Heinz 
Leymann comenzó a estudiar el mobbing en 



Noyola-Vaca y Villanueva-Mendoza (2023). Mobbing laboralNoyola-Vaca y Villanueva-Mendoza (2023). Mobbing laboralhttps://doi.org/10.29059/rdycsv.v5i1.169 77

Europa, en la década de 1980. Obtuvo el gra-
do en Doctor en Psicología Pedagógica y gra-
do de Doctor en Psiquiatría; acuñó el término 
y lo definió como un acoso psicológico moral 
y silencioso. En su investigación, menciona las 
estructuras y jerarquías que existen en esta 
práctica, haciendo mención que los elementos 
del mobbing podían proceder de una persona 
o grupo. Dichas acciones violentas se produ-
cen de manera sistemática y el objetivo es ais-
larla para finalmente excluirla (Leymann, 1990, 
p. 119).

El objetivo principal que detecta Leymann en 
el mobbing es el destruir moralmente a la víc-
tima mediante una comunicación hostil y de po-
ca ética, empajándola al desamparo y la inde-
fensión mediante acciones continuas y prolon-
gadas. Estas acciones comienzas a provocar en 
la victima estados patológicos psiquiátricos y 
psicosomáticos (Leymann, 1990).

El referido científico, al encontrarse laborando 
en una escuela, detectó un comportamiento 
agresivo y reiterado en los alumnos, el cual 
consistía en acosar e intimidar a los más dé-
biles o bien con alguna discapacidad; dicha 
conducta en la actualidad es identificada como 
bullying, pero su característica principal era el 
ser perpetuado en el ambiente escolar. Des-
pués, reconoció ese mismo comportamiento de 
abuso en los diferentes lugares donde trabajó, 
lo que lo motivó a exponer su problemática, 
considerándolo pionero en el estudio y divulga-
ción de la prevención del mobbing.

El científico concluyó, que el mobbing laboral 
era una manera silenciosa de destruir a un 
compañero de trabajo, sin que ello fuera noto-
rio. El acosador sólo manifiesta, con sus acti-
tudes, la carencia de ética profesional, pues no 
le importan las consecuencias emocionales, fí-
sicas y sociales que genera en su víctima “En 
las sociedades de nuestro mundo occidental 
altamente industrializado, el lugar de trabajo 
constituye el último campo de batalla en el 
que una persona puede matar a otra sin nin-
gún riesgo de llegar a ser procesada ante un 
tribunal” (Leymann, 1996, p.5). 

La Psicóloga Mari-France Hirigoyen, médica psi-
quiatra, psicoanalista y psicoterapeuta de fa-
milia, está especializada en la terapia de aco-
somoral o acoso psicológico; ella describe al 
acoso moral en su libro llamado, “El acoso mo-
ral en el trabajo” publicado en el año 2001 
“como toda conducta agresiva, (gestos, pala-
bras, comportamientos, actitudes) que atenta 
por su repetición o su sistematización, contra la 
dignidad física o psicológica de un trabaja-
dor y que pone en peligro su empleo o lo degra-
da su ambiente de trabajo” (Hirigoyen, 2001, 
p. 22); describe a los personajes que partici-
pan en el acoso moral y detalla cada aspecto 
y característica además de como proceden los 
que intervienen en el objeto de estudio.

El aislar, cuestionar las acciones del trabaja-
dor, criticar su trabajo de manera negativa, di-
fundir falsos rumores con la finalidad de que 
no sea aceptado, etc., son conductas que tie-
nen como finalidad destruir a la víctima, te-
niendo como resultado la necesidad de huir 
del contexto laboral (Montoya, A., & Galvis M. 
2022). 

Todos los medios son buenos para el acosa-
dor que busca la destrucción de la persona 
elegida, aun con riesgo de adoptar comporta-
mientos perjudiciales para los objetivos y los 
intereses de la organización. 

Iñaqui Piñuel (2015), especialista en Psicolo-
gía y en mobbing laboral, en su participación 
como exponente en el III Congreso Internacio-
nal de Mobbing y Bullying, celebrado en San 
José, Costa Rica, mencionó que “es un proble-
ma que afecta la salud emocional del trabaja-
dor y también su integridad física” y añadió la 
dificultad de encontrar apoyo legal y moral en 
caso de sufrirlo “las víctimas muchas veces 
callan al no encontrar ayuda y lejos de ser 
empleados con bajo rendimiento, más bien se 
trata de funcionarios que, por lo general, de-
muestran más talento en una organización”. 
Concluye su participación mencionando que 
las víctimas, por lo general, no acudían a pre-
sentar la queja sobre el acoso, ya que los aco-
sadores, en la mayoría de los casos gozan de 
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una jerarquía superior, haciendo imposible el 
apoyo por parte de las autoridades de la em-
presa. Además, manifestó que las acciones de 
molestia son frecuentes e intencionales, no un 
accidente. “Es decir, si yo al salir de mi casa 
atropello a una viejecita con mi vehículo, es un 
accidente, pero si la atropello todos los días, 
no podría hablar de un accidente”. Piñuel, I. 
también refiere los efectos post mobbing en la 
víctima, cuando por fin sale del ambiente tóxi-
co y abrumador de la relación laboral, así co-
mo de los resultados que genera en el traba-
jador, al precisar: 

Los efectos que el acoso psicológico tiene so-
bre las víctimas, y que van desde la quiebra 
de la salud física y psicológica a la quiebra 
económica, en un absoluto naufragio profesio-
nal y personal … Y a la luz de lo que en el libro 
se dice, la valoración de personas cuyos com-
portamientos han sido tachados de desidio-
sos, y su rendimiento y capacidad es escaso, 
quizá deba ser revisada, y explicada, como con-
secuencia del trato vejatorio y humillante al 
que han sido sometidas durante años. Las víc-
timas dos veces víctimas… (Piñuel & Zabala, 
2001, p.188)

Metodología
Esta investigación se desarrolló con el método 
cualitativo de enfoque deductivo, la selección 
de la muestra para la recolección de datos fue 
no probabilística, utilizando la regulación legal 
del acoso en el contexto laboral en México; 
además se realizó investigación cualitativa de 
enfoque fenomenológico, la selección de la 
muestra para la recolección de datos fue no 
probabilística; como técnica de recolección de 
datos, tres testimoniales, estos fueron elegidos 
previamente después de aplicar una encuesta 
semi estructurada a un grupo de 10 personas, 
de las cuales las elegidas fueron las que pre-
sentaron signos de violencia en el trabajo, per-
mitiendo identificar en las declaraciones, ca-
racterísticas propias del mobbing partiendo 
desde la perspectiva del declarante. 

Las categorías para evaluar son: el acoso mo-
ral o psicológico, producto de esta violencia, y 

la variable es la acción que determinó la per-
manencia o el finiquito de la relación laboral. 
Se complementa con un juicio de experto, que 
sustenta, con su experiencia, las consecuen-
cias del mobbing en el contexto laboral. Esta 
investigación pretende describir y entender los 
fenómenos desde la perspectiva de cada en-
trevistado.

Las testimoniales que enseguida se presentan, 
fueron recolectadas en noviembre del año 
2020 y en diciembre 2022; presuntivamente, 
las personas que colaboran con la investiga-
ción sufrieron mobbing laboral.

La identidad y datos personales de los entre-
vistados serán resguardados y modificados. Las 
experiencias son narradas de acuerdo con la 
percepción y la realidad emocional del partici-
pante, conocidas como experiencias de vida; 
por lo tanto, se entiende que es una realidad 
subjetiva, compartida con la emoción que per-
cibieron en el momento de sufrir los aconteci-
mientos.

Testimoniales
Testimonio No 1. 
Persona de sexo masculino, 27 años, servidor 
público, solicitó el cambio de adscripción a una 
escuela, afirma que fue víctima de acoso labo-
ral denominado mobbing, las acciones perpe-
tradas en su contra fueron: Aislar y negarle la 
comunicación, cuestionar la toma de decisio-
nes, criticar su trabajo de manera injustificada, 
difundir rumores para dañar su reputación, sa-
botear su trabajo, negar material, esconder do-
cumentos, retener información importante pa-
ra el desempeño de sus funciones, intimidar 
mediante amenazas, dirigirse a él con tono ele-
vado en público, ridiculizar, dejarlo sin nada 
que hacer para después acusarla de bajo de-
sempeño. 
“Solicité el cambio de adscripción por motivos 
personales, anteriormente no lo había logrado 
por cuestiones administrativas; de buena ma-
nera me presenté a trabajar apoyando en to-
do lo que se requiriera para mi área. Al prin-
cipio todo marchaba bien, pero empecé a notar 
un comportamiento extraño, mis compañeros 
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me indicaban que en esa área no había na-
da que hacer y era el lugar más tranquilo de 
toda la escuela, que me relajara, atribuyendo 
a mi desempeño y ganas de trabajar que me 
comportaba de manera ansiosa. En muchas 
ocasiones me culparon de errores que ellos 
mismos cometían. El jefe cuando hacia obser-
vaciones referentes a mi trabajo, sin decírme-
lo directamente, se dirigía a otro compañero 
pidiéndole que hiciera lo que yo estaba hacien-
do “mal”, pero era el quien elaboraba sus fun-
ciones contra de la normatividad y los proce-
dimientos, eso me hacía sentir como un retra-
sado mental. Cuando me asignaron activida-
des por parte de otra área, tenía que pedir a 
escondidas la información a otra área, para 
cumplir en tiempo y forma. Reconozco las ac-
ciones que ejecutaban en mi, contra compa-
ñeros y el jefe, se comportaban de manera 
hostil, un día me hablaban muy bien y des-
pués muy apenas me dirigían la palabra, so-
lo cuando necesitaban de mi ayuda se comu-
nicaban de una manera gentil, después se re-
petía el ciclo de violencia, primero me trata-
ban bien, luego empezaban a comportarse de 
manera hostil, después cuando ya notaban, 
que me molestaba. Poco a poco empecé a per-
der el gusto por el trabajo, me costaba mucho 
concentrarme y me sentía muy comprometido 
a esforzarme el triple con tal de que acepta-
ran que estaba ahí solo para trabajar, de pron-
to el jefe directo me dejo de hablar, duré un 
mes en esa situación y ya me estaba cansan-
do pues me empezaron a salir manchas blan-
cas en el cuerpo, fui con el superior al man-
do y le comuniqué la situación y pedí que me 
reubicara de área; gracias a Dios accedió y 
en este momento me encuentro con un jefe 
muy respetuoso, que valora mi trabajo, ade-
más de sentirme útil. Algo que me llamó mu-
cho la atención.
Anteriormente, mis compañeros y mi jefe direc-
to me hacían comentarios despectivos sobre 
otras personas y hoy que las conozco me doy 
cuenta de que todo era mentira.”  

Testimonio No 2. 
Persona del sexo femenino, 18 años, quien fue-
ra acosada sexualmente por funcionario públi-

co; aunque el acoso sexual no pertenece pro-
piamente a las características de mobbing la-
boral, en la ley federal del trabajo, viene des-
crito en su artículo 3° bis, como un tipo de aco-
so efectuado en contexto laboral.

Claudia, trabajaba en secretaria de Salud de 
Tamaulipas, era estudiante, su horario laboral 
era de 2:00 pm a 9:30 pm, no se le brinda-
ban las prestaciones de ley, sufría acoso sexual 
por parte de su jefe directo, quien, en ese mo-
mento, era un funcionario reconocido, la man-
tenía con promesas de un mejor salario. Gana-
ba la cantidad de $1,200.00 (Un mil doscien-
tos pesos 00/100 M.N.) a la quincena, tam-
bién era acosada sexualmente por sus compa-
ñeros, que hablaban muy mal de ella, insinuan-
do que se dedicaba a prostituirse. Claudia pre-
cisa: “tenía que soportar que mi jefe me ofre-
ciera directamente que me acostara con él, 
aguantar que él abandonara su puesto para ir-
se a tomar y me llamaba ebrio diciendo que me 
daba lo que le pidiera, pero tenía que aflojar, 
utilizando esas palabras; siempre prometía la 
base laboral y por medio de ese chantaje se-
guía acudiendo a trabajar, más nunca me su-
bió el sueldo, trabajaba bajo presión, estrés 
constante y no podía ni pararme a contestar el 
teléfono porque él se ponía en la puerta y ha-
cía ademanes lascivos o comentarios grose-
ros.”
Un día, después de dos años, pedí vacaciones, 
vacaciones que siempre me negaron, y cuando 
me las dieron ya nunca volví. Después de eso, 
él seguía acosándome vía telefónica y por men-
sajes de correo. Un día, ya cansada de tanto 
acoso, le dije que si me seguía molestando lo 
denunciaría por acoso sexual; fue la única ma-
nera de alejarlo de manera permanente. Des-
pués me enteré de que todos en el lugar don-
de trabajaba, creían que era una chica fácil y 
que supuestamente a más de uno les di gus-
to a cambio de dinero.

Testimonio No 3. 
Persona de sexo femenino quien fuera acosa-
da de manera verbal con insultos y malos tra-
tos frente a sus compañeros de trabajo por su 
jefa.
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Victoria, con 37 años de edad y 16 años de 
servicio, trabaja en una estancia infantil. Preci-
sa: “regularmente mi jefa me hace comentarios 
despectivos referentes a mi figura, me amena-
za con suprimir mi puesto de trabajo, cambiar 
el horario, me grita delante de todo el perso-
nal y además minimiza mis esfuerzos, lo que 
me provoca estallar en llanto constantemente. 
Mi jefa, me dio un puesto de trabajo en un 
área nueva en la que me encuentro aislada 
del resto del personal, pero de repente algo 
cambió en su actuar, constantemente me gri-
ta por radio y todos en el trabajo están conec-
tados a ese canal de comunicación y se ente-
ran de las cosas que me dice, así como la ma-
nera en la que lo hace. Todo lo que hago le pa-
rece mal hecho, nada le satisface, habla mal 
de mí con mis compañeras y les hace mentir 
sobre cosas que presuntamente hago para per-
judicarla, no me permite estar con mis compa-
ñeras y estoy en constante vigilancia. En dife-
rentes ocasiones ha fabricado actas adminis-
trativas por supuestas inasistencias laborales 
sin justificar, las cuales me he negado a firmar.”

Se especula, por medio de las testimoniales, 
que las víctimas sufrieron mobbing laboral, 
pues de alguna manera las condujeron al au-
toexilio laboral, sin reclamar los derechos que 
les corresponden como trabajadoras. Muchas 
veces el acoso o intimidación, los gritos y los 
malos tratos, se derivan de una incapacidad 
de realizar las actividades por las cuales se es 
contratado, pero existe la posibilidad de que el 
abusador sólo sea reflejo de alguien que fue 
abusado con anterioridad.

Juicio de experto de la especialista Lic. Paula 
Imelda Morales Flores, desde la perspectiva 
psicológica del mobbing laboral
“Lamentablemente nos hemos dado cuenta de 
que el mobbing laboral se presenta cada vez 
con mayor frecuencia en nuestra comunidad; 
por un lado, debido a la demanda creciente de 
la sociedad por un espacio laboral, el que co-
múnmente no se puede brindar a todos debi-
do a los pocos espacios y la alta competencia 
entre los seres humanos; en dicha competen-
cia las personas frecuentemente están dispues-

tas a llevar a cabo acciones que lastiman a 
otras con el propósito de mantenerse en el 
trabajo. Por otro lado, quienes llegan a realizar 
el mobbing reflejan afectaciones de las cuales 
anteriormente fueron objeto; frustraciones, así 
como insatisfacciones, que proyectan una au-
toestima muy baja, tornándose en ocasiones 
violentos, sin empatía. En mi experiencia profe-
sional como psicóloga, cuando he tratado pa-
cientes víctimas de mobbing laboral, verdade-
ramente las afectaciones son muy impactan-
tes en su vida, como el asistir a trabajar des-
motivados completamente, no disfrutar su ac-
tividad laboral, contar con un alto nivel de es-
trés, sentir que no son capaces de realizar con 
eficacia sus tareas laborales. Al principio no lo 
comunican, se vuelven retraídos, aislados, con 
miedo a perder el trabajo; cuando el mobbing 
es por largo tiempo, llega a generar problemas 
de salud importantes, cuadros depresivos, has-
ta el grado de pensar en el suicidio. Por eso, es-
te tipo de investigaciones me parecen de su-
ma importancia y deben difundirse por su tras-
cendencia. Así, cualquier persona que se sien-
ta en riesgo o esté pasando por un mobbing 
laboral, al conocer esta información, tendrá la 
confianza en las leyes y en las instituciones y 
buscar el apoyo necesario y no permanecer 
inactivo, sino protegerse y fortalecerse, ya que 
una persona debilitada y con miedo, no es ca-
paz de brindar su máximo esfuerzo, así como 
el potencial que pudiera aportar en su ámbito 
laboral. Si se trabaja en la prevención del mob-
bing laboral tendremos seres humanos más 
propositivos, felices y productivos, haciendo con 
esto que se cree una comunidad más propi-
cia para seguir promoviendo dichas caracterís-
ticas positivas y con grandes beneficios, tanto 
en lo personal, social, familiar y, por supuesto, 
laboral; de lo contrario, estaremos destinados 
a formar parte de sociedades ancladas en la 
mediocridad y sin desarrollo económico, cultu-
ral, educativo, etc., y como consecuencia no se 
vería el verdadero potencial del ser humano.”

Como resultado de lo expuesto con antelación 
se obtiene, que las tres personas entrevista-
das experimentaron lo que nosotros conside-
ramos como mobbing en el trabajo. 
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En la testimonial 1 el acoso fue grupal, efec-
tuado hacia una persona de sexo masculino, 
por todos los que laboraban en su área. 
En la testimonial 2, la víctima sufrió acoso se-
xual por parte de su jefe, lo cual derivó en des-
gaste emocional y finiquitó su relación laboral. 
En el testimonio 3, la víctima se enfrentó al aco-
so laboral descendente, su jefe, como un me-
dio de control, la agredió de manera verbal y 
en público. 

Los testimonios anteriores fueron valorados 
con el juicio de experto, concluyendo que los 
testimonios expresan las características de vio-
lencia que vivieron, las cuales son equiparables 
a la violencia descrita en esta investigación.
Prever el mobbing, es informar a los trabaja-
dores acerca de sus derechos y obligaciones, 
desde el inicio de su vida laboral, incluso, op-
tar por establecer en las escuelas, actividades 
que permitan educar en materia de derecho del 
trabajo, para que, al llegar a la vida productiva, 
cuenten con ese conocimiento. 

La empresa encuestadora Statista, (2019), rea-
lizó una encuesta vía telefónica en México a 
600 encuestados de 18 años en adelante, la 
que indica que el 44 % de los encuestados, 
ha sufrido acoso sexual en el trabajo, el 22 % 
acoso verbal, el 15 % acoso psicológico, el 
6.2 % ha recibido burlas por parte de sus com-
pañeros, 2.1 % ha sufrido exceso de trabajo, 
3.6 % lo manifestó como acoso laboral en ge-
neral, el 5 % manifestó que pusieron en duda 
sus capacidades y sólo el 0,5 %, recibió apo-
dos por parte de sus compañeros. 
El portal web de la encuestadora referida pro-
vee estadísticas de todas partes del mundo y 
pone, al alcance de la población, los datos re-
cabados en un estudio de opinión, acerca de 
violencia laboral; el resultado fue negativo y 
puso al descubierto el porcentaje de personas 
en México que manifestaron sufrir algún tipo 
de mobbing en su trabajo.

Concepto y tipos de mobbing laboral en Méxi-
co
En México, la Procuraduría Federal de la De-
fensa del Trabajo define al mobbing laboral 

como “el comportamiento agresivo de uno o 
más miembros de un equipo de trabajo hacia 
un individuo de dicho grupo, con el objetivo de 
producir miedo, desprecio o depresión en ese 
trabajador, hasta que renuncie o sea despedi-
do” (Observatorio Laboral, 2022). Es una no-
ción subjetiva que tiene en cuenta al mismo 
tiempo, la actuación perversa de una persona 
o de un grupo de personas dejando conse-
cuencias en la salud y la dignidad de la víctima.

Cabe señalar que el Poder Judicial de la Fe-
deración, al tratar el tema del mobbing en la 
tesis aislada 1a CCLII/2014 lo considera co-
mo conducta que se lleva a cabo dentro del 
contexto laboral, que tiene por objeto:

“intimidar, opacar, aplanar, amedrentar o con-
sumir emocional o intelectualmente a la vícti-
ma, con miras a excluirla de la organización 
o a satisfacer la necesidad, que suele presen-
tar el hostigador, de agredir o controlar o des-
truir… se presenta, sistémicamente, a partir de 
una serie de actos o comportamientos hosti-
les hacia uno de los integrantes de la relación 
laboral, de forma que un acto aislado no pue-
de constituir acoso… todo con el fin de mermar 
su autoestima, salud, integridad, libertad o se-
guridad, lo cual agravia por la vulnerabilidad 
del sujeto pasivo de la que parte.”(Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, 2014)

Dicha tesis aislada, surgió de la resolución del 
amparo directo 47/2013, en el cual, una tra-
bajadora demandó el pago de una indemniza-
ción por concepto de reparación del daño por 
mobbing contra la Junta Local de Conciliación 
y Arbitraje del Valle de Toluca, Estado de Mé-
xico.  

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, identifica, en las organizacio-
nes y empresas del país, tres formas en las 
que puede ocurrir el mobbing laboral; así lo ex-
pone en su reseña del amparo directo referido:

- Horizontal. Cuando la agresividad o el 
hostigamiento laboral se realiza entre 
compañeros del ambiente del trabajo, es 
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decir, activo y pasivo ocupan un nivel si-
milar en la jerarquía ocupacional.

- Vertical descendente. Sucede cuando la 
agresividad o el hostigamiento laboral se 
realiza entre quienes ocupan puestos de 
jerarquía o superioridad respecto de la 
víctima.

- Vertical ascendente. Ocurre con menor 
frecuencia y se refiere al hostigamiento 
laboral que se realiza entre quienes ocu-
pan puestos subalternos respecto del je-
fe victimizado. (Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, 2014)

Como conclusión de lo anterior, se precisa que 
existen estos tres tipos de mobbing laboral, de-
pendiendo del grado jerárquico que ocupa la 
persona acosadora respecto a la víctima.

Cabe referir, que, en el país no había sido es-
tudiado sistemáticamente el fenómeno del 
mobbing; por lo tanto, no existían cifras que 
dieran un parámetro oficial sobre el grado o 
extensión que asume el acoso laboral y la ma-
nera en la cual debe ser regulado; pero la mis-
ma reseña de amparo directo expone que a 
la fecha existe un leve porcentaje de trabaja-
dores que acuden a presentar demandas por 
este motivo; sin embargo, sigue siendo escaso 
el número de ellos, ya sea por desconocimien-
to o temor. 

En México se ha investigado el fenómeno cuan-
do menos desde 2002, con los trabajos de 
Manuel Pando en la Universidad de Guadala-
jara. En 2007 se publicó el primer libro sobre 
el tema en nuestro país, integrado fundamen-
talmente por una serie de ponencias presenta-
das en congresos efectuados entre 2005 y 
2006. En la introducción, los coordinadores 
proponen denominar al fenómeno “linchamien-
to emocional en el trabajo”. (Navarrete, 2010, 
p. 32) 

Dentro de la estructura del poder público na-
cional, el Poder Judicial Federal, a través de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (2012) 

consideró el tema en el acuerdo general de 
administración III/2012, en el que se fijaron 
las bases para investigar y sancionar el aco-
so laboral; en él, precisa las acciones que lo 
caracterizan: 

Se denomina Acoso laboral: a los actos o com-
portamientos, en un evento o en una serie de 
ellos, en el entorno del trabajo o con motivo 
de éste, con independencia de la relación je-
rárquica de las personas involucradas, que 
atenten contra la autoestima, salud, integridad, 
libertad o seguridad de las personas; entre 
otros: la provocación, presión, intimidación, ex-
clusión, aislamiento, ridiculización, o ataques 
verbales o físicos, que pueden realizarse de 
forma evidente, sutil o discreta, y que ocasio-
nan humillación, frustración, ofensa, miedo, in-
comodidad o estrés en la persona a la que se 
dirigen o en quienes lo presencian, con el re-
sultado de que interfieren en el rendimiento 
laboral o generan un ambiente negativo en el 
trabajo. (Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, 2012, párr. 19)

Así mismo, la Suprema Corte de Justicia, con-
cluye, que para establecer la condición de víc-
tima es necesario distinguir el acoso laboral 
o mobbing presentando evidencias de dictá-
menes psicológicos que demuestren el daño 
moral y psicológico en la víctima, “se debe dis-
tinguir el acoso laboral de conductas inheren-
tes a las exigencias del empleo. (Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación, 2012, p.9) 

Por otra parte, la Ley Federal del Trabajo en 
México sólo define al acoso laboral en su ar-
tículo 3º bajo los siguientes conceptos:   

a) Hostigamiento, el ejercicio del poder en 
una relación de subordinación real de la 
víctima frente al agresor en el ámbito la-
boral, que se expresa en conductas ver-
bales, físicas o ambas; y

b) Acoso sexual, una forma de violencia 
en la que, si bien no existe la subordina-
ción, hay un ejercicio abusivo del poder 
que conlleva a un estado de indefensión 
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y de riesgo para la víctima, independien-
temente de que se realice en uno o va-
rios eventos. (Ley Federal del Trabajo, 
2022, p.2)

Lo anterior deja incompleto el concepto, pues 
en el inciso de hostigamiento, hace referencia 
a que es ejecutado en el ejercicio del poder, 
debiendo existir una relación de subordinación; 
en el acoso sexual hace alusión a que es efec-
tuado fuera de la relación de subordinación. 

Características principales de la víctima 
Iñaqui Piñuel y Zabala, explican los rasgos más 
sobresalientes de la victima de mobbing, en 
particular aquella que represente un peligro en 
la estructura laboral del agresor, reuniendo las 
siguientes características: 

a) Los envidiables. Se caracterizan por 
ser personas brillantes, atractivas, espe-
cialmente talentosas, propositivas, por lo 
que cuestionan los liderazgos informales 
con su sola presencia. 

b) Los vulnerables. Son personas necesi-
tadas de afecto y aprobación constante, 
dan la impresión de ser inofensivos y en-
contrarse indefensos.

c) Los amenazantes. Son personas acti-
vas, eficaces, honestas y trabajadoras; lo 
que pone en evidencia lo establecido o 
porque pretenden llevar a cabo reformas 
o implantar una nueva cultura. (Piñuel & 
Zabala, 2001) 

El mobbing también suele afectar a trabaja-
dores perfectamente capaces y sobresalien-
tes, en algunos casos, supone resistencia por 
parte de la víctima a participar en malos ac-
tos que hubiesen presenciado de algún traba-
jador de la organización.

La Organización Internacional del Trabajo seña-
la que “los actos de violencia y acoso contra 
las personas con discapacidad a menudo están 
vinculados con estereotipos negativos acerca 
de su productividad” (Organización Internacio-

nal del Trabajo, 2020), concluyendo que cuan-
do el acosador elige víctimas que marcan ma-
yor vulnerabilidad personal, existe mayor posi-
bilidad de que el mobbing quede impune.

Consecuencias en la salud de la víctima
La psiquiatra Marie France Hirigoyen (2004), in-
dica que las consecuencias más frecuentes en 
la salud de las víctimas de mobbing son: el es-
trés y la ansiedad, la depresión y los trastor-
nos psicosomáticos como el estrés postraumá-
tico, la desilusión y la reactivación de las heri-
das pasadas; en ocasiones se produce una 
fractura en el psiquis y delirio más o menos 
transitorio.

Las actuaciones perversas engendran estrés y 
angustia porque, como no se nombra nada, las 
víctimas responden en vano mediante reaccio-
nes inadecuadas que agravan la violencia de la 
otra persona y que a ellas mismas les crean 
un desgaste y luego una disfunción neurove-
getativa. Como estas presiones se prolongan 
durante mucho tiempo (meses y a veces años), 
la resistencia del organismo se agota y no se 
puede evitar la aparición de una ansiedad cró-
nica junto con un estado de aprensión y de an-
ticipación permanente y con rumias de ansie-
dad. (Hirigoyen, M., 2004) 

De tal manera los especialistas en mobbing, re-
conocen el papel patógeno de ciertas situacio-
nes en el contexto de violencia laboral que 
pueden provocar trastornos psíquicos y físicos 
en las victimas de mobbing.  

Perfil del acosador 
Si bien la víctima de mobbing presenta una 
serie de características previas al acoso; seña-
les que la hacen un objetivo fácil para el pro-
pósito del acosador; éste se caracteriza por 
analizar a su víctima, conocerla a fondo para 
luego desestabilizarla y ponerla en un estado 
en el que no encuentre salida.

Los rasgos principales de los acosadores que 
perpetúan el mobbing laboral son específicos, 
basados en la psicología y en la patología de 
las personas que participan en el intercambio 
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de estas acciones violentas llevadas a cabo 
entre víctima – victimario. Según el profesor 
Iñaqui Piñuel de la Universidad de Alcalá de 
Henares, lo define como un “psicópata organi-
zacional”.

Al no ser capaces de sintonizar emocionalmen-
te con los sentimientos de las personas que los 
rodean, los psicópatas son pésimos gestores de 
los equipos humanos que dirigen. Son incapa-
ces de manejar los desacuerdos, los conflictos 
y los problemas de relación que aquejan a los 
departamentos o unidades que dirigen. Su in-
capacidad de gestionar, mediar e intermediar 
profesionalmente en los equipos de personas 
hace que su estilo de gestión sea tóxico. (Pi-
ñuel, I, 2012)

Concluyendo, el acosador engloba un cúmulo 
de características negativas que lo convierten 
en una persona capaz de hacerle la vida impo-
sible a sus víctimas.

Regulación del mobbing laboral en México
En el sistema jurídico mexicano existen diferen-
tes normas que pueden sustentar una estrate-
gia eficaz para combatir el mobbing laboral. El 
objetivo de la investigación es brindar argumen-
tos legales para exponerlo en pro del respeto 
de los derechos de los trabajadores, mejorando 
con ello, su calidad de vida, al proteger su sa-
lud emocional y física, ya que salud se debe 
entender, no sólo la ausencia de enfermeda-
des, sino también el estado de bienestar físico, 
mental y social.

Así tenemos que el Artículo 123 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, tiene como misión, ser el instrumento bá-
sico de la seguridad social de los trabajadores 
en el país. De él se deriva su ley reglamenta-
ria, que lo es la Ley Federal del Trabajo, la que, 
en su inciso A, que regula de manera general, 
todo contrato de trabajo y protege los derechos 
derivados de la relación laboral. En el referido 
apartado constitucional, alude a la estabilidad 
en el empleo, la que, por tal razón, debe con-
siderarse como principio constitucional. Ade-

lante, compartiré las fracciones sobresalientes 
que son indicativas de que el trabajador puede 
ser víctima de mobbing si su contenido no se 
acata. (Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, 2022, p.134)

Antes, es preciso señalar que el acoso evolu-
ciona. La presidenta de la Comisión de Dere-
chos Humanos de la Ciudad de México Nashieli 
Ramírez, informó que se generaron nuevas mo-
dalidades de acoso y hostigamiento laboral, de-
bido a la contingencia sanitaria por coronavirus 
en el 2020, la que obligó a la clase trabajado-
ra a realizar sus funciones laborales desde ca-
sa; además indicó, que las nuevas modalida-
des de acoso deberán ser observadas bajo el 
principio de cero tolerancia. (Lugo, L. 2020)

Volviendo a la normativa, la fracción I del apar-
tado A, establece que la jornada máxima será 
de 8 horas al día, pero debido al home office, 
a causa de la pandemia por el coronavirus, ha 
sido extendido el horario laboral; así lo expone 
la catedrática de la UAT, María de Lourdes Lu-
cio Nieto:

La pandemia ha sido un fuerte impacto en to-
dos los sentidos, antes de esta situación se 
cumplían horarios laborales, ahora con el home 
office no se sabe cuándo termina, porque entre 
el celular y otros medios electrónicos no se ha 
limitado la relación laboral. (Gutiérrez, E. 2020)

De suceder, los patrones estarían negando un 
derecho constitucional, como se mencionó en 
temas abordados de la investigación, pues uno 
de los factores que influyen en el mobbing, es 
la carga excesiva de trabajo y el incremento de 
las jornadas.

De acuerdo con la fracción XIII, del mismo apar-
tado, las empresas y los patrones están obliga-
dos a brindar capacitación a los trabajadores, 
sin que sea de importancia la actividad que de-
sempeñen. El aislamiento por motivo de mob-
bing, limita a los trabajadores para recibir la ca-
pacitación para el empleo. (Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, 2022, p.
137)
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La conciliación de conflictos entre patrones y 
trabajadores está a cargo de los Centros de 
Conciliación, especializados e imparciales que 
se instituyan.” (Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, 2022, p. 138) a los 
cuales la victima de mobbing podrá acudir a 
presentar su denuncia, según lo establecido en 
la fracción XX. Por otra parte, la fracción XXI 
del apartado en trato indica:
XXI. Si el patrono se negare a someter sus di-
ferencias al arbitraje o a cumplir con la resolu-
ción, se dará por terminado el contrato de tra-
bajo y quedará obligado a indemnizar al obre-
ro con el importe de tres meses de salario, 
además de la responsabilidad que le resulte 
del conflicto. (Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, 2022, p. 138).

En cuanto a la fracción XXII in fine trata de 
cuando el patrono despida a un trabajador sin 
causa justa; caso en que estará obligado a 
cumplir con el contrato de trabajo o indemni-
zarlo con tres meses de sueldo, además de te-
ner la misma obligación del pago de 3 meses 
de sueldo, en caso de que el trabajador se re-
tire de manera voluntaria, por haber recibido 
malos tratos o por falta de probidad, ya sea 
en su persona o en la de su cónyuge, padres, 
hijos o hermanos. (Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 2022, p. 139)

En la fracción XXVIII se precisan las causas de 
nulidad de las relaciones laborales, las que es-
tán ligadas al mobbing, al ser éstas por: 

A) Jornada inhumana. 
B) Salario no remunerador.
C) Trabajo sin descanso semanal. 
H) Incumplimiento de contratos o despido in-
justificado. 
I) Estipulaciones que impliquen la renuncia de 
un obrero en las leyes de protección y auxilio a 
los trabajadores, entre otras.

(Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 2022, p.140) 

Ley Federal del Trabajo y el mobbing laboral
Dando continuidad al apartado A de la Consti-

tución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, la Ley Federal del Trabajo establece las 
bases para la protección de los trabajadores 
contra el mobbing.

Las normas de trabajo sirven de equilibrio en-
tre la producción y la justicia social, además de 
proteger el trabajo digno en todas las relacio-
nes laborales. Así, en su artículo 2, precisa lo 
que debe entenderse por trabajo digno indican-
do que es aquél que respeta plenamente la 
dignidad humana del trabajador. Para ello, de-
bemos entender el concepto dignidad, entendi-
do como un derecho innato e inviolable en la 
personal, viendo al ser humano como posee-
dor de libertad (Peñaranda, G. 2022)

Siguiendo con la explicación del citado artícu-
lo, se hace referencia a la no discriminación, 
además de la obligación del empleador de brin-
dar capacitación continua con la finalidad de in-
crementar la productividad y lograr beneficios 
compartidos, minimizando al máximo los ries-
gos de trabajo. (Ley Federal del Trabajo, 2022, 
p.1)
Por lo anteriormente expuesto, es importante 
mencionar, que el mobbing tiene su origen en 
la discriminación dentro del área laboral, ya sea 
por género, apariencia, capacidades, etc.; la 
cual tiene como consecuencia el menoscabo 
de la dignidad del trabajador. Por tanto, en su 
artículo 3º, vuelve a manifestar el respeto de 
las libertades y la dignidad de quien presta un 
trabajo y de su familia, por lo que el patrón de-
berá asegurar las condiciones que garantice
una vida digna y la salud, “garantizar un am-
biente laboral libre de discriminación y de vio-
lencia”. (Ley Federal del Trabajo, 2022, p.2)

El hostigamiento, en la precitada ley es consi-
derado como el poder que se ejerce por parte 
del agresor hacia su víctima o víctimas, dándo-
le connotación de acoso moral o mobbing, así 
lo estipula el artículo 3º bis, en su inciso a), al 
indicar: “Hostigamiento, el ejercicio del poder 
en una relación de subordinación real de la 
víctima frente al agresor en el ámbito laboral, 
que se expresa en conductas verbales, físicas 
o ambas.” (Ley Federal del Trabajo, 2022, p.2).
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En el Derecho Laboral, se entiende por subor-
dinación al “estado de una persona que traba-
ja siguiendo las instrucciones de un emplea-
dor, sin independencia en la ejecución de su 
tarea… se califica frecuentemente de subordi-
nación jurídica y constituye un elemento carac-
terístico del contrato de trabajo.” (Enciclopedia 
jurídica, 2022). Por lo anterior, se deduce, que 
el hostigamiento laboral, es una forma de mob-
bing descendente, pues es ejecutado por el su-
perior jerárquico, hacia un empleado de menor 
rango.

Las instancias procedentes en caso de mob-
bing laboral, son: el Centro Federal de Conci-
liación y Registro Laboral o los Centros de Con-
ciliación de las entidades federativas, los cua-
les también son reconocidos por esta ley co-
mo autoridad conciliadora, todo esto estableci-
do en su artículo 3o. Ter, fracciones I y III. (Ley 
Federal del Trabajo, 2022, p.2) 
Así, la ley determinará el procedimiento que se 
deberá observar en dicha instancia, además 
que establecerá las reglas para que los conve-
nios laborales adquieran condición de cosa juz-
gada, y el procedimiento para su ejecución.

En cuanto al artículo 6º, dispone la aplicabili-
dad de los tratados y leyes respectivas, que 
fueran aprobados en los términos del artículo 
133 de la Constitución, en las relaciones de 
trabajo, en todo lo que beneficien al trabaja-
dor. (Ley Federal del Trabajo, 2022, p.4)

La Ley Federal del Trabajo brinda protección 
amplia para el trabajador que sufre mobbing 
laboral, a través de otras disposiciones jurídi-
cas, tal como la contenida a continuación: Ar-
tículo 17.- A falta de disposición expresa en la 
Constitución, en esta Ley o en sus Reglamen-
tos, o en los tratados a que se refiere el artícu-
lo 6º, se tomarán en consideración sus dispo-
siciones que regulen casos semejantes, los 
principios generales que deriven de dichos or-
denamientos, los principios generales del de-
recho, los principios generales de justicia so-
cial que derivan del artículo 123 de la Cons-
titución, la jurisprudencia, la costumbre y la 
equidad. (Ley Federal del Trabajo, 2022, p.6)

Por otra parte, el artículo 47 de la Ley Federal 
del Trabajo, en su capítulo IV sobre la rescisión 
de las relaciones de trabajo por actos de mob-
bing, brinda la oportunidad de despedir, con cau-
sa justificada a sus trabajadores, y, por tanto, 
sin responsabilidad para el patrón. Así lo enun-
cia:
II. Actos de violencia, amagos, injurias o malos 
tratamientos en contra del patrón, sus familia-
res o del personal directivo o administrativo de 
la empresa o establecimiento… salvo que me-
die provocación o que obre en defensa propia.

III. Contra sus compañeros, cualquiera de los 
actos enumerados en la fracción anterior.

IV. Fuera del servicio, contra el patrón, sus fa-
miliares o personal directivo administrativo, al-
guno de los actos a que se refiere la fracción 
II, si son de tal manera graves que hagan im-
posible el cumplimiento de la relación de traba-
jo.

V. Ocasionar el trabajador, intencionalmente, 
perjuicios materiales durante el desempeño de 
las labores o con motivo de ellas.

VIII. Cometer el trabajador actos inmorales o de 
hostigamiento y/o acoso sexual contra cual-
quier persona en el establecimiento o lugar de 
trabajo. (Ley Federal del Trabajo, 2022, p.15)

En interpretación del artículo en comento, nos 
muestra que se puede aplicar el despido con 
causa justificada al o los trabajadores acosa-
dores que incurran en faltas por actos de vio-
lencia. La Ley protege primeramente a la em-
presa, puesto que indica que será un despido 
justificado sin responsabilidad para el patrón, 
cuando el empleado incurra en faltas que afec-
ten las relaciones laborales. 

En específico, la fracción VIII, cita con toda pre-
cisión textual “actos de hostigamiento” por lo 
que es de considerarse que dicha fracción con-
templa el mobbing laboral, por abarcar de ma-
nera extensa la violencia psicológica, añadien-
do a dicho concepto, la protección hacia cual-
quier persona dentro del área laboral.
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Este tipo de conductas, alteran la armonía y la 
paz en el centro de trabajo; lo que procura la 
ley es mantener la salud mental, física y emo-
cional de todos los que forman parte de un 
equipo de trabajo, alcanzando su estela legal 
a brindar protección incluso a la familia. 

En todo caso, “deberá de entregársele al traba-
jador por escrito el motivo de su despido o bien, 
enterar al tribunal competente dentro de los 
cinco días hábiles posteriores; de no ser así, 
se presumirá por injustificado”. (Ley Federal del 
Trabajo, 2022, p.16)
Otra disposición relativa al tema en trato es la 
contenida en el artículo 56, la que precisa: “las 
condiciones de trabajo no pueden ser inferio-
res a las que se encuentran establecidas por 
la ley y mucho menos las originadas por cues-
tiones de discriminación” (Ley Federal del Tra-
bajo, 2022, p.21). De dicha norma se despren-
de la consideración de que las personas que 
ejecutan actos de discriminación en el centro 
de trabajo cometen mobbing. En el numeral 132 
se determina que es obligación de los patro-
nes el dar un buen trato a sus trabajadores; 
en su fracción VI indica: “Guardar a los traba-
jadores la debida consideración, absteniéndo-
se de mal trato de palabra o de obra”; de tal 
manera que quedan implícitamente prohibidos 
los actos de acoso y violencia laboral; y queda 
como obligación patronal el fomentar, entre to-
do el personal, un ambiente de trabajo en el 
que exista igualdad, empatía por las personas 
que más lo necesitan, “Implementar, en acuer-
do con los trabajadores, un protocolo para pre-
venir la discriminación por razones de género y 
atención de casos de violencia y acoso u hos-
tigamiento sexual” y promover que el centro de 
trabajo sea un lugar agradable y seguro para 
el desempeño de sus funciones. (Ley Federal 
del Trabajo, 2022, p.33) 

El artículo 133 in fine tiene prevista la protec-
ción de las garantías y derechos de los traba-
jadores, prohibiendo a los patrones o a sus re-
presentantes actos de mobbing, al regular lo si-
guiente:
XII. Realizar actos de hostigamiento… contra 
cualquier persona en el lugar de trabajo. 

XIII. Permitir o tolerar actos de hostigamiento… 
en el centro de trabajo.
XV. Despedir a una trabajadora o coaccionarla 
directa o indirectamente para que renuncie por 
estar embarazada, por cambio de estado civil o 
por tener el cuidado de hijos menores. (Ley Fe-
deral del Trabajo, 2022, pp. 36-37)

De todo lo anterior, puede apreciarse que la le-
gislación mexicana previene el mobbing al pro-
mover el respeto a los derechos humanos y so-
ciales del trabajador, reconocidos por la Cons-
titución, como lo es el derecho al trabajo, a la 
no discriminación, a la igualdad, la intimidad, a 
una vida libre de violencia y a elegir libremen-
te los hijos que tener, sin que esto sea causa 
de despido o evite ser contratado.

Con base en lo expuesto, puede concluirse que 
el trabajador que experimenta cualquiera de las 
acciones mencionadas en los artículos citados, 
puede acudir ante la autoridad conciliadora a 
presentar su demanda por acoso laboral, pre-
viamente reuniendo las pruebas suficientes pa-
ra comprobar su dicho, las cuales pueden ser: 
capturas de pantalla, mensajes de texto, vide-
os, documentos o testigos.

Relaciones y conflictos entre los Poderes de la 
Unión y sus trabajadores
El artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, protege las relacio-
nes laborales burocráticas y da sustento a la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado, reglamentaria del apartado B constitucio-
nal, legislación que reconoce a los empleados 
de base y de confianza al indicar que los traba-
jadores de confianza no tienen derecho a la es-
tabilidad en el empleo y pueden ser removidos 
libremente, aunque en la fracción IX, establece:

Sólo podrán ser suspendidos o cesados por 
causa justificada, en los términos que fije la ley 
y en caso de separación injustificada tendrá de-
recho a optar por la reinstalación en su traba-
jo o por la indemnización correspondiente, pre-
vio el procedimiento legal” el cual será resuel-
to “ante un Tribunal Federal de Conciliación y 
Arbitraje integrado según lo previsto en la ley 
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reglamentaria” de acuerdo con la fracción XXII, 
considerando que no es el nombre del puesto 
lo que da el carácter de empleado de confian-
za, si no las funciones que desempeñan. (Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, 2022. P.145) 
Cabe señalar que en el artículo 152 de la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado invoca que los conflictos laborales entre el 
Poder Judicial de la Federación y sus servido-
res, serán resueltos por una Comisión de Con-
flictos Laborales del Poder Judicial de la Fede-
ración, las impugnaciones que se susciten de-
berán ser impugnadas mediante el correspon-
diente recurso de revocación que se presente 
ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación o ante el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal en la que la resolución de 
este recurso será inatacable. (Ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado, 2022. 
P. 145)

Otro caso de excepción para dirimir conflictos 
laborales es la competencia que la Constitu-
ción brinda al Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación, al establecer en el artí-
culo 99, fracciones V y VI, como competencia 
de este el resolver, entre otras cosas, los con-
flictos o diferencias laborales que se susciten 
entre el propio Tribunal y sus servidores y los 
de los servidores del Instituto Nacional Electo-
ral con éste.

Las anteriores disposiciones conforman el sus-
tento del derecho laboral para los trabajado-
res al servicio del Estado. Como puede apre-
ciarse, con estas normas máximas y las respec-
tivas leyes reglamentarias del artículo 123 
constitucional, la Ley Federal del Trabajo y la 
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado, queda complementada la regulación la-
boral para atender conflictos motivados por el 
mobbing. 

Ley Federal para los Trabajadores al Servicio 
del Estado
La Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado es reglamentaria, para las relacio-
nes laborales burocráticas, del apartado B del 

artículo 123 constitucional. Serán condiciones 
nulas para los trabajadores las expresadas en 
el artículo 14, así las admitieren expresamen-
te, así como una jornada mayor a las 8 horas, 
inhumana y excesiva, que sea peligrosa para 
el trabajador, pero el articulo 18 pone un can-
dado legal estipulando que el nombramiento 
aceptado, obliga a cumplir con las obligaciones 
inherentes del mismo, esto abarca incluso la 
jornada laboral. (Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, 2022, pp. 5-6) 

El artículo 19 de esta ley, brinda certeza jurí-
dica ante el despido por cambio de adminis-
tración, refiriendo que el cambio de funciona-
rios en ningún caso podrá afectar a los dere-
chos de los trabajadores. (Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, 2022, p. 
6) La legislación en análisis considera la posi-
bilidad de incremento en la jornada laboral, pe-
ro esto sólo en casos extraordinarios y no per-
manentes. Así se desprende del artículo citado 
a continuación:

Artículo 26.- Cuando por circunstancias espe-
ciales deban aumentarse las horas de jornada 
máxima, este trabajo será considerado como 
extraordinario y nunca podrá exceder de tres 
horas diarias ni de tres veces consecutivas (Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado, 2022, p. 6)

En cuanto a conductas inaceptables, el artículo 
46 del ordenamiento en referencia indica que 
el trabajador que ejecute contra otra persona 
actos que atenten contra el desarrollo laboral, 
por resolución del Tribunal Federal de Concilia-
ción y Arbitraje, será despedido por justa cau-
sa.

a) Cuando el trabajador incurriere… en ac-
tos de violencia, amagos, injurias, o ma-
los tratamientos contra sus jefes o com-
pañeros o contra los familiares de unos u 
otros, ya sea dentro o fuera de las horas 
de servicio. (Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, 2022, p. 12)

En lo precitado se establece la regulación del 
mobbing laboral para los servidores públicos, el 
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superior podrá ordenar la remoción del trabaja-
dor, a oficina distinta de aquella en que estu-
viere prestando sus servicios, dentro de la mis-
ma Entidad Federativa cuando esto sea posi-
ble, hasta que sea resuelto en definitiva el con-
flicto por el Tribunal Federal de Conciliación y 
Arbitraje. (Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado, 2022, p. 13)

Por su arte, el artículo 46 bis. indica el proce-
dimiento que el jefe superior de la oficina, debe-
rá seguir, para proceder cuando se presente el 
mobbing laboral, iniciará levantando un acta 
administrativa, con intervención del trabajador 
y un representante del Sindicato respectivo, en 
la que se asentarán los hechos, además de la 
declaración del trabajador afectado y las de los 
testigos de cargo y de descargo que se pro-
pongan, se firmará por los que en ella interven-
gan y por dos testigos de asistencia, debiendo 
entregarse en ese mismo acto, una copia al tra-
bajador y otra al representante sindical. (Ley Fe-
deral de los Trabajadores al Servicio del Esta-
do, 2022, p.13) Considerando entonces, que el 
levantamiento del acta es la primera instancia 
para la solución de conflictos por mobbing labo-
ral.

De esta manera es de concluirse parcialmente, 
que los artículos y las fracciones que se refie-
ren al acoso laboral en la presente ley, aluden 
a los empleados de base o de confianza; sin 
embargo, nada se dice sobre el acoso laboral 
en el que pueden incurrir quienes ocupan pues-
tos de mando dentro de una institución públi-
ca, esto es, el mobbing que se realiza de supe-
rior a inferior, lo que puede presentarse en la 
administración pública considerando que en su 
estructura siempre existe un superior jerárqui-
co. 

Conclusiones 
1. El mobbing en la regulación del derecho 
laboral mexicano se encuentra descrito bajo 
ese título en la tesis 1a CCLII/2014, equipa-
rándolo al acoso moral y psicológico; sin em-
bargo, la ley federal de trabajo, no contempla 
el acoso psicológico en la redacción del artí-
culo 3° Bis, lo cual indica, que cualquier tra-

bajador para iniciar el proceso legal estando 
en su derecho, tendrá que tener conocimien-
to sobre todos los ordenamientos legales en 
México, por el contrario si en la Ley laboral 
ampliara el concepto o agregara más carac-
terísticas tales como el acoso moral, quien lo 
sufriera, tendría más facilidad para iniciar 
una demanda bajo esos términos. 

2. El mobbing laboral, que predominó en las 
testimoniales es el descendente, pues el pa-
trón ejecuta el poder de dominio e influye in-
cluso en un grupo para expulsar a un emple-
ado y quien lo sufre opta por abandonar el 
trabajo, para evitar problemas y terminar con 
éste.

3. El mobbing laboral no discrimina, cualquier 
persona puede sufrirlo.

4. Se identifica, que las víctimas se ven afec-
tadas psicológicamente al sufrir mobbing la-
boral.

5. El mobbing laboral, tiene consecuencias 
negativas en la salud y en la vida productiva 
de la víctima, tal como se destaca en el tes-
timonio 1, en el que la víctima comienza a 
presentar síntomas físicos manifestados por 
medio de manchas en la piel.

6. Es indispensable la capacitación y orien-
tación en mobbing laboral, además de preci-
sar los códigos de conducta y ética dentro del 
contexto laboral para el cumplimiento al re-
glamento interno.

7. Es necesario crear protocolos que den so-
porte frente a la presencia del mobbing labo-
ral en los centros de trabajo, así como capa-
citar a los empleados sobre las consecuen-
cias de practicar este tipo de violencia.

8. Se requiere dar claridad específicamente 
a la Ley laboral, a efecto de evitar se presen-
te este fenómeno en las relaciones labora-
les, públicas y privadas, puesto que, a pesar 
de que existen diferentes medios alternati-
vos para la solución de conflictos por acoso 
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en el trabajo, la Ley Federal del Trabajado lo 
define solamente como hostigamiento labo-
ral y acoso sexual, restando importancia al 
acoso psicológico en los trabajadores en ca-
sos de mobbing laboral.
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